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Ideas para construir la paz

		  César Rodríguez Garavito
		  Director de Dejusticia

Con la firma del “Acuerdo final para la terminación del conflicto y la cons-
trucción de una paz estable y duradera”, Colombia entra en una nueva 
fase. Si el acuerdo entre el Gobierno nacional y las FARC le pone fin a una 
guerra de 52 años y cierra lo que la bibliografía especializada llama la etapa 
de negociación de la paz (peace making), estamos ahora ante los desafíos 
aún más complejos de la construcción de la paz (peace building). 

Se trata de cumplir las promesas ambiciosas y necesarias del acuerdo 
en asuntos como una reforma agraria equitativa, la ampliación y profun-
dización de la democracia, la desactivación de la violencia, la protección 
reforzada del medio ambiente, el giro de la política de drogas hacia un 
enfoque de salud pública, y el funcionamiento de un aparato de justicia 
transicional que garantice los derechos de las víctimas. Se trata también de 
hacer reformas y transformaciones pendientes y largamente adeudadas, 
que habrían sido necesarias con o sin un acuerdo de paz. 

Con esta serie de documentos, en los que se presentan ideas para 
construir la paz, Dejusticia quiere aportar su grano de arena a estas for-
midables tareas colectivas. Hacemos énfasis en diagnósticos y propuestas 
para el corto y mediano plazos, aunque las transformaciones de fondo to-
marán varias décadas. Así como fue preciso un cuarto de siglo para que 
cristalizara la aspiración pacífica de la Constitución de 1991, pasará otro 
tanto, incluso más, para terminar de sentar los cimientos de una sociedad 
menos desigual e injusta donde arraigue, por fin, la paz duradera.

VOLVER A TABLA DE CONTENIDO
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En caso de que se pusiera fin al conflicto armado, los primeros años 
serán cruciales tanto para evitar el regreso a la violencia política como para 
trascenderla permanentemente. Ello implica esfuerzos tanto de construc-
ción como de reconstrucción. De un lado, incluyen la construcción de 
políticas e instituciones sólidas que continúan siendo asignaturas pen-
dientes y son esenciales en cualquier Estado, con o sin conflicto armado. 
Algunas fundamentales son un catastro y unos impuestos modernos so-
bre la tierra, controles imparciales y expeditos contra la corrupción polí-
tica, inversiones decisivas en un sistema educativo innovador y equitativo 
que impulse el paso de una economía extractiva a una economía del co-
nocimiento, reglas e instituciones que impulsen políticas fiscales y socia-
les redistributivas, y un ordenamiento territorial que permita desplegar 
el potencial de las regiones y promover un desarrollo sostenible. De otro 
lado, esos esfuerzos comprenderán la reconstrucción de instituciones que 
existen pero que deben ser reforzadas drásticamente. Entre ellas están las 
autoridades electorales para que sean transparentes e incluyentes, una jus-
ticia accesible y célere, y mecanismos eficaces de democracia participativa 
(desde presupuestos participativos hasta consultas populares en materia 
ambiental).

Al concentrarnos en las instituciones públicas, en esta colección 
asumimos un punto de partida ampliamente documentado en la socio-
logía institucional: la heterogeneidad del Estado colombiano. La llamada 
“paradoja colombiana” –la coexistencia de la violencia y la estabilidad de-
mocrática, de la guerra en unos territorios y la relativa normalidad ins-
titucional en otros– tiene una contraparte en la estructura dispar de las 
instituciones públicas. Mientras que la misma institución puede ser sólida 
y meritocrática en las ciudades principales, puede estar capturada por po-
deres irregulares locales y carecer de la mínima infraestructura en la pe-
riferia colombiana. Por ello, y porque el futuro de la paz se juega en las 
regiones, en las publicaciones de esta colección intentamos prestar tanta, 
o más, atención a la periferia del país –incluidos los territorios más afecta-
dos por la violencia– que a los centros tradicionales de poder.

Conforme a la combinación de investigación y acción que marca 
el trabajo de Dejusticia, los documentos de esta serie persiguen tres ob-
jetivos, desplegados en sendas secciones de cada texto. En una prime-
ra sección se ofrece un diagnóstico de la situación de las instituciones 
y los problemas sociales de que se trate, basado en fuentes primarias y 
secundarias. En la segunda sección se destilan los principales desafíos 
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constructivos y reconstructivos de los que depende la solución del proble-
ma. Los documentos cierran con una sección de propuestas de reformas 
concretas destinadas a los actores estatales y de la sociedad civil que serán 
responsables de los procesos de construcción de la paz.

Con este enfoque y esta estructura, los documentos de la serie ex-
ploran una variedad de temas que corresponden a las líneas de trabajo de 
Dejusticia. Entre ellos se encuentran la justicia transicional, las políticas 
de tierras, la justicia ambiental, el acceso a la información, los derechos de 
los pueblos indígenas y afrodescendientes, la justicia de género, la reforma 
a la justicia, las políticas de drogas y la financiación de la paz.

Esta serie de documentos es un verdadero esfuerzo colectivo. Como 
todas las publicaciones de Dejusticia, los borradores se nutrieron de las dis-
cusiones y los debates de nuestro seminario interno, así como de comen-
tarios generosos de expertos externos. En esta ocasión, el trabajo colectivo 
fue aún más determinante, por cuanto comprendió un trabajo sostenido de 
cerca de un año, durante el cual afinamos la idea de la colección y fuimos 
dándole forma a medida que se desarrollaban los diálogos entre el Gobier-
no y las FARC.

Además de todo el equipo investigativo, la serie debe su existencia a 
la contribución decisiva del equipo administrativo, que se involucró tam-
bién en los seminarios de discusión. En particular, el criterio editorial y 
la labor minuciosa de Elvia Sáenz y Marta Rojas fueron, como siempre, 
esenciales para que estos documentos vieran la luz. Si la colección aporta 
en algo a una paz estable y duradera, el trabajo de todos y todas habrá 
valido la pena.



15 Documentos Dejusticia 38

Introducción
La implementación del Acuerdo de Paz entre las Fuerzas Armadas Re-
volucionarias de Colombia (FARC) y el Gobierno nacional –así como el 
inicio de los diálogos con el Ejército de Liberación Nacional (ELN)– es 
un hecho fundamental en la historia política y económica del país. La im-
portancia de este proceso radica en el abandono, por parte de actores que 
han disputado al Estado el ejercicio del poder en el territorio, de la vía 
armada a cambio de una participación política en la legalidad. Esta coyun-
tura exige una reflexión sobre los caminos que se despejan con el acuerdo 
para el fin del conflicto, y los retos de los municipios productores de coca 
en el mediano y largo plazo para lograr una paz estable y duradera.

Colombia está en un tiempo de definiciones fundamentales. El po-
sacuerdo es un momento en el que se sientan las bases de las trayectorias 
locales futuras. Allí, las viejas disputas y los debates en torno a la reforma 
agraria, el sistema democrático y el modelo de desarrollo son retomados 
en el contexto de una posible apertura democrática, en la que coexisten 
élites tradicionales y emergentes, las visiones plurales del movimiento so-
cial y organizaciones armadas ilegales que obstaculizarán los esfuerzos de 
paz para asegurar el control de las economías del narcotráfico y la minería.

Precisamente, por la estrecha relación que el narcotráfico ha tenido 
con el conflicto armado, y los impactos que las políticas de drogas han 
ocasionado en los territorios, es que uno de los acuerdos alcanzados en las 
negociaciones de paz1 se ha propuesto el ambicioso objetivo de “dar solu-
ción al problema de las drogas ilícitas” mediante un replanteamiento de 

	 1	 Los puntos de discusión son: i) política de desarrollo agrario integral; ii) 
participación política; iii) fin del conflicto; iv) solución al problema de las 
drogas ilícitas; v) víctimas; y vi) implementación, verificación y refrenda-
ción. 

VOLVER A TABLA DE CONTENIDO
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las políticas en este campo. Este acuerdo contempla tres ejes centrales: 1) 
la puesta en marcha de un Programa Nacional Integral de Sustitución de 
cultivos de uso ilícito (PNIS), articulado al componente de reforma rural 
integral (RRI); 2) el diseño de una política de salud pública en respuesta 
al consumo de drogas y 3) el fortalecimiento de la lucha contra el crimen 
organizado asociado al narcotráfico y al lavado de activos.

Al mismo tiempo, a nivel internacional se ha señalado que el modelo 
de “guerra a las drogas”, basado en la prohibición y en la prevalencia de 
instrumentos represivos, no solo ha fracasado, sino que ha generado gra-
ves injusticias y daños innecesarios (Comisión Global de Política de Dro-
gas, 2014, p. 13; PNUD, 2015, p. 2). Incluso, la Oficina de las Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC, por sus siglas en inglés) re-
conoce que las actuales políticas de drogas han provocado “consecuencias 
no previstas”, como la creación de un enorme mercado ilegal controlado 
por organizaciones criminales que mueve alrededor de 332 billones de 
dólares anualmente, los cuales financian al crimen organizado, así como di-
versas formas de corrupción y otros fenómenos que erosionan el Estado de 
derecho y ponen en riesgo la seguridad pública. Entre estas consecuencias 
negativas también está el “efecto desplazamiento”2 de las políticas de salud 
pública, que pasaron a un segundo plano para ser sustituidas por políticas 
de seguridad orientadas a reducir la oferta y combatir la criminalidad aso-
ciada a las drogas, así como el desplazamiento geográfico del problema, 
de las zonas en que los controles se refuerzan, a otras nuevas (UNODC, 
2008, pp. 216-217).

Un movimiento global emergente desde la sociedad civil y algunos 
gobiernos, entre ellos el Gobierno colombiano, han planteado la nece-
sidad de un giro hacia políticas de drogas basadas en un enfoque de sa-
lud pública y de desarrollo, en el que las obligaciones de los Estados en 

	 2	 De acuerdo con Baley y Garzón (2016), hay otros efectos de desplaza-
miento en las políticas de reducción de la oferta de drogas en América 
Latina: i) el efecto globo, que significa que al actuar en una zona donde se 
lleva a cabo una actividad relacionada con drogas, esta se desplaza a otro 
lugar; ii) el efecto diáspora, donde la represión de una red criminal en una 
ubicación lleva a un traslado de la red a un nuevo refugio; iii) el efecto ma-
riposa, que quiere decir que la intervención en una localidad determinada 
puede tener un impacto en un territorio distante, sin un vínculo explícito; y 
iv) el efecto de la cobija corta (short-sheet), donde la concentración de los 
recursos del Estado en un solo aspecto de la política de drogas limita las 
prioridades que se deben atender –mejor dicho, el Estado puede cubrir la 
nariz o los dedos de los pies, pero no ambos–.
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derechos humanos y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Nacio-
nes Unidas sean los objetivos fundamentales (LSE Expert Group on the 
Economics of Drug Policy, 2016). La Sesión Especial de la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas sobre el tema de drogas realizada en abril de 
20163 (UNGASS 2016, por sus siglas en inglés), aunque tímida en señalar 
la necesidad de un cambio, reconoció que los Estados tienen “la suficien-
te flexibilidad para formular y aplicar políticas nacionales en materia de 
drogas con arreglo a sus prioridades y necesidades, de conformidad con el 
principio de la responsabilidad común y compartida y con el derecho in-
ternacional aplicable” (Comisión de Estupefacientes, 2016).4 En materia 
de desarrollo alternativo, entre sus principales recomendaciones el docu-
mento señaló la necesidad de abordar los factores conexos a la existencia 
de cultivos declarados ilícitos

	 3	 El problema mundial de las drogas ya había sido discutido en las reunio-
nes de UNGASS llevadas a cabo en 1990 y 1998. En la primera, se aprobó 
la Declaración Política y el Programa Mundial dedicado a la cooperación 
internacional contra la producción, la oferta, la demanda, el tráfico y la dis-
tribución ilícitas de estupefacientes, que reiteró lo dicho en la Convención 
de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustan-
cias psicotrópicas firmada en 1998. En la segunda, se habló de un mundo 
libre de drogas y se trazaron medidas globales para lograr esa meta en 10 
años. Por el contrario, la UNGASS 2016 viró hacia nuevas discusiones en 
torno de la salud pública, el acceso a medicamentos controlados, alterna-
tivas al encarcelamiento y la solución de los problemas rurales asociados 
a la producción. La UNGASS 2016 fue un evento sin precedentes en la 
escena multilateral, convocado por países productores y de tránsito, que 
hacían un llamado a la revisión de las políticas de drogas, en vista del 
fracaso en cumplir con el Plan de Acción 2009-2019. 

	 4	 A través de los tratados internacionales de derechos humanos, los Es-
tados decidieron dar desarrollo a las obligaciones pactadas en la Carta 
de las Naciones Unidas que, de conformidad con su artículo 103 y co-
herentemente con su innegable relevancia histórica dentro del derecho 
internacional público, son prevalentes frente a cualquier otro instrumento 
normativo. En efecto, el artículo 103 de la Carta de las Naciones Unidas 
establece: “En caso de conflicto entre las obligaciones contraídas por los 
Miembros de las Naciones Unidas en virtud de la presente Carta y sus 
obligaciones contraídas en virtud de cualquier otro convenio internacio-
nal, prevalecerán las obligaciones impuestas por la presente Carta”. Por 
ende, conforme a una lectura integral del derecho internacional, las obli-
gaciones de los Estados en materia de control de drogas, bajo ninguna 
circunstancia, pueden estar en contravía de las obligaciones en derechos 
humanos y, en caso de conflicto, deben prevalecer estas últimas (Uprimny, 
Guzmán y Parra, 2014; Haase, en prensa). 
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...mediante la aplicación de estrategias amplias destinadas a ali-
viar la pobreza y fortalecer el Estado de derecho y crear institu-
ciones, servicios públicos y marcos institucionales responsables, 
eficaces e inclusivos, según proceda, y la promoción del desarro-
llo sostenible destinado a mejorar el bienestar de las poblaciones 
afectadas y vulnerables mediante alternativas lícitas. 

También instó a los Estados a
...fomentar un crecimiento económico inclusivo y promover 
iniciativas que contribuyan a la erradicación de la pobreza y 
la sostenibilidad del desarrollo social y económico, establecer 
medidas que favorezcan el desarrollo rural y mejoren la infraes-
tructura y la inclusión y protección sociales, haciendo frente a 
las consecuencias para el medio ambiente del cultivo ilícito y la 
fabricación y producción ilícitas de estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas, con la incorporación y participación de las comu-
nidades locales (Comisión de Estupefacientes, 2016). 

Teniendo en cuenta estos precedentes, este documento tiene como 
objetivo analizar los desafíos que enfrentan los municipios productores de 
coca en dos aspectos cruciales para su futuro: la construcción de Estado 
local y la definición de una senda de desarrollo humano, integral y parti-
cipativo. Estos dos aspectos pueden reforzarse entre sí, pero si se abordan 
desconociendo su dependencia mutua pueden terminar frustrándose. 
La creación de capacidad institucional y el desarrollo son procesos que 
emergen en una relación de interdependencia mutua entre el Estado y la 
sociedad, en la que el fortalecimiento de una ciudadanía activa y una eco-
nomía próspera e incluyente es tan importante como el de instituciones 
más eficaces y democráticas.

Optamos por analizar los municipios productores de coca por cuan-
to la existencia de la economía ilegal del narcotráfico impone unos retos 
específicos que deben ser reconocidos y enfrentados de forma integral. En 
tal sentido, nuestra tesis principal es la siguiente: si bien el acuerdo de paz 
es un avance en el camino correcto, tienen que ser complementados con 
medidas más ambiciosas –institucionales, socioeconómicas y de reforma a 
la política de drogas– para asegurar que en los municipios productores de 
coca se logre construir un Estado legítimo, eficaz y apegado a la legalidad, 
capaz de garantizar derechos, así como afianzar una trayectoria de desa-
rrollo que permita estabilizar a las comunidades en el territorio, bajo un 
patrón de ordenamiento territorial y productivo incluyente.
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El documento se divide en tres partes. En la primera se realiza una 
reconstrucción de viejos debates: los intentos de llevar el Estado a la pe-
riferia del país y las distintas visiones sobre el desarrollo territorial. Pos-
teriormente, se hace una breve historia de la relación entre las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y la economía ilegal de 
la hoja de coca, y se abordan los impactos que tuvieron los cultivos ilícitos 
en los municipios productores. En la segunda parte, se realiza una compa-
ración entre algunos indicadores sociales y de desempeño institucional en 
municipios con presencia de cultivos de coca y los demás del país. El tono 
cuantitativo se debe a las discusiones que existen en la actualidad alrede-
dor de la construcción de nuevos indicadores de logro y evaluación de las 
políticas de drogas. Debería pensarse que el ejercicio que hacemos aquí es 
un primer esfuerzo por diagnosticar cómo se han reflejado las consecuen-
cias de la economía cocalera y las acciones de la política de drogas sobre 
los indicadores sociales teniendo como parámetro los municipios que no 
presentan este fenómeno. Luego se ilustran aspectos comunes y diferen-
cias a partir de la construcción de un relato, con acento más cualitativo, en 
tres municipios: Tarazá, San Vicente del Caguán y Puerto Asís. A partir de 
lo mencionado, se sugieren dos variables para pensar una tipología de los 
municipios con presencia de cultivos ilícitos, con el fin de diferenciar las 
estrategias de política pública que deberían implementarse en el marco 
del posacuerdo. Finalmente, en la tercera parte se abordan los avances, 
los desafíos y las recomendaciones de los municipios productores de 
hoja de coca y pasta base, a partir de un análisis del acuerdo de paz en 
el tema de drogas, y con una serie de recomendaciones de política para 
afrontar los desafíos que los municipios productores de coca tienen en 
materia institucional, socioeconómica y en la implementación de mejores 
políticas de drogas, reconociendo las diferencias existentes entre ellos.
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LA PROBLEMÁTICA: ESTADO Y DESARROLLO 
TERRITORIAL EN MUNICIPIOS PRODUCTORES DE COCA 

En términos institucionales, Colombia ha dejado su territorio a merced 
de toda suerte de poderes locales. No obstante, en muchos casos, estos 
poderes han establecido un orden que, aunque autoritario e insuficiente, 
ha sido el único que ha existido. Allí no es preciso hablar de un vacío insti-
tucional, sino de una presencia diferenciada del Estado (González, 2011, 
p. 14) que, en la medida en que coexiste con una pluralidad de actores que 
compiten por el ejercicio del poder, dan lugar a la existencia de órdenes 
híbridos entre la legalidad y la ilegalidad (Schultze-Kraft, 2015, p. 7).

En términos de desarrollo, las más de seis millones de personas que 
viven en la periferia desinstitucionalizada del país (García Villegas y Es-
pinosa, 2013, p. 148), han participado de economías de subsistencia en-
frentando enormes limitaciones y dificultades –como ha ocurrido con la 
economía campesina–, o se han vinculado a los mercados internacionales 
a través de economías extractivas con resultados poco alentadores, bien 
sea legales, como el petróleo, o ilegales, como la coca y la minería (Dun-
can, 2014). Este modelo de desarrollo ha impedido la estabilización de 
la población en el territorio y la garantía de sus derechos más básicos, lo 
cual, sumado al desplazamiento interno por efecto del conflicto, ha lleva-
do a la expansión no planificada de la frontera agrícola, y a una inadecuada 
ocupación y uso del suelo. La población se ha concentrado en las zonas 
de mayor vulnerabilidad, mientras que en las de mejores condiciones se 
presenta la mayor dispersión (Misión para la Transformación del Campo, 
2015). Todo esto bajo un patrón que se ha repetido históricamente, en el 
cual las mejores tierras son colonizadas por los campesinos para ser luego 
apropiadas por grandes hacendados, narcotraficantes u otros actores po-
derosos (Reyes, 2009). En este contexto de conflicto armado, desarrollo 
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excluyente e instituciones débiles, los conflictos por el territorio se han 
manifestado de forma violenta ante el surgimiento de oportunidades eco-
nómicas en nuevas zonas de la periferia.

El país ha ensayado distintas vías para superar las tres condiciones 
que caracterizan la exclusión que sufren los habitantes de la periferia: 
presencia institucional precaria que afecta sus derechos, problemas en el 
desarrollo económico y conflicto armado. Desde la época de la Violencia, 
los gobiernos colombianos han acogido planes y programas destinados 
a incorporar estos territorios al centro institucionalizado. Algunos han 
puesto el énfasis en la acción militar y el orden público, otros en la conso-
lidación institucional, y otros en promover apuestas productivas o superar 
la pobreza. Sin embargo, varios autores han señalado que estos esfuerzos 
han sido inconsistentes y desarticulados, o no han encontrado contextos 
propicios para su adecuada implementación (Lopez, 2016).

En nuestro concepto, una de las principales fallas de estos progra-
mas, además de los problemas de implementación, es que se han basa-
do en apuestas incompletas, al considerar que del logro de uno de esos 
objetivos se derivarían los demás: el éxito militar sentaría las bases para 
la consolidación institucional y la reactivación de la inversión producti-
va; un programa ambicioso de inversiones permitiría la construcción de 
instituciones estatales legítimas que le restarían poder a los actores arma-
dos ilegales; o la consolidación institucional conduciría, por sí sola, a una 
sociedad más pacífica, incluyente y económicamente próspera. Nuestra 
propuesta consiste en defender la necesidad de un enfoque integrado que 
haga la apuesta completa, por lo cual resaltamos la estrecha interdepen-
dencia existente entre las estrategias de seguridad y defensa llevadas a los 
territorios, desarrollo territorial y construcción de Estado, y la necesidad 
de avanzar simultáneamente en ellos con la participación de actores que 
pudieran enriquecer el proceso –por ejemplo, las organizaciones campesi-
nas–, en particular en el caso de los municipios productores de coca.

Las características del conflicto armado colombiano, las condiciones 
de surgimiento de los cultivos ilícitos, los impactos de la economía ilegal de 
la droga en los municipios y las consecuencias que en el corto, mediano y 
largo plazo trae la firma del acuerdo de paz entre el Gobierno nacional y la 
guerrilla de las FARC, plantean preguntas sobre las decisiones que debe 
tomar el Estado y la sociedad colombiana respecto al desarrollo regional. 
El enorme reto que hoy enfrenta el país es poner en marcha un proceso 
político-institucional que permita superar el déficit de instituciones y las 
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condiciones de vida precarias en las que vive la población de las zonas 
más apartadas del país en general, y de la periferia cocalera en particular. 
Justamente para entender el reto que se abre ante la implementación del 
acuerdo de paz, abordamos en este capítulo el debate de construcción del 
Estado en la periferia. Pero no se mira solo el fortalecimiento institucio-
nal, además se comentan dos visiones del desarrollo que se encuentran 
en tensión y que influyen en la manera como el Estado y la sociedad de-
ben conjugar variables difíciles como la seguridad, el orden público y la 
participación democrática en las instancias de planeación de las políticas 
públicas de desarrollo. El capítulo hace una referencia al problema de la 
coca y a las relaciones que han tejido las FARC con esa economía, para 
intentar describir algunos de los impactos que ha dejado la coca en las 
comunidades rurales. No se puede perder de vista que el papel regulador 
de las FARC en el negocio del narcotráfico generó consecuencias de todo 
tipo, desde la violencia sobre las comunidades rurales a manos de los pa-
ramilitares para minar el control territorial de la guerrilla (CNMH, 2015), 
hasta la garantía de un precio mínimo por la pasta base que hizo viable la 
vida en muchas zonas.

El debate de construcción de Estado en la periferia
Nuestro punto de partida en el debate sobre construcción de Estado a 
nivel local es el que ha sido desarrollado por Dejusticia en otras investi-
gaciones (García Villegas y Espinosa, 2013). Conforme a este punto de 
vista, la construcción de Estado es un proceso conflictivo y difícil, en el 
que las instituciones estatales son constitutivas de y además constituidas 
por los contextos en que operan. En las democracias constitucionales más 
desarrolladas, en el transcurso de los últimos cuatros siglos, han ocurrido 
de forma escalonada tres procesos que en la periferia colombiana deben 
ser abordados hoy de forma simultánea: la pacificación de la sociedad ci-
vil a través de la consolidación del Estado, la democratización del poder 
político y la igualación relativa de la sociedad civil a través tanto de un 
desarrollo económico incluyente como de la garantía de derechos sociales 
(García Villegas et al., 2011).

Sin embargo, los intentos de las élites nacionales por llevar el Esta-
do a las regiones han privilegiado unos componentes sobre otros, es así 
que durante el Frente Nacional hubo diferencias de orientación entre los 
partidos en las iniciativas implementadas para rehabilitar los territorios 
afectados por la violencia. De un lado, los mandatarios liberales ponían 
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mayor acento en la reforma agraria y la modernización institucional,1 
mientras que del otro, los gobiernos conservadores pusieron un mayor 
acento antisubversivo para impedir el surgimiento o la consolidación de 
lo que se conoció entonces como las “repúblicas independientes” (López, 
2013, p. 26). Quienes se opusieron a la política de rehabilitación la seña-
laban como un premio a los infractores de la ley, no solo porque concedía 
amnistía para los delitos de los insurgentes, sino que además el Gobierno 
les adjudicaba tierras y otorgaba préstamos para actividades agrícolas. De 
acuerdo con estas objeciones, se premiaba a territorios no pacificados con 
inversión que necesitaban otras zonas del país, al tiempo que se daba a 
criminales tierras y empréstitos (Sánchez, 1988).

En el Gobierno de Belisario Betancur se emprendió un segundo in-
tento de llevar el Estado a estas regiones a través del Plan Nacional de 
Rehabilitación. Un esfuerzo que terminó en el Gobierno de César Gaviria 
(1990-1994), cuando se quedó sin recursos por la aplicación de la política 
de menos Estado y más mercado, propia de las reformas estructurales y de 
la apertura económica (López, 2013, p. 29). El Plan Nacional de Rehabi-
litación partía de un reconocimiento de la magnitud de las consecuencias 
de la violencia en el campo, relegaba a un segundo plano la necesidad de 
la reforma agraria y pretendía generar presencia del Estado en esas zonas 
bajo el supuesto de que la causa de la violencia era el vacío de institucio-
nes cívicas (Kalmanotivz y López, 2003, p. 12). Esta política era particu-
larmente problemática ya que suponía que los frentes de colonización y 
los escenarios de la guerra eran territorios sin regulaciones previas, en los 
que el Estado debía llegar imponiendo sus propias lógicas para solucionar 
los problemas. Finalmente, el abandono de la política de reforma agraria 
significó que el país iba a adoptar un modelo de extensión de la frontera 
colonizada, de mercado asistido de tierras, en el que se iban a titular a 
campesinos los predios baldíos con asistencia por medio del crédito agra-
rio, y de no democratización de la propiedad rural de las zonas andinas.

Otro esfuerzo por articular institucionalmente a la periferia con el 
resto del país fue la descentralización política, que pretendía favorecer  
el acercamiento del Estado a la ciudadanía, además de potenciar la legiti-
midad de las autoridades locales, departamentales y nacionales (Gutiérrez, 

	 1	 La política de rehabilitación de Alberto Lleras Camargo tenía dos objetivos 
fundamentales: la asistencia social a los damnificados de la violencia y 
la reincorporación de los excombatientes a la vida ciudadana (Sánchez, 
1988, p. 26).
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2010, p. 16). No obstante, los oligopolios de coerción2 –legales, ilegales 
o mixtos– encontraron en esta figura la oportunidad para lograr control 
sobre una mayor parte de bienes y recursos públicos. Las estructuras de 
poder local existentes, que se querían derrotar o debilitar con la descen-
tralización administrativa, política y presupuestal, terminaron fortalecién-
dose al modificar las bases del sistema clientelista (García Villegas et al., 
2011, p. 212).3

Ya en el Gobierno de Ernesto Samper, con el Salto Social, se inau-
guraron dos nuevos enfoques de intervención territorial. El primero tenía 
que ver con el abandono de la idea de llevar el Estado a los municipios más 
pobres y afectados por el conflicto, para llegar directamente a los ciudada-
nos más pobres a través de la creación del Sisben y de la Red de Solidari-
dad Social (López, 2013, p. 30). La idea consistió en ampliar la cobertura 
de los programas sociales del Estado a las personas pobres del país y no 
solo a las que vivían en las zonas deprimidas o atravesadas por el conflicto 
armado. El segundo enfoque, ligado al discurso de guerra contra las drogas 
impulsado por Estados Unidos, asumió como criterio fundamental, para 
la priorización de las zonas que el Estado debía intervenir, la presencia de 
cultivos ilícitos o rutas del narcotráfico, con el objetivo de reducir la oferta 
de drogas y cortar sus flujos hacia los mercados finales.4 El Plan Nacional 

	 2	 Este concepto hace referencia al conjunto de relaciones, redes de colabo-
ración y competencia simultáneas para imponer determinadas regulacio-
nes sociales, que establecieron los grupos asociados con la producción y 
el tráfico de drogas, junto con los políticos locales y regionales (Duncan, 
2014, p. 59). Esta configuración del poder local imprimió trayectorias de 
institucionalidad y caminos de conformación de las autoridades, ya fueran 
subordinadas a los actores que ejercían control en las zonas o apoyadas 
en una red clientelista de partido financiada por la explotación del erario 
municipal.

	 3	 La Constitución de 1991 pretendía democratizar los procesos electorales 
y hacer más difícil la compra de votos a través del aumento de los meca-
nismos de vigilancia sobre las campañas. Esto encareció sustancialmente 
las elecciones, sin que el sistema electoral lograra controles eficaces que 
evitaran la elección de personas apoyadas por el poder y el dinero del nar-
cotráfico. El sistema electoral local tampoco ha podido formar una ciuda-
danía vigilante que sea protegida en su ejercicio de control político. Estas 
reformas, paradójicamente, terminaron aumentando la dependencia de 
los políticos frente a los narcotraficantes y las presiones por obtener el 
financiamiento de estos grupos.

	 4	 De esta forma, pareciese que las autoridades nacionales circunscribieron 
el problema del Estado local a la existencia de encadenamientos produc-
tivos relacionados con el narcotráfico, declarando entre líneas que este 
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de Desarrollo Alternativo (Plante) estuvo dirigido a la erradicación de los 
cultivos de hoja de coca a través de una alternativa económica dentro de la 
legalidad para pequeños productores en zonas campesinas, haciendo uso 
de las políticas de desarrollo rural (Decreto 0472 de 1996, por medio del 
cual se crea el programa presidencial Plante, 1996).

El presupuesto del Plan Colombia, que se comenzó a ejecutar al ini-
cio del primer periodo presidencial de Álvaro Uribe, contribuyó al finan-
ciamiento de la “política de seguridad democrática”, una estrategia militar 
de intervención en zonas de alto impacto del conflicto armado, bajo la 
misma lógica secuencial de las tentativas fallidas de rehabilitación: inten-
tar primero el monopolio de la violencia a través del accionar militar, para 
posteriormente recuperar la institucionalidad y asegurar el imperio de la 
ley. Al finalizar el segundo periodo de mandato de Álvaro Uribe, a través 
de una directiva presidencial, se plantearon las bases del Plan Nacional de 
Consolidación Territorial (PNCT), que posteriormente sería fortalecido 
por el Gobierno de Juan Manuel Santos (Palou, Arias, Barajas y Liévano, 
2011, p. 6). El PNCT fue un mecanismo para alinear los esfuerzos milita-
res y de policía en materia de seguridad, con estrategias de desarrollo eco-
nómico y gobernabilidad5 (García Villegas et al., 2011, p. 229). La prin-
cipal crítica que se ha hecho a esta política es que generó problemas de 
excesiva militarización del poder político y de la administración pública; 
una centralización de facto de los municipios, y el aplazamiento de un ob-
jetivo fundamental en la consolidación institucional: la formación de una 
sociedad civil fuerte con valores democráticos (p. 252). Al final, los resul-
tados que arrojó la implementación del PNCT evidencian los errores de 

fenómeno podría ser la principal fuente de problemas en el país. Ese en-
foque ha resultado equivocado pues desconoce que la desarticulación 
regional de la población, las fallas del régimen político y la debilidad del 
Estado central en lo local ocurrieron mucho antes que Colombia fuera pro-
ductor de coca y cocaína (López, 2013, p. 28). 

	 5	 Las cuatro fases del proceso de consolidación se rigen por el principio de 
secuencialidad, que se constituye en un punto clave, ya que se cree que 
sin el aseguramiento del territorio cualquier otro objetivo es imposible. En 
un primer momento se realiza el alistamiento, es decir, la elaboración de 
los planes de intervención; luego, se realiza el conjunto de operaciones 
militares tendientes a la recuperación de la seguridad en el territorio; des-
pués, se pasa a la transición, donde el esfuerzo militar es gradualmente 
sustituido por la presencia de la Policía Nacional y el acceso a la justicia. 
Finalmente, llega la estabilización, etapa en la que se crean condiciones 
necesarias para la integración económica y un mayor bienestar (García 
Villegas et al., 2011, p. 248). 
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militarización, aplazamiento del proceso democrático y obstaculización 
del empoderamiento de las autoridades y comunidades locales.

Para recapitular, estos intentos pueden resumirse en tres vías que se 
han ensayado para construir instituciones eficaces, legítimas y participa-
tivas en la periferia del país (García Villegas y Espinosa, 2013). La prime-
ra es el reflejo del principio de secuencialidad entre estos tres conceptos. 
Este enfoque fue el adoptado en las políticas de consolidación territorial, 
donde lo primero por imponer es el orden para luego avanzar en institu-
ciones más democráticas y participativas que sustituyan la presencia ar-
mada en los territorios. El segundo camino privilegia la legitimidad y la 
participación en la construcción de Estado, pero al desconocer que pode-
res de facto pueden poner las instituciones a su servicio, como ha sucedido 
con la descentralización y los mecanismos de participación ciudadana en 
algunos municipios, esta vía ha desembocado en la cooptación del Estado 
local. Una tercera vía supone que es posible construir el Estado, demo-
cratizarlo y ponerlo al servicio de la igualdad social a un mismo tiempo. 
Sin embargo, en contextos de conflicto armado, cooptación de las élites, 
así como de presencia de grupos ilegales que se financian con dineros del 
narcotráfico, se reconoce la necesidad de que el Estado pueda imponer 
primero un orden a través del uso de la fuerza –lo que implica recono-
cer cierta secuencialidad entre eficacia y legitimidad/participación–, pero 
teniendo como elemento fundamental el fortalecimiento de un sistema 
integrado de justicia local, que controle las acciones de agentes del Estado 
y otros actores (e imponga sanciones efectivas cuando sea necesario), y 
resuelva la necesidad de orden de la ciudadanía.

No obstante, aunque defendemos las ventajas de la vía intermedia 
aquí señalada, las diferencias existentes en los municipios de la periferia 
del país ameritarían implementar estrategias diferenciadas de construc-
ción de Estado. Al menos tres variables resultan relevantes para distinguir 
los municipios y las estrategias que deberían aplicarse: 1) la dinámica 
económica y el tipo de poder político que de allí surge, es decir, las cuali-
dades de la estructura económica y la manera como se establecen las rela-
ciones de poder entre sus actores; 2) quién ejerce el poder en el territorio, 
en el sentido de si hay una hegemonía del Estado o algún actor armado, 
un orden paralelo o una disputa entre varios actores; y 3) cuál es el grado 
de organización de la sociedad civil, dependiendo de si el tejido social 
ha sido desestructurado por la violencia u otros factores, o hay sectores 
organizados que están en capacidad de defender un proyecto de sociedad.
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Sobre el involucramiento en las economías ilegales por parte de ac-
tores armados y de la sociedad civil –puntos 1 y 2–, Felbab-Brown men-
ciona que la vinculación está mediada por factores como la riqueza/po-
breza de la economía en local, si existe una fuerte demanda de mano de 
obra o no, si hay presencia o ausencia de grupos armados y traficantes, 
así como por las respuestas del Gobierno a la economía ilícita (2010, p. 
14). Es decir, las relaciones entre la economía ilícita, las dinámicas sociales 
y el conflicto armado se transforman a partir del tipo de trabajo que impli-
ca la economía extractiva, lo que se traduce en una acumulación de capital 
político en quienes controlan la estructura productiva, relacionándose in-
tensamente con quienes desempeñan las actividades materiales. Una con-
secuencia de esto es que existen muchas razones, más allá de las económi-
cas, para que estos grupos se involucren en economías ilegales que tienen 
una articulación con el conflicto armado. El modelo que presenta Felbab-
Brown toma en cuenta que los recursos obtenidos por los grupos armados 
a raíz de su involucramiento con la industria de las drogas (dentro de los 
que podría contarse la legitimidad social de regular la producción) no son 
solo económicos, por lo que la motivación para continuar involucrados en 
la industria es más poderosa.

Todas estas características deberían determinar diferencias en las 
estrategias en los tres campos correspondientes. En materia económica, 
el Estado debe aportar al desarrollo de políticas diferenciales bajo crite-
rios de equidad y ordenamiento territorial, con diversificación y fortale-
cimiento de economías legales consolidadas, sustitución de economías 
ilegales y promoción de apuestas productivas en territorios abandonados. 
En materia de seguridad y fortalecimiento institucional deberían priori-
zarse distintos objetivos como la recuperación del monopolio de la fuerza 
en zonas de disputa, y la construcción de un sistema integral de justicia 
en los municipios donde el Estado tiene el control o donde hay órdenes 
guerrilleros paralelos. Finalmente, en materia política, las estrategias dife-
renciales deben acompañar los esfuerzos de participación y concertación, 
allí donde la sociedad civil está más organizada, y el empoderamiento de 
actores en las zonas donde el tejido social es débil o ha sido desestructura-
do. A estas tipologías volveremos más adelante.

La incorporación de la periferia no es un asunto meramente formal 
de presencia de las instituciones públicas. Esto significa que la incorpo-
ración de las regiones periféricas del país debe venir acompañada de un 
proceso político de debilitamiento de los actores ilegales –y de la “oferta 
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de servicios” que realizan, por ejemplo, sus mecanismos de resolución de 
conflictos, provisión de seguridad y orden público, financiamiento para 
el cultivo del arbusto de coca, etc.–, así como el empoderamiento/reco-
nocimiento de sectores de la población históricamente excluidos en el 
ejercicio de la política y la democracia participativa. En palabras de Fran-
cisco Gutiérrez, el Estado debe ampliar la base de poder de su aparato 
burocrático, y, por consiguiente, minar el de las élites regionales y locales 
(2010, p. 11). Empoderar a la sociedad civil, sojuzgar y debilitar a los ac-
tores armados, a las mafias y a las élites locales y regionales, es una labor 
que presupone fortalecer las interdependencias entre los actores sociales 
(Torres, 2011, p. 36).

El debate sobre el desarrollo territorial
Nuestro punto de partida en este debate es el enfoque de desarrollo hu-
mano, conforme al cual el progreso social consiste en la ampliación de las 
libertades que los seres humanos y las comunidades valoran, reconociendo 
su capacidad de agencia, es decir, la facultad de decidir sobre su propio des-
tino.6 Conforme a este enfoque, las distintas libertades se refuerzan entre sí 
y el desarrollo debe ser un proceso agradable y no el resultado de imponer 
duras restricciones a ciertos derechos o posponer el bienestar de algún sec-
tor de la población –para supuestamente crear un ambiente adecuado para 
la inversión o pacificar la sociedad– (Sen, 2000). A nivel local, este enfoque 
implica poner en el centro los proyectos de vida de las comunidades que 
habitan los territorios. En línea con una tendencia creciente en las ciencias 
sociales consideramos que los Estados modernos y las políticas públicas 

	 6	 Las libertades o capacidades, conforme a la teoría de desarrollo humano, 
pueden definirse como el rango de oportunidades reales que las personas 
tienen. Bajo esta concepción, la libertad se entiende, siguiendo la distin-
ción tradicional de Isaiah Berlin, en su faceta positiva, como el efectiva-
mente poder hacer algo (por ejemplo, gozar de una educación de calidad) y 
no en su faceta negativa, que implica solamente el no estar impedido para 
hacerlo (no tener restricciones legales para acceder a la educación, lo cual 
no quiere decir que efectivamente se pueda gozar del derecho) (Berlin, 
1969). El centrar el interés en la libertad real que la gente tiene para llevar 
la vida que quiere vivir permite recoger las aspiraciones más valiosas para 
las personas y evitar confusiones sobre fines y medios: el crecimiento eco-
nómico, la inversión, o la existencia de instituciones sólidas son medios 
importantes para mejorar las condiciones de vida, pero no son los obje-
tivos últimos del desarrollo social; ellos deben ser valorados en cuanto 
posibiliten a todas y cada una de las personas llevar la vida que valoran.
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que estos implementan, así como las trayectorias de crecimiento econó-
mico que promueven, derivan su legitimidad y deben ser evaluados en 
función de los resultados que generan en términos de desarrollo humano 
o el progreso que permiten en la garantía de los derechos de sus pobla-
ciones (Evans y Heller, 2015, p. 707; Balakrishan, Heintz y Elson, 2016).

En materia de desarrollo humano, la deuda con la población que 
habita en la periferia del país es enorme. Varios factores explican esta si-
tuación: además de la existencia de un uso ineficiente y ambientalmente 
insostenible de los recursos disponibles, existen injusticias históricas en 
términos correctivos –derivadas de las afectaciones causadas por el con-
flicto armado–, de reconocimiento, distributivas y fallas regulatorias que 
permiten que los intereses privados –legales e ilegales– prevalezcan sobre 
el interés público. El completo diagnóstico realizado por la Misión para la 
Transformación del Campo muestra que los municipios rurales del país se 
caracterizan por niveles de exclusión social y productiva muy superiores a 
los del resto del país, y que ha habido un sesgo en el patrón de crecimiento 
y las políticas públicas contra el desarrollo agropecuario. Lo anterior ha 
determinado un crecimiento pobre del sector en comparación con otros 
países de la región, todo ello en un contexto de graves conflictos de uso del 
suelo que tienden a exacerbarse y que han generado un patrón de ordena-
miento territorial improductivo y con enormes costos sociales y ambien-
tales (Misión para la Transformación del Campo, 2015). Esta situación ha 
arrinconado a los sujetos sociales y políticos que habitan el mundo rural: 
campesinos, indígenas y afrocolombianos. La persistencia del conflicto 
armado ha dejado hondas heridas que la sociedad colombiana debe su-
perar, lo que no será posible, en concepto de la Misión, sin una política de 
desarrollo rural extremadamente ambiciosa. Así lo establece, por lo de-
más, el primer punto del acuerdo de paz titulado “Reforma rural integral”.

Las soluciones requeridas deben ser lo suficientemente creativas y 
audaces para resolver varios de estos problemas a la vez: por ejemplo, la 
sustitución de cultivos, que se ha enfocado en solucionar principalmente 
un asunto de ilegalidad, debería apuntar a corregir otras fuentes de injus-
ticias –distributivas, ambientales, de reconocimiento–, a empoderar ac-
tores excluidos –las poblaciones dedicadas al cultivo– y a no agravar los 
conflictos de uso del suelo y los problemas de ordenamiento territorial. 
Los instrumentos que se adopten deben ser pensados en coherencia con 
un marco más amplio de transición hacia la paz y el desarrollo humano 
integral.
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Reanimar a las instituciones y promover un modelo de desarrollo 
territorial incluyente debe tener como correlato el enriquecimiento de la 
democracia local a través del mejoramiento de la inclusión de actores co-
munitarios y populares, sectores hasta hoy marginados de un proyecto de 
desarrollo económico nacional, del debate político y el plano electoral. 
Son ellos quienes podrían ejercer una sana presión sobre las administra-
ciones y los funcionarios públicos locales y generar círculos virtuosos para 
el fortalecimiento mutuo entre Estado local y ciudadanía. El acuerdo de 
paz debería ser considerado como una oportunidad que tienen las élites 
nacionales y locales de rehacer su pacto político con las poblaciones de 
zonas donde por razones de la legalidad, legitimidad y eficacia, las institu-
ciones sociales son precarias. La experiencia pasada debe dejar una ense-
ñanza al país para el posacuerdo: no hay Estado ni instituciones legítimas 
sin la participación y el fortalecimiento de la sociedad civil, de allí la nece-
sidad de distinguir a los actores locales entre poderes de facto por sojuzgar 
y sectores sociales por empoderar.7

El contexto internacional ha generado presiones de distinta índole 
sobre el ámbito local. Por un lado, la disponibilidad de suelos fértiles en 
el país, la abundancia de recursos naturales, la biodiversidad y la riqueza 
hídrica, son vistas como una oportunidad económica que exige transfor-
maciones institucionales y del aparato productivo para llevar los nego-
cios rentables que ofrecen los mercados internacionales. Por otro lado, 
las obligaciones internacionales en materia ambiental o en términos de 
adaptación al cambio climático, derivadas de compromisos jurídicos o 
políticos adoptados por el Estado, plantean la necesidad de avanzar en un 
ordenamiento territorial y unos mecanismos de gestión de los conflictos 
compatibles con estos objetivos.8 Estas presiones globales se ejercen sobre 

	 7	 No obstante, la diferenciación para tratar a los sectores sociales no debe 
llevarnos a concluir que la apuesta es solo para “darles empoderamiento”, 
pues en muchos casos los movimientos sociales ya están empoderados, 
y lo que realmente exigen es la inclusión en los escenarios de decisión, su 
reconocimiento como actores políticos y su legitimidad para portar la voz 
de los pobladores de territorios lejanos. 

	 8	 De acuerdo con las cifras para 2016 del último informe del Sistema In-
tegrado de Monitoreo de Cultivos Ilícitos (Simci) (UNODC y Gobierno de 
Colombia, 2017, p. 53), hay 46.702 hectáreas concentradas en áreas de 
manejo especial, como parques nacionales naturales, tierras de las co-
munidades negras y resguardos indígenas. Esto quiere decir que de las 
146.000 hectáreas sembradas con hoja de coca, el 32 % están ubicadas 
en estas áreas.
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una soberanía estatal cada vez más debilitada (Garay, 2013). El énfasis en 
la explotación de recursos en los territorios obedece a una lógica global 
de extractivismo de las riquezas que se ubican en el contexto local. Es ahí 
donde Luis Jorge Garay (2013) se apoya en el concepto de glocalización 
para designar la relación donde cohabitan lo global y lo local, es decir, la 
territorialización de las consecuencias a nivel municipal y la desterritoriali-
zación de las instancias de decisión hacia el ámbito nacional o trasnacional.

Si bien hay un acuerdo sobre la importancia de que se impulsen 
proyectos de desarrollo con enfoque territorial, parece haber diferencias 
significativas entre el Gobierno nacional, la guerrilla, las élites locales y 
distintos sectores de la sociedad civil sobre lo que esto significa. Por eso 
es necesario preguntarse cuáles son las distintas visiones de desarrollo te-
rritorial en el debate, qué significan para las poblaciones que viven en las 
zonas donde se van a ejecutar y cuáles son sus principales divergencias.

A riesgo de simplificar, aquí se presentan dos visiones del desarro-
llo territorial. Mientras el Gobierno de Juan Manuel Santos ha impulsa-
do, a través del Plan Nacional de Desarrollo para el periodo 2014-2018, 
iniciativas como los proyectos de interés nacional estratégico (PINE), la 
expedición de la ley sobre las zonas de interés de desarrollo rural econó-
mico y social (Zidres), así como la declaración de más de 22 millones de 
hectáreas como áreas estratégicas mineras (AEM) (Agencia Nacional de 
Minería, 2012, p. 4); de otro lado, algunos movimientos sociales impulsan 
las zonas de reserva campesina (ZRC); los territorios agroalimentarios; el 
desarrollo de planes de sustitución graduales, voluntarios y concertados 
de cultivos ilícitos y, en general, la defensa de la economía campesina en el 
marco de un replanteamiento del modelo de desarrollo rural.
Modernización centralista: la visión del Gobierno nacional
La visión del desarrollo territorial que sugieren las iniciativas del Gobier-
no nacional consiste en una política de integración económica a través del 
impulso a la inversión de grandes capitales en el sector rural priorizando 
los proyectos minero-energéticos, de infraestructura y agroindustriales. 
Para cumplir con sus planes, el Gobierno ha intentado asumir un mayor 
control sobre el ordenamiento del territorio trasladando competencias de 
entidades territoriales a las del orden nacional. De hecho, figuras como 
las Zidres, PINE y AEM han tenido el propósito de llevar a cabo estos 
planes de inversión restringiendo la descentralización administrativa y la 
autonomía regional mediante la creación o el fortalecimiento de instan-
cias de carácter nacional que agilicen la expedición de los permisos, planes 
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de manejo ambiental y contratos necesarios para su ejecución. Bajo la de-
claración de utilidad pública e interés nacional, que permite la expropiación 
de predios, autoridades como la Agencia Nacional de Licencias Ambien-
tales (ANLA), Agencia Nacional Minera (ANM), Agencia Nacional de 
Hidrocarburos (ANH), o la Unidad de Planificación Rural Agropecua-
ria (UPRA) pueden tomar decisiones sobre territorios con una mínima 
participación de las autoridades locales y departamentales, encargadas 
legalmente de ejercer funciones de conservación del medio ambiente o 
reglamentación del uso del suelo en las respectivas jurisdicciones, en con-
cordancia con las autoridades del nivel nacional bajo los principios consti-
tucionales de la coordinación, concurrencia y subsidiariedad (Dejusticia, 
2015, p. 11).

Con la expedición del Plan Nacional de Desarrollo (PND) a través 
de la Ley 1753 de 2015, se generaron algunas dudas sobre la proclama de 
la paz total que había realizado Juan Manuel Santos al iniciar su segundo 
mandato. Se dijo que el plan de desarrollo confirmaba que el discurso de 
la paz iba en una dirección, mientras que la planeación del desarrollo eco-
nómico y social iba por otro camino distinto ya que el PND, en efecto, no 
propone reformas sino apenas ajustes marginales a las políticas actuales 
(González, 2014). La lectura crítica de Jorge Iván González asegura que 
el PND no ve el drama de las economías de enclave, así como tampoco 
concibe las relaciones problemáticas entre las regiones y el centro del país 
(2014). Subsiste la idea del Gobierno nacional de que el logro de la paz 
consiste en la posibilidad para el país de convertirse en un escenario pro-
picio para los inversionistas privados, nacionales e internacionales, como 
consecuencia del mejoramiento en las condiciones de seguridad. De he-
cho, el Gobierno reconoce que “la ausencia de paz es tanto causa como 
consecuencia de nuestra falta de desarrollo en otras dimensiones” (DNP, 
2014, p. 2), debido a que la violencia no solo afecta “la calidad de vida, 
sino que desestimula la inversión” (p. 3).

En el PND se pretenden lograr los objetivos de paz, equidad y edu-
cación a través de la implementación de estrategias como el mejoramiento 
de la infraestructura y competitividad estratégica, la movilidad social, la 
transformación del campo, la inclusión de la economía verde, la conso-
lidación del Estado de derecho en el territorio y el buen gobierno. Nos 
interesa resaltar el énfasis que la participación privada tiene en la mayo-
ría de los componentes relacionados con la transformación del campo, la 
economía verde y la construcción de infraestructura para el país, ya que 
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se mencionan las necesidades empresariales como el principio central del 
desarrollo productivo del país (DNP, 2014, p. 67).

El sector minero se concibe como clave para el desarrollo regional. 
De acuerdo con las cifras entregadas en las Bases del Plan Nacional de De-
sarrollo, durante el periodo 2010-2013 este sector productivo alcanzó una 
participación del 11,2 % del PIB, asegurando unos aportes para la nación 
de 29,8 billones de pesos durante el 2013, lo que significa el 32 % de los 
ingresos corrientes (DNP, 2014, p. 175). De acuerdo con el documento 
Conpes 3762, de los 53 Pines identificados, 15 correspondían a proyectos 
mineros (2013, p. 5). Durante el mandato de Juan Manuel Santos se ha 
promovido el aprovechamiento de los recursos naturales, a pesar de que 
del total de Pines mineros el 93 % presenta una problemática ambiental. 
El artículo 49 de la Ley 1753 de 2015 estableció la organización del Sis-
tema Nacional de Proyectos de Interés Nacional Estratégicos (Sinapine), 
ordenando que una Comisión Intersectorial de Infraestructura y Pro-
yectos Estratégicos sería la entidad encargada de seleccionar los PINE e 
incluirlos en ese sistema, sin que allí se mencione la participación de las 
entidades regionales o las poblaciones de los lugares donde se van a ejecu-
tar estos proyectos. Este tipo de propuestas, en ausencia de mecanismos 
adecuados de gestión de los conflictos sobre el territorio, puede aumentar 
no solo la conflictividad ambiental, sino las viejas disputas y tensiones en-
tre el Gobierno y los habitantes de los territorios.

De otro lado, la transformación en el campo propuesta por el Go-
bierno tiene un componente agroindustrial basado en la posibilidad de 
utilización, a través de las Zidres, de 7 millones de hectáreas ubicadas en 
zonas como la altillanura, La Guajira, Urabá chocoano y La Mojana, para 
negocios agroindustriales, donde se pretende la participación de capital 
de empresarios y campesinos (Semana, 2016). La figura jurídica ha sido 
pensada para favorecer “el desarrollo de proyectos empresariales que im-
pliquen una explotación sostenible del campo” (Cámara de Representan-
tes, 2015), iniciativas de emprendimiento que fueron catalogadas por la 
Ley 1776 de 2016 como de utilidad pública e interés social, generando 
prerrogativas como la entrega de baldíos a título de arrendamiento a gran-
des inversionistas sin definir criterios ciertos de las contraprestaciones di-
nerarias que tendrían que pagar estos empresarios (Bolívar, 2015).

Este modelo de desarrollo económico regional genera preocupacio-
nes debido a que plantea la posibilidad de reconocerle a grandes inver-
sionistas, algunos de los cuales acumularon ilegalmente predios baldíos 
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adjudicados a campesinos, la posibilidad de sanear esas transacciones me-
diante las Zidres, o de acceder a tierras que hoy, en desarrollo del mandato 
constitucional de garantizar el acceso a la tierra por parte de los trabajado-
res agrarios, solo pueden ser adjudicados a pequeños campesinos a través 
de los mecanismos establecidos en la Ley 160 de 1994 (Botero, 2016). 
Esto podría significar, en el mediano plazo, una concentración aún mayor 
de la propiedad o del uso de los predios agrarios en el país. Por último, la 
autoridad encargada para crear las Zidres es del orden nacional, lo que 
confirma el interés del Gobierno de configurar instancias de decisión en 
el nivel central para el ordenamiento del territorio, esta vez de zonas apar-
tadas con problemas de integración al país, donde la producción exige 
cuantiosas inversiones por las características agroecológicas del suelo o la 
falta de infraestructura.

Derechos en el territorio:  
la visión de algunas comunidades rurales
La otra visión del desarrollo está ligada al fortalecimiento de las capacida-
des de los habitantes de la ruralidad colombiana para llevar a cabo los pro-
yectos de vida que valoran. Existen sectores de la sociedad civil, del nivel 
nacional, regional y local, que han impulsado las ZRC, figura creada por la 
Ley 160 de 1994, como una forma de construir una ciudadanía campesina 
que garantice los derechos sociales de la población rural, especialmente el 
derecho al territorio, a la tierra y a la seguridad jurídica sobre su tenencia 
(Ordóñez, 2012, p. 15). De acuerdo con el artículo 80 de esa Ley, las ZRC 
tienen como propósito que la población beneficiada tenga participación 
en las instancias de planificación y decisión regionales, así como en las 
formas de cultivo y comercialización de las mercancías que allí se pro-
duzcan. A marzo de 2013, en Colombia había activas 6 ZRC que cubren 
más de 830 mil hectáreas, mientras que 7 adicionales estaban en proceso 
de constitución por el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Inco-
der) con un área cubierta de 750 mil hectáreas (González, 2013). Ade-
más, hay propuestas sobre territorios agroalimentarios e interétnicos, que 
las comunidades han defendido como figuras de ordenamiento territorial 
alternativas para el mundo rural.

Sin embargo, las administraciones nacionales han sido hostiles 
frente a estas iniciativas de ordenamiento territorial alternativo en con-
trol de las comunidades. Durante el Gobierno de Álvaro Uribe, la estig-
matización del movimiento campesino y su posterior asociación con las 
FARC justificaron el estancamiento en los procesos de constitución de 
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las ZRC (Ordóñez, 2012, p. 39). Las ZRC se han presentado por algunos 
sectores del movimiento campesino como una solución histórica para la 
población colona expulsada, despojada y nuevamente expulsada (Uribe, 
2011, p. 238), que todavía no logra un reconocimiento de su identidad 
colectiva, así como tampoco asegurar las promesas de acceso a la tierra 
que vinieron con la Constitución de 1991 y la Ley 160 de 1994.

Una pregunta que surge de este apartado es cómo la coexistencia de 
estas visiones puede ser un impedimento para la consolidación de una paz 
estable y duradera. Esto es relevante porque mientras el Gobierno entre-
ga predios o títulos para Pines, AEM y Zidres, también hay un reclamo 
campesino por la constitución de ZRC, territorios agroalimentarios o la 
restitución de tierras a poblaciones desplazadas y despojadas a causa del 
conflicto armado. El posacuerdo plantea un escenario en el que se van a 
enfrentar un proyecto de explotación industrial de las zonas periféricas 
del país con otro en el que el territorio es concebido como la base material 
en la que comunidades campesinas, indígenas y afrocolombianas quieren 
arraigar sus identidades y desarrollar la vida que valoran. En el intermedio 
de estas dos visiones simplificadas hay, sin embargo, una multiplicidad de 
visiones distintas que entrarán también en esta pugna. El fin del conflicto 
armado significa, en realidad, el comienzo del conflicto social y político 
entre distintas visiones de lo que representan la paz y el desarrollo territo-
rial. De los mecanismos que se implementen para gestionar estos conflic-
tos dependerá que esta etapa de la historia del país no se convierta en el 
origen de revoluciones frustradas o conflictos futuros.

Los cultivos de coca en Colombia y los desafíos 
que enfrentan los municipios productores
La coca en Colombia
Los cultivos de coca no siempre han sido ilícitos. La historia de la coca se 
remonta a tiempos remotos, en los que pobladores de Latinoamérica te-
nían una relación distinta con un cultivo que hoy se considera problemáti-
co y que en aquella época era elemento central del consumo de proteínas y 
alimentos. De acuerdo con cronistas de la época colonial, la planta era cul-
tivada y consumida ampliamente por la población indígena en Colombia, 
especialmente por la situada en los actuales departamentos de Antioquia, 
Risaralda, Valle del Cauca, Cauca, Caldas, La Guajira, Bolívar, Cundina-
marca, Boyacá y Nariño (Rivera, 1998, p. 148). La producción, comercia-
lización y consumo de la hoja seca de coca fue una actividad económica 
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que no solo generó ganancias para las comunidades que la desarrollaban, 
sino que pagó tributos a la Corona española y servía como moneda de 
intercambio de productos, bienes y servicios.

En la segunda mitad del siglo XX se dio un giro radical en la forma 
en que el Estado, los grupos ilegales y la sociedad rural se relacionaban 
con la planta, debido a la emergencia del régimen internacional de control 
de drogas y a su interpretación prevalente basada en la prohibición y las 
respuestas penales para contener el fenómeno por parte de los Estados 
(Haase, en prensa). En 1960, Colombia era un país de tránsito para la co-
caína y pasta base producida en Perú. Los narcotraficantes pasaron por 
alto la ubicación estratégica para el cultivo de coca y se dedicaron en un 
primer momento a la producción de marihuana, especialmente en San-
ta Marta (Gootenberg, 2008, p. 273). La transformación de los carteles 
colombianos de intermediarios a líderes de la cadena se empezó a gestar 
en el periodo de 1970-1975, cuando se inició el proceso de producción y 
refinamiento, debido a que las dictaduras del cono sur bloquearon paula-
tinamente las rutas de narcotráfico que pasaban por otros países de Sura-
mérica. Sin embargo, hasta mediados de los años noventa los campesinos 
peruanos y bolivianos dominaron el cultivo de la coca, comerciando la 
pasta base con los carteles colombianos que la refinaban para sintetizar la 
cocaína (p. 301).

El país se convirtió en el primer productor mundial de la hoja de 
coca, pasta base y cocaína, en la década de los noventa, cuando se cerró 
el puente aéreo que le permitía a los narcotraficantes colombianos traer la 
hoja de coca de Perú y Bolivia para transformarla en cocaína. Si bien en 
Colombia los cultivos existían desde finales de la década de los setenta, el 
gran apogeo de la economía cocalera no se presentó sino hasta finales de 
los ochenta, cuando Pablo Escobar y sus socios sustituyeron la importa-
ción de la base de coca por el cultivo del arbusto en departamentos como 
Antioquia, Meta, Caquetá y Putumayo (Ávila, 2008, p. 76). Con la nacio-
nalización de la producción y la exportación aumentaron considerable-
mente sus ganancias. En la gráfica 1 se muestra la tendencia que presenta-
ron los cultivos de coca en Bolivia, Colombia y Perú durante los años de 
1990 al 2002.9 Allí se observa que desde mediados de los años noventa la 

	 9	 Es necesario aclarar que la fuente de información sobre cultivos ilícitos 
anterior al año 1999 es el Departamento de Estado de Estados Unidos. 
A partir de ese año, el proyecto de monitoreo de cultivos ilícitos SIMCI de 
la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) co-
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GRÁFICA 1 
Cultivos de coca en los tres países con mayor producción 
(hectáreas cultivadas), 1990-2002

FUENTE: UNODC (2003, p. 4).

extensión de las plantaciones en Colombia comenzó a crecer sostenida-
mente en términos netos y en proporción a los cultivos de los otros dos 
grandes productores. Ya para 1998, el país se había consolidado como el 
primer productor de hoja de coca destinada a la producción de cocaína.

La coca se ha desarrollado a nivel nacional en ecosistemas tan diver-
sos como el de la Sierra Nevada de Santa Marta o la selva amazónica. De 
norte a sur y de oriente a occidente se han encontrado espacios para el de-
sarrollo de una economía declarada ilegal, que ha contribuido a la forma-
ción de órdenes sociales y armados en los territorios menos articulados 
a la nación. Aun así, la producción se ha concentrado en cinco regiones: 
sur de Bolívar y Bajo Cauca antioqueño, costa pacífica de Nariño y Cau-
ca –aunque también hay una presencia muy importante de coca sobre la 
Cordillera Occidental de ambos departamentos–, Putumayo y Caquetá, 
Norte de Santander, así como Meta y Guaviare.10

menzó a producir información con una metodología distinta. Por esa razón 
debemos tomar con cuidado cualquier comparación entre ambas fuentes 
de información. 

	 10	 Las zonas tradicionalmente cocaleras se pueden identificar al ver los ma-
pas que han producido desde el año 2001 los informes del Simci y la 
UNODC, quienes producen las cifras oficiales del Gobierno nacional en 
la materia. Los informes publicados están disponibles en: https://www.
unodc.org/colombia/es/simci/publicaciones.html. 

https://www.unodc.org/colombia/es/simci/publicaciones.html
https://www.unodc.org/colombia/es/simci/publicaciones.html
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Desde que arrancó el Plan Colombia11 en el año 2000, las principales 
estrategias en la guerra contra la producción y el tráfico de cocaína han 
estado enfocadas en los cultivos de hoja de coca. La política de drogas 
comenzó a implementar una medida que empeoró la muy deteriorada re-
lación entre las comunidades campesinas de la coca y la institucionalidad: 
las fumigaciones con glifosato. A través del Programa de Erradicación de 
Cultivos Ilícitos con el herbicida Glifosato12 (Pecig) en un espacio de 13 
años se fumigaron por vía aérea más de 1,5 millones de hectáreas de cul-
tivos ilícitos, con una eficiencia discutible, ya que “para destruir la hoja 
de coca sembrada en una hectárea, esta debe ser fumigada, en promedio, 
entre 7 y 10 veces” (Mejía, 2013).

En el ámbito nacional, el impacto del cultivo de coca sobre el sistema 
económico general es tangencial, sin embargo, afecta en mayor medida a 
los municipios menos articulados del país debido a que se convierte en 
una gran fuente de poder económico y político para los narcotraficantes 

	 11	 Al final del Gobierno de Andrés Pastrana, el Estado colombiano logró el 
acuerdo de una multimillonaria asistencia de seguridad de Estados Uni-
dos, conocida como Plan Colombia, en el marco de la cual se inyectaron, 
inicialmente, recursos del orden de 1.319 millones de dólares (Tokatlián, 
2001, p. 210). Ya para el año 2006, el presupuesto del Plan alcanzaba 
los 10.732 millones de dólares, de los que Estados Unidos únicamente 
aportó 3.782 millones de dólares. El componente de mayor inversión en 
el Plan Colombia fue la estrategia antinarcóticos, que absorbió alrededor 
de 6 mil millones de dólares, lo cual equivalía al 57,5% de recursos totales 
(López, 2013, p. 32). 

	 12	 La aplicación del Pecig fue suspendida por el Consejo Nacional de Es-
tupefacientes en aplicación del principio de precaución, que luego de la 
publicación por parte de la Organización Mundial de la Salud (OMS) de un 
informe donde se catalogó al herbicida glifosato como probablemente car-
cinogénico (IARC, 2015), generó un amplio debate en la opinión pública. 
Aunque la decisión se anunció el 14 de mayo, solo se materializó en la Re-
solución 6 de 2015, emitida por el Consejo Nacional de Estupefacientes 
el 2 de junio de ese año. Allí se ordenó la suspensión en todo el territorio 
nacional del uso del glifosato en el marco del Pecig, siempre y cuando la 
Autoridad Nacional de Licencias Ambientales modificara el Plan de Ma-
nejo Ambiental de ese programa de erradicación. Finalmente, no fue sino 
hasta el primero de octubre que se suspendieron efectivamente las opera-
ciones de erradicación aérea con ese herbicida. En mayo de 2016, debido 
a la presión que ejerció el sector de defensa nacional, el mismo Consejo 
Nacional de Estupefacientes autorizó la implementación del Programa de 
Erradicación de Cultivos ilícitos mediante Aspersión Terrestre con glifosato 
(Pecat). Esta decisión ha sido criticada bajo el argumento de que implica 
una potencial vulneración de los derechos a la salud y al medio ambiente 
sano de las comunidades.
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(Rocha, 2000), pues genera órdenes sociales coercitivos y nuevas formas 
de comportamiento socialmente aceptables. De acuerdo con la serie de in-
formes publicados por el Simci, la extensión de cultivos ha oscilado entre 
las 144 mil y 47 mil hectáreas durante el periodo 2001 a 2016 (gráfica 2), 
con un valor total de producción de la hoja de coca para este último año 
estimado en 560 millones de dólares (UNODC y Gobierno de Colombia, 
2017), lo que representa un 3 % del PIB rural colombiano y un 0,4 % del 
PIB nacional. De la economía rural cocalera dependen aproximadamente 
106.900 familias, que siembran cultivos con un rendimiento anual de 4,8 
toneladas de hoja de coca por hectárea al año. Durante el 2016, en los 
sitios de procesamiento se pagaba la hoja de coca a $2.900 k (US$ 0,95), 
mientras que la pasta base se pagaba a $1.895.700 k (US$ 621). La ma-
yoría de los cultivadores venden la hoja fresca a una persona externa a la 
unidad productora agropecuaria (UAP), lo cual ocurre en un 60 % de los 
casos; el 39 % de los cultivadores procesan la hoja de coca en finca, y de 
estos solo el 1 % la procesa hasta obtener base de cocaína. El ingreso pro-
medio anual bruto per cápita13 en 2016 fue de $2.930.550 (US$ 960) por 
la producción de hoja de coca, pasta base y base de cocaína.

	 13	 Ingreso promedio anual bruto por persona de la producción de hoja, pasta 
básica y base de cocaína, no se tienen en cuenta los costos de producción. 

GRÁFICA 2 
Cultivos de coca en Colombia (hectáreas cultivadas),  
2001-2016

FUENTE: elaboración propia con base en datos de informes Simci, 2001-2017.
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El informe publicado por la UNODC sobre los territorios afectados 
por cultivos ilícitos en 2016 muestra que los cultivos ilícitos presentaban 
una tendencia al alza desde hacía dos años. De 96 mil hectáreas de culti-
vos de hoja de coca en 2015, se pasó a 146 mil en 2016, lo que significa 
un incremento del 39 % (UNODC y Gobierno de Colombia, 2017). Más 
de 132 mil hectáreas se concentran en las regiones pacífica, central y Pu-
tumayo-Caquetá, lo que confirma la tesis que ya se tenía en los informes 
Simsi anteriores, de que los cultivos se están concentrando en las regiones 
tradicionalmente cocaleras. De hecho, el 80 % del incremento sucedió en 
territorios que ya tenían coca. Se experimenta un incremento muy impor-
tante de los cultivos en la región del Pacífico, mientras que en la región 
del Meta y Guaviare la cantidad de hectáreas no varía significativamente.

La relación de las FARC con la economía de la droga 
El primer encuentro de las FARC con la economía de la coca fue alrede-
dor de 1978, en el medio y bajo Caguán ubicadas en el departamento de 
Caquetá. La reacción original del grupo fue de oposición a los cultivos de 
uso ilícito, debido al enriquecimiento de los traficantes y la violencia so-
cial que estas plantaciones habían traído a la región, generando resquicios 
de grupos contrarrevolucionarios (Felbab-Brown, 2010, p. 79). Esta pos-
tura no fue compartida por los pobladores de la región, quienes en pleno 
proceso de colonización requerían del ingreso para poder sustentar sus 
precarios medios de vida (Cubides, Jaramillo y Mora, 1986).

Enfrentados con la realidad política de las regiones a las que habían 
entrado luego de las conferencias celebradas en las regiones de Sumapaz, 
el río Guayabero, el Pato y La Macarena,14 donde el cultivo de hoja de 
coca comenzaba a ser una actividad económica de primer nivel, las FARC 
asistieron a la Séptima Conferencia Nacional Guerrillera en 1982. Allí re-
versaron el curso y adoptaron el financiamiento de la organización a través 
de actividades relacionadas con la economía ilegal del narcotráfico. Las 
conclusiones inéditas de esa conferencia diseñaron los planes del movi-
miento para proteger a los productores de coca, gravar con impuestos a 
los narcotraficantes y reclutar a quienes estaban en los niveles más bajos 
del negocio de la cocaína (Rabasa y Chalk, 2001, p. 26). Aunque también 

	 14	 El portal de Verdadabierta.com realizó en el 2012 un especial para contar 
la historia de las FARC, donde detallan la importancia de cada conferencia 
y los impactos que tuvieron en la creación, el afianzamiento, la expansión 
y el declive del poder militar de esa guerrilla. Información disponible en: 
http://www.verdadabierta.com/la-historia-de-las-Farc.

http://www.verdadabierta.com/la-historia-de-las-farc
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se presentó el caso de la inserción al negocio por vía de la victoria militar 
sobre los grupos narcotraficantes bajo la necesidad de asegurar el control 
poblacional y territorial en sus zonas de influencia.15 Un ejemplo de esto 
ocurrió en el Putumayo y en los llanos del Yarí en el Caquetá, donde des-
pués de un periodo de pactos entraron en una guerra sin tregua contra 
Gonzalo Rodríguez Gacha, alias El Mexicano. En aquella época, Estados 
Unidos libraba simultáneamente la guerra contra las drogas y contra las 
guerrillas comunistas, la prioridad que recibía esta última llevó a algunos 
narcotraficantes a posicionarse estratégicamente frente a las agencias de 
seguridad y los sucesivos gobiernos como enemigos de las guerrillas a 
cambio de impunidad y otros beneficios (Ronderos, 2014, pp. 77-142).

Luego de la Séptima Conferencia Nacional Guerrillera hubo dos 
momentos claves en el involucramiento de las FARC con la economía 
de la coca. En un primer momento aprovecharon solo las ganancias del 
componente más básico de la producción: un impuesto del 15 % sobre la 
familia cultivadora. Esta tarifa se fue incrementando y su base tributaria se 
fue ampliando hasta gravar efectivamente, en la década de los noventa, la 
producción de pasta base, cocaína y la provisión de seguridad de los vue-
los nacionales e internacionales que se desarrollaran en sus territorios. En 
un segundo momento, las FARC comenzaron a participar directamente 
en la producción de la cocaína, adquiriendo parcelas de coca y procesando 
la hoja; además, la guerrilla comenzó a gravar el cultivo de amapola y ma-
rihuana. Las FARC nunca han tenido una red de tráfico internacional de 
cocaína propia, sino que hacen alianzas con carteles colombianos o mexi-
canos que se encargan de ponerla en los mercados europeos y estadouni-
denses (Felbab-Brown, 2010, p. 79).

La Séptima Conferencia marcó un hito en la historia de las FARC, 
pues allí surgió la idea de radicalizar la confrontación con el Estado hasta 
su derrota (CNMH, 2014, p. 112), lo que implicó una decisión pragmática 
respecto de la existencia del mercado ilegal de la coca, es decir, se utilizaría 
el dinero del narcotráfico para financiar la toma del poder. Esto significó 
el escalamiento de la guerra, la ruptura de la tregua planteada con el Go-
bierno de Belisario Betancur y la narcotización definitiva de los conflictos 

	 15	 En Guaviare, por ejemplo, las FARC fueron determinantes en la prospe-
ridad del negocio, pues después de ganarle a las bandas de sicarios y 
narcotraficantes la “guerra del Guaviare”, regularon la superproducción y 
la violencia que ejercían estos combos (CNMH, 2014, p. 145). 
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armados en el país.16 Ya para 1987 contaban con 33 frentes que operaban 
en la región andina, incursionaban en el Caribe, en Urabá y se extendían 
hacia el Vichada, habían ganado el predominio militar en Caquetá, Pu-
tumayo y Guaviare, y se fortalecían en el Meta. El crecimiento fue una 
tendencia durante más de 20 años; en 1987, con aproximadamente 3.640 
personas en armas, las FARC tenían 33 frentes (Téllez, 1991); para 1991 
se completaron los 48 frentes y casi se alcanzaban los 6.000 combatientes 
(CNMH, 2014, p. 142).17

El plan estratégico que surgió de la Séptima Conferencia fue el plan-
teamiento militar que convirtió a esa guerrilla en un ejército capaz de 
pasar de la guerra de guerrillas a la guerra de posiciones, bajo la idea de 
rodear las grandes ciudades del país para facilitar el apoyo a las insurrec-
ciones urbanas. El plan impulsó la creación de nuevos frentes y proyectó 
nacional e internacionalmente la lucha armada de las FARC; de acuerdo 
con el Plan, para el final de la década de los noventa juntarían un ejército 
de 60.000 hombres, lo que les permitiría tomar el control de Bogotá y 
nombrar un Gobierno provisional (CNMH, 2014, p. 115). La estrategia 
de guerra permaneció en ejecución durante más de 15 años: los nuevos 
ingresos le permitieron a las FARC tomar control de zonas aledañas a las 
principales ciudades del país (Pécaut, 2008, p. 41; Tokatlián, 2001).

En la actualidad no hay certeza de las ganancias e ingresos que le ha 
generado el narcotráfico a las FARC a lo largo de su historia. Lo que sí se 
sabe es que esa guerrilla desarrolló una dependencia de los ingresos deri-
vados del narcotráfico. De acuerdo con estimaciones de Pécaut, entre un 
50 y 70 % de los recursos de financiamiento de las FARC provienen de los 
nexos con la producción y el tráfico de sustancias declaradas ilícitas (2008, 
p. 38). De otro lado, no hay evidencia que permita afirmar que este grupo 
insurgente ha sido capaz de conducir rutas de tráfico internacional por 
iniciativa propia, o que ha establecido unidades de transporte internacio-
nal, o de distribución al por mayor en los países de destino (International 

	 16	 Se manifiesta así parte de la complejidad del conflicto colombiano, donde 
la confrontación entre los actores armados se ha sofisticado debido a la 
intromisión de los agentes económicos del mercado ilícito de drogas (Pé-
caut, 2006, p. 535).

	 17	 No obstante, la expansión de las FARC durante la década de los noventa 
no se explica únicamente por el cultivo de hoja de coca. El movimiento in-
surgente también tuvo un incremento de ingresos y de hombres debido al 
control en zonas de explotación aurífera, de carbón, petróleo y producción 
ganadera (International Crisis Group, 2005, pp. 8-9). 
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Crisis Group, 2005, p. 11). Tampoco se ha podido comprobar la existen-
cia de redes de lavado de dinero proveniente del narcotráfico en Estados 
Unidos o en Europa. Se cree que a partir del año 2000, algunos carteles 
mexicanos son los principales compradores de cocaína a las FARC, con 
cifras que alcanzan el 55 % de ese producto ilegal embarcado para Estados 
Unidos (Felbab-Brown, 2010, p. 80).

Los éxitos militares de la guerrilla durante la segunda mitad de la 
década de los noventa, conocidos por la opinión pública, fueron un im-
pulso suficiente para que el Gobierno nacional fortaleciera el aparato mi-
litar del país, a través del flujo de recursos del presupuesto público y la 
cooperación internacional. Mientras que se mantenían los diálogos de paz 
en la región de San Vicente del Caguán entre el Gobierno y la guerrilla, 
el presidente Andrés Pastrana buscó la asistencia de Estados Unidos para 
fortalecer la fuerza pública y buscar una solución a la guerra en el país 
(Tokatlián, 2001, p. 212). Las falencias en la destinación de recursos para 
las fuerzas militares, de acuerdo con Pécaut, fueron el principal factor de 
los éxitos militares que alcanzó la guerrilla en esa década (2008, p. 46). A 
partir de finales del Gobierno Pastrana, y con la ayuda de los recursos del 
Plan Colombia –cuyo énfasis se puso en la estrategia antinarcóticos –, el 
gasto militar subió al 6,3 % del PIB, lo que permitió llevar a cabo la polí-
tica de seguridad democrática en el Gobierno de Álvaro Uribe y el Plan 
Patriota.18

Las derrotas militares que el ejército le propinó a la guerrilla durante 
la primera década del siglo XX llevaron a las FARC a replantear su plan 
de guerra: sin que renunciaran a la toma del poder por medio de la lucha 
armada, volvieron a la táctica de la guerra de guerrillas clásica, a través de  
acciones de sabotaje con pequeños grupos, trampas arteras y minas anti-
personal, cuidando la retaguardia de los campamentos (Verdad Abierta, 
2013). Las muertes de Manuel Marulanda, Raúl Reyes, Iván Ríos, Jorge 
Briceño Suárez y Alfonso Cano, entre otros jefes de las FARC, junto con 
el cambio de la política del Gobierno de Juan Manuel Santos, hicieron 
que ambas partes del conflicto se sentaran, una vez más, en una mesa de 
negociación para la terminación del conflicto en la que el problema de las 

	 18	 Según las Fuerzas Militares, el Plan Patriota se adelantó con el objetivo 
de recuperar las zonas de asentamiento tradicional de las FARC, recortar 
sus posibilidades de movilización y acción en el territorio y, sobre todo, 
cortar sus fuentes de financiamiento, las cuales se conciben unidas a la 
actividad del narcotráfico (Medina, 2006, p. 238). 
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drogas ilícitas se convirtió en uno de los puntos de la discusión (Gobierno 
de la República de Colombia y FARC - EP, 2016).

Impactos de la economía de la coca  
en la vida municipal 
La magnitud que ha alcanzado el mercado ilegal de las drogas en Colom-
bia ha traído profundas consecuencias sobre la institucionalidad, los de-
rechos humanos, el conflicto armado y las poblaciones rurales, debido no 
solo a los impactos que puede generar una economía ilícita controlada por 
poderosos actores que se convierten en una amenaza para la seguridad y el 
Estado de derecho, sino a las respuestas poco inteligentes y parciales que 
se han dado frente al fenómeno.

La primera característica por resaltar, producto del negocio de la 
producción y el tráfico de drogas en los municipios, es el impulso a la acti-
vidad económica y, en algunos contextos, el aumento de la capacidad ad-
quisitiva de sus habitantes (Torres, 2011, p. 67). En palabras de Thoumi, 
el narcotráfico facilita el funcionamiento de los mercados locales debido 
a que “engrasa la maquinaria” económica (1999, p. 15) promoviendo el 
consumo y el aumento de las actividades comerciales. Las zonas cocaleras 
se caracterizan por una economía de extracción de rentas elevadas de un 
producto agrícola que está sometido a un régimen de prohibición, debido 
a la brecha que existe entre los costos de producción/tráfico y los precios 
internacionales de la mercancía. Este incentivo para la producción, suma-
do a la existencia de una zona de frontera agraria, de la colonización olvi-
dada por las élites, altos niveles de desempleo, precariedad en el ingreso 
familiar y control por grupos ilegales, están entre los principales factores 
de la presencia y el crecimiento de los cultivos ilícitos (Ramírez, Barón, 
Jaramillo y Duncan, 2010, p. 17). La violencia rural de mediados de si-
glo desplazó a grandes poblaciones campesinas, las cuales expandieron la 
frontera agraria en territorios más agrestes y aislados, de manera que la 
ausencia de mecanismos para resolver los conflictos agrarios que permi-
tieran una estabilización de la población en el territorio ha sido una de 
las principales causas del surgimiento de cultivos ilícitos, y de todos los 
impactos sociales y ambientales que su expansión ha generado (Thoumi, 
1999, p. 24).

La coca, y en menor medida la amapola y la marihuana, son de las 
pocas cosechas, sino las únicas, que han producido el nivel de ingresos 
suficientes para mantener a los colonos en los frentes de colonización. 
Allí ni el narcotráfico ni los cultivos ilícitos son eventos exógenos, por el 
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contrario, son el producto de un estilo de desarrollo que construyó las 
ventajas comparativas para la agroindustria de la droga (Uribe, 2011). La 
economía cocalera provocó la ampliación de la frontera agrícola, alteró el 
ritmo del poblamiento, reactivó los asentamientos humanos surgidos du-
rante el boom petrolero –o minero– y propició la formación de incipien-
tes centros urbanos, condiciones básicas para el surgimiento de Estados 
locales en las zonas de colonización reciente (Torres, 2011, p. 43). En el 
fondo, los cultivos ilícitos reflejan el viejo rasgo colombiano de buscar la 
inserción internacional vía la comercialización de productos primarios, lo 
que hace que la economía siga siendo dependiente de las exportaciones 
de productos básicos, legales o ilegales (Uribe, 2011, p. 239). Todos estos 
factores configuraron las condiciones básicas para la distribución espacial 
de la cadena hoja de coca-cocaína (Thoumi, 1999, p. 21).

Pero si bien hay una dinamización de la economía local producto 
de las actividades ilícitas, una segunda característica por resaltar de los 
municipios productores es que hay factores de este patrón de crecimien-
to que, paradójicamente, generan un cortocircuito en términos de desa-
rrollo, y perpetúan la exclusión social y productiva de los habitantes de 
estas zonas. En primer lugar, porque en la economía ilegal las rentas son 
apropiadas, principalmente, por los actores más poderosos. En 2014, el 
precio del clorhidrato de cocaína en Colombia era de $4.538.200 por k, es 
decir US$ 2.269, pero ese mismo kilo podría comercializarse en países de 
Centroamérica entre US$ 2.800 a US$ 10.000 –entre 23 y 341 % el precio 
de venta en Colombia–, en México entre US$ 15.000 y US$ 17.000 –un 
incremento entre 561 y 649 %–, mientras que en algún país de la Unión 
Europea, el precio puede oscilar entre US$ 54.000 y US$ 57.000 –un in-
cremento entre 2.280 y 2.412 % del precio de venta en Colombia–. En 
cambio, se estima que en las regiones Central y Putumayo-Caquetá, el in-
greso promedio de un hogar de productores agropecuarios en actividades 
lícitas es de $ 9.740.000 por año, mientras que el ingreso de un productor 
de coca estaría en alrededor de $ 9.154.000 por año –es decir, 2 veces lo 
que se gana quien controla el comercio en las ciudades de Colombia por 
la venta de un solo kilo, o menos del 3 % de lo que se gana quien vende 
ese kilo en los mercados europeos–. Aunque en el caso del cultivo de coca 
el ingreso promedio es menor que en el promedio de otras actividades 
agropecuarias, el productor se mantiene en el negocio debido a fuertes in-
centivos como la producción en el corto plazo y la venta segura (UNODC 
y Gobierno de Colombia, 2016, p. 14). En los incentivos a la producción 
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también influyen factores meso como la dinámica de otros sectores impor-
tantes en la economía de la periferia –tales como el petróleo y el oro–, y 
factores macro –como el comportamiento de la tasa de cambio–. Así, por 
ejemplo, UNODC estima que la crisis del petróleo en Catatumbo, la se-
quía en Antioquia y sur de Bolívar, y una reducción general de los esfuerzos 
en desarrollo alternativo en todo el país incentivaron el aumento de culti-
vos ilícitos en 2015 (UNODC y Gobierno de Colombia, 2016, pp. 55-56).

En segundo lugar, porque la distancia de los mercados nacionales y 
la expansión de la demanda producto de los ingresos que genera la econo-
mía ilegal encarece los precios de los bienes de subsistencia provocando 
despilfarros transitorios y erosionando los ingresos de los cultivadores sin 
que puedan capitalizar sus ganancias ni superar la dependencia de la eco-
nomía de la droga (Reyes, 2009, p. 340). El carácter de la economía ilegal 
permite satisfacer algunas necesidades de las poblaciones locales, pero no 
las ha favorecido de manera sistemática (Rocha, 2000, p. 19), ya que rá-
pidamente encarece el costo de vida y reduce la capacidad adquisitiva de 
sus habitantes.

En tercer lugar, por tratarse de una actividad ilegal y perseguida por 
las instituciones públicas, los municipios productores de coca, y en par-
ticular sus zonas rurales, enfrentan discriminaciones en la provisión de 
bienes públicos por parte del Estado. De hecho, la presencia de cultivos 
las vuelve objetivo de políticas represivas apoyadas por la comunidad in-
ternacional y el Estado central. La represión judicial es más eficaz contra 
los eslabones débiles que contra los actores más poderosos del negocio 
–lo cual se ve reflejado en tasas de condenas e imputaciones mucho más 
altas para delitos como el mantenimiento de plantaciones que para el lava-
do de activos– (García Villegas, Espinosa y Jiménez Ángel, 2013, p. 52). 
Los departamentos más pobres del país, en particular del suroccidente, 
tienen una participación desproporcionada de personas encarceladas por 
el delito de mantenimiento de plantaciones ilícitas o tráfico de insumos 
para procesamiento (Uprimny, Chaparro y Cruz, 2017, p. 65). En algunas 
zonas, la presencia estatal se ha reducido a la de las fuerzas armadas para 
reprimir dichas actividades, y la provisión de bienes públicos esenciales 
como la infraestructura, la salud y la educación se ha realizado por la pro-
pia comunidad, o los grupos armados ilegales, con los excedentes que ge-
nera la economía ilícita.

En algunos contextos, la entrada de la coca a la vida municipal ha ge-
nerado el deterioro de la seguridad alimentaria como consecuencia de la 
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dinámica de monocultivo que ocasionó una profunda dependencia de los 
ingresos que dejaba esta actividad. El caso documentado por Carrillo evi-
dencia que ante la bonanza cocalera, los campesinos dejaron de cultivar el 
pan coger para comprar la gran mayoría de los alimentos básicos (2013, 
p. 216). Se presenta entonces una paradoja, ya que la pérdida de la voca-
ción productiva de yuca, plátano, maíz y otros productos de las zonas de 
colonización, así como el consecuente encarecimiento del costo de vida, 
motivó el transporte de este tipo de productos agrícolas de otras regio-
nes, generando un impulso a la construcción de vías de conexión con el 
centro del país (Comisión Andina de Juristas, 1993, p. 21). Experiencias 
como estas no se pueden generalizar a todas las zonas cocaleras, pues en 
el piedemonte amazónico u otras zonas se pueden encontrar experiencias 
de campesinos que producen bienes agropecuarios al tiempo que dedican 
parte de sus parcelas al cultivo de hoja de coca, entre otras cosas, como 
una forma de abaratar los costos de los insumos –pagando, por ejemplo, 
en especie la alimentación de los trabajadores–.

Una consecuencia adicional es que una economía con fuerte influen-
cia de la producción de drogas, u otro bien de origen ilegal, impone res-
tricciones para hacer circular grandes sumas de dinero por vías bancarias 
–y mantener al mismo tiempo los capitales ocultos–, así como a las posi-
bilidades de generar rentas tributarias a favor del Estado local producto 
de dichas actividades, salvo por sus efectos indirectos sobre impuestos 
como la sobretasa a la gasolina o el impuesto de industria y comercio.19 
Los efectos negativos de la ilegalidad no se reducen a la represión de un 
mercado ilícito, sino también a las dificultades locales para organizar los 
derechos de propiedad y reducir los costos del cumplimiento de la regula-
ción y el pago de la tributación (Rocha, 2000, p. 126). Es decir, la moneti-
zación y el desarrollo de un mercado al interior de estas zonas periféricas 
no son suficientes para generar capacidades institucionales sólidas y una 
senda de bienestar sostenida en los municipios cocaleros (Torres, 2011, 
p. 60). Aunque puedan dar a los colonos un margen de maniobra para 

	 19	 El procesamiento de la pasta base y de la cocaína requiere como insumo 
la gasolina. De allí que se pudiera considerar la sobretasa como un indi-
cador de algunos beneficios tributarios que deja la economía ilegal en las 
arcas municipales y departamentales. De acuerdo con el artículo 118 de 
la Ley 488 de 1998, los municipios y departamentos pueden cobrar un im-
puesto a la compra de gasolina motor extra y corriente de entre el 14 y el 
15 %, del valor de venta al público por galón que certifique mensualmente 
el Ministerio de Minas y Energía. 
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suplir ciertas necesidades individuales y colectivas, la economía ilegal del 
narcotráfico hace que en las zonas periféricas del Estado se acumulen y 
refuercen las incapacidades estructurales que enfrenta la sociedad rural 
colombiana.

Una tercera característica por resaltar de la economía de las drogas es 
la creación de una estratificación social de acuerdo con los roles que jue-
gan los actores que participan en ella. La bonanza cocalera en la periferia 
colombiana durante la década de los ochenta le permitió a los cocaleros 
tener cultivos superiores a las cien hectáreas (Carrillo, 2013, p. 208), lo 
que generó una gran migración de población trabajadora (Rocha, 2000, p. 
48). La posibilidad de que el cultivador cocalero tuviera acceso a ingresos 
monetarios nunca antes soñados se sumó a la configuración de nuevos 
roles sociales. Debido a que el narcotráfico es una cadena productiva que 
involucra a muchas personas, no tardaron en aparecer los personajes rela-
cionados con las tareas de cada lugar de la cadena, por ejemplo, cocaleros, 
raspachines, cocineros, chichipatos, patrones, traquetos y mafiosos (To-
rres, 2011, p. 50). En Putumayo, el negocio de la coca era familiar e involu-
cró la división del trabajo, mientras la mujer y los hijos se encargaban de la 
transformación de la hoja de coca en pasta base, los hombres iban a raspar 
la hoja de la planta (Calle, 2016). Para 1998, de acuerdo con las cifras 
de Rocha, los cultivos de coca generaban más de 69 mil empleos, lo que 
representa el 2 % de los que creó la agricultura en ese año (2000, p. 15).

Mientras la economía cocalera produce una población flotante lla-
mada los “raspachines itinerantes” (Torres, 2011, p. 50), que llega a las 
zonas en tiempos de recolección de la hoja de coca, que usualmente se 
embriaga en el pueblo cuando recibe su sueldo, que está a la caza de for-
tuna, y que no tiene una clara vocación de acumulación de capital, tam-
bién permite la vida del campesino cocalero que sigue encontrando en el 
cultivo de la hoja de coca la oportunidad de tener unos ingresos fijos que 
le permitan obtener el dinero para el mercado semanal y comprar otros 
bienes para los demás miembros del hogar (Carrillo, 2013, p. 209). La 
investigación de Carrillo habla de una población híbrida, donde los ras-
pachines en algunas zonas de Caquetá llegan a asentarse con sus familias 
para administrar cultivos ya establecidos (p. 215).

Por otra parte, la dinámica económica que genera la economía de 
la coca favorece la acumulación de capital ilegal por parte de grupos mi-
noritarios, lo cual abre paso a nuevas formas de enriquecimiento, que en 
la sociedad tradicional colombiana eran impensables. El “traqueto” y el 
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“mafioso” comenzaron a comprar bienes de lujo como automóviles, plan-
tas eléctricas, armas de fuego, motosierras, equipos de sonido y motores 
fuera de borda en medio de un contexto donde los ingresos de la familia 
promedio eran precarios.20 La contrapartida del consumo de bienes sun-
tuosos en un contexto de privaciones básicas fue el incremento en el costo 
de vida en las zonas en donde se asentaron los cultivos ilícitos (Rocha, 
2000, pág. 119). Muchos de los eslabones de la cadena, particularmen-
te los que ocupan posiciones de menor nivel, no lograron convertir sus 
ingresos en capital; en cambio los señores, quienes sí alcanzaron a dar el 
paso, utilizaron la inversión en ganado (Torres, 2000, p. 31) o en tierras 
(Reyes, 2009, p. 85) como la principal estrategia de legalización del di-
nero. Bienes que sirven como reserva de valor –con baja o nula deprecia-
ción–, y cuya posesión improductiva no implica mayores costos e incluso 
puede generar beneficios por efecto de su valorización o porque permiten 
también acumular prestigio y poder político.

La opulencia que generaron los enriquecimientos inesperados en los 
municipios fue una forma que encontraron los “nuevos ricos” para legiti-
mar socialmente la apropiación del poder económico y político mafioso 
(Duncan, 2014, p. 130). Es allí cuando el gasto desmesurado del traque-
to se convirtió en una forma doblemente útil, por un lado, promueve un 
ascenso social basado en una capacidad extraordinaria de adquisición de 
bienes lujosos, mientras que por el otro, les permite transformar los dine-
ros obtenidos ilegalmente en bienes legales.

Una cuarta característica es que estos roles alteran los arreglos de 
poder y crean nuevos órdenes económicos y sociales. Para entender estos 
órdenes es necesario ir más allá de la dicotomía entre crimen organizado y 
sociedad –legalidad o ilegalidad– (González, 2011, p. 14)–, que mantiene 
una visión de la criminalidad como algo exógeno al orden social, así como 
una caricatura de “manzanas podridas” sobre los delincuentes (Schultze-
Kraft, 2015, p. 3). Superar este obstáculo permite analizar cómo interac-
túan y a través de qué mecanismos los grupos ilegales terminan generando 

	 20	 Las FARC no fueron ajenas a estos influjos culturales que se presentaron 
por la entrada de la economía de la coca. En un Informe central al Pleno 
del Estado Mayor de las FARC-EP, se solicitó una resolución que frenara 
la tendencia de algunos comandantes de frente en zonas cocaleras que 
portaban anillos, cadenas, esclavas de oro, lo cual reñía con la disciplina 
y con la imagen que debía proyectar la guerrilla a los civiles (FARC-EP, 
1987).
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instituciones que llegan a tener mayor eficacia y legitimidad entre sectores 
de la población que aquellas que el Estado ha ofrecido a estos territorios.

Se trata de reconocer que no es solo en virtud del poder que da el 
dinero ilícito o las armas –la plata o el plomo– que actores vinculados con 
el narcotráfico regulan la vida social. Esa noción de criminalidad-legalidad 
indica que los cultivos ilícitos no solamente generaron un mercado con 
rentabilidad extraordinaria, sino una relación de intereses que involucró 
directa o indirectamente a la población en un pulso permanente que no 
siempre resultaba en el uso de la violencia o el soborno, sino también en la 
negociación. En otras palabras, mientras los dineros producto del tráfico 
de la hoja de coca y sus derivados permitieron el acceso a los mercados 
globales de comunidades residentes en territorios alejados de las institu-
ciones del Estado, simultáneamente generaron una clase criminal que en 
el camino de controlar la cadena del narcotráfico llegó a ejercer poder so-
bre la población, con alta capacidad de violencia privada. La posibilidad 
de alterar las instituciones y regular la vida social de esta clase emergente 
es mayor en la periferia del país que en el centro, donde existen economías 
más diversificadas y sistemas de regulación que se resisten a ser cooptados 
por el narcotráfico (Duncan, 2014, p. 14).

El poder regional de los actores armados es mucho más complejo y 
sofisticado que la corrupción. Las organizaciones criminales han logrado 
tantas conexiones con las autoridades y con el poder político, que pueden 
reformar y hacer cambios significativos en el Estado y en las normas, para 
su propio beneficio. Por ejemplo, los paramilitares y la guerrilla tenían una 
agenda política y económica a diferentes niveles institucionales, por eso 
era necesario –mucho más para el paramilitarismo– tener relaciones con 
la clase política regional (López, 2010, . 29). La llegada del capital del nar-
cotráfico al ámbito local en Colombia, junto con el nuevo clientelismo,21 

	 21	 Con la apertura democrática de la descentralización de 1991, el llamado 
“viejo clientelismo”, basado en la nómina para prestar servicios a cambio 
de votos se debilitó para dar paso a un tipo de clientelismo basado en la 
contratación pública (Gutiérrez, 2010, p. 26). De tal manera que la des-
centralización política permitió la articulación de élites locales, dineros 
públicos y dineros provenientes del negocio del narcotráfico para generar 
redes donde los narcotraficantes –incluso la guerrilla o los paramilitares– 
apoyaban electoralmente a un candidato con la contraprestación del ac-
ceso a algún tipo de recursos del Estado. La descentralización, bajo estas 
condiciones, fue clave para el desarrollo del poder político del narcotráfico 
(Duncan, 2014, p. 247).
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significó el establecimiento de redes caracterizadas por el tráfico de inte-
reses entre las élites locales tradicionales, una clase emergente de empre-
sarios de la droga y los ejércitos que sostenían la confrontación armada 
(p. 53).

La quinta característica que nos interesa describir en este apartado 
es el efecto que ha tenido la economía de la droga en la dinámica política 
y electoral en estos municipios. Si bien la producción académica sobre los 
vínculos entre política y narcotráfico ha olvidado lo que significa este fe-
nómeno acerca de la conducta y las actitudes electorales de los individuos 
(García, 2011), se puede decir que los cambios en la dinámica electoral 
podrían evidenciarse en la financiación de campañas con dineros ilegales, 
lo cual les permite a los narcotraficantes elevar los costos de participación 
en política hasta niveles que hacen imposible la aspiración de candidatos 
que no tengan que ver con ellos. La participación de los narcotraficantes 
en la administración pública también se ha dado por la vía del apoyo a 
candidatos de la élite local o regional sin condicionamientos específicos. 
Ese apoyo económico sirve de comodín para la influencia de los actores 
ilegales sobre las decisiones de la administración pública en debates es-
pecíficos donde las autoridades, en uno u otro sentido, son presionadas 
(Thoumi, 1999, p. 29).

Cabe recordar que el narcotráfico es una criminalidad relacionada 
con un proceso productivo mercantil que podríamos caracterizar como 
“capitalismo mafioso” (Uprimny, 2001, p. 398). Al ser una actividad pro-
hibida por el Estado, las relaciones internas del mercado se realizan a tra-
vés de acuerdos de poder que configuran alianzas para asegurar el negocio 
y la vida de los empresarios de la droga. La protección y la amenaza son 
dos caras de la misma moneda, ya que al tiempo que se paga por evitar ser 
capturado o asesinado, se debe estar en condición para persuadir sobre los 
atributos de coerción: a los enemigos por protección de la vida y a los alia-
dos para que cumplan con los pactos (Duncan, 2014, p. 95). Mientras que 
los políticos son quienes administran los dineros que el Estado destina 
a las regiones, bajo la descentralización administrativa, los narcotrafican-
tes tienen el capital suficiente para apoyar electoralmente a los políticos a 
cambio de moderar la represión de las instancias del Estado o de defender 
sus intereses.

En cuanto a participación política de las comunidades, se puede re-
conocer que el boom de la economía cocalera insertó a los campesinos 
en una lucha por buscar reconocimiento político a través de los medios 
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para la creación de nuevos municipios y una activa participación electo-
ral, bastante superior a la del promedio nacional (González, 2011, p. 13). 
También en la movilización popular para reclamar mayor atención por 
parte del Estado en la garantía de sus derechos, como ocurrió en los paros 
de los años noventa de los campesinos cocaleros en el sur del país. Estas 
movilizaciones muestran que las comunidades, antes que reivindicar una 
postura absolutamente contraestatal, reclamaron su llegada a través de la 
construcción de carreteras, hospitales, escuelas y universidades (Torres, 
2011, p. 105).

La última característica de los impactos de la economía cocalera a 
nivel municipal que nos interesa resaltar es el deterioro de la cultura de 
la legalidad. La composición y los flujos migratorios de la población, sus 
relaciones de trabajo, la acumulación de capital derivado de la producción 
ilícita de drogas, la cooptación del poder político por parte del narcotrá-
fico y la corrupción a todos los niveles son parte de las consecuencias de 
la llegada de los cultivos ilícitos. También han sido factores que terminan 
por afectar los mecanismos de movilidad social, los patrones de comporta-
miento, el comportamiento político y la cultura de los habitantes de zonas 
cocaleras (Cubides, Jaramillo y Mora, 1986). Es claro que si la sociedad 
aprende a beneficiarse de las ganancias de agentes de la economía ilegal, al 
mismo tiempo aprende a aceptar desde las normas del comportamiento 
social estas conductas a sabiendas de que en otros contextos siguen sien-
do criminalizadas (Thoumi, 1999, p. 15). Así es como el negocio de los 
cultivos ilícitos cuestiona culturalmente las ideas del trabajo honrado, o 
de lo bueno y lo malo, defendidas por los otros segmentos de la sociedad. 
No obstante, a la vez que estos valores se afianzan en ciertos sectores de la 
población –con más fuerza, por ejemplo, en los raspachines itinerantes–, 
también son resistidos por otros –por ejemplo, los campesinos con mayor 
arraigo en el territorio, que han tenido que asumir riesgos y pérdidas muy 
dolorosas producto de la vinculación a la economía de la droga, como la 
pérdida de un ser querido o el reclutamiento forzado–.

En conclusión, los impactos y las consecuencias de la llegada de los 
cultivos de coca y la consolidación económica del narcotráfico van desde 
los cambios en la vida municipal hasta los acuerdos de poder que se entre-
tejen en estos contextos. Entre estos impactos están: 1) la dinamización de 
la actividad económica; 2) la inclusión de distorsiones económicas y for-
mas de exclusión derivadas de la presencia de cultivos ilícitos; 3) la crea-
ción de una población mixta a través de una estratificación social basada 
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en los roles desempeñados; 4) el rompimiento de las formas tradicionales 
de ascenso social y acumulación de riqueza que trae como consecuencia 
la alteración de los arreglos de poder, y el surgimiento de nuevos arreglos; 
5) los cambios en las dinámicas electorales mediante el incremento de los 
costos de las campañas y la pérdida de autonomía de la actividad polí-
tica frente a la economía ilegal, y 6) la alteración de valores culturales y 
la erosión de la cultura de la legalidad. Estos efectos imponen complejos 
desafíos para construir instituciones en los territorios cocaleros; así mis-
mo, implican cambios en las políticas de drogas que incorporen las expe-
riencias aprendidas en treinta años de siembra de coca para construir una 
senda de desarrollo territorial incluyente en la fase del posacuerdo.
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CARACTERÍSTICAS DE LOS MUNICIPIOS 
PRODUCTORES DE COCA
En este capítulo se presenta una caracterización de los municipios pro-
ductores de coca mediante dos aproximaciones. En primer lugar, a partir 
de una estrategia cuantitativa, con base en la comparación del desempe-
ño de diferentes indicadores (sociales, económicos, institucionales y de 
seguridad)1 entre municipios con mayor o menor presencia de cultivos 
de uso ilícito, y de las trayectorias diferenciales que han tenido conforme 
a si estos cultivos han aumentado o disminuido en los últimos años. Pos-
teriormente, se presentan las historias de Puerto Asís (Putumayo), San 
Vicente del Caguán (Caquetá) y Tarazá (Antioquia), como una manera 
de expresar los diferentes contextos, así como los procesos de coloniza-
ción, los patrones de inserción de la economía ilegal y la relación con los 
grupos armados. El trabajo de campo se hizo en colaboración con las áreas 
de Estado de derecho y Sistema judicial, entre julio y agosto del año 2015. 
El capítulo concluye con la propuesta de una tipología de municipios afec-
tados por cultivos declarados ilícitos con el objetivo de diseñar estrategias 
diferenciales de construcción de Estado y de desarrollo territorial en estos 
municipios, involucrando a las organizaciones sociales.

Análisis cuantitativo
¿Cuáles son las características comunes de las regiones cocaleras y sus di-
ferencias con las demás regiones del país? Para responder esta pregunta 

	 1	 Los indicadores utilizados son: privación de servicio de acueducto, priva-
ción de acceso a servicios de salud, tasa de mortalidad infantil, índice de 
NBI, Gini de propietarios, pobreza rural, pobreza urbana, índice de pobre-
za multidimensional, tasa de homicidio, ingreso per cápita, índice de desa-
rrollo humano (ajustado), índice de desempeño institucional, desempeño 
tributario y desempeño de la justicia local. 

VOLVER A TABLA DE CONTENIDO
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construimos una base de datos con indicadores de desempeño munici-
pal en distintas áreas, y analizamos el desempeño de los municipios de 
acuerdo con dos criterios: 1) al grado de afectación con cultivos de usos 
declarados ilícitos que históricamente han tenido en proporción a su ex-
tensión territorial, y 2) a la variación de estos cultivos en los últimos años. 
Para ello definimos categorías de municipios basados en dos indicadores: 
uno de densidad de cultivos de coca (promedio de hectáreas cultivadas 
por cada kilómetro cuadrado entre el periodo 2001-2013), y otro sobre 
las variaciones en la magnitud de estos cultivos –cambio porcentual en las 
hectáreas cultivadas entre el primer año en que se reportó la presencia de 
cultivos y el 2013–.2 Con base en estas categorías analizamos las diferen-
cias en los indicadores de desempeño municipal disponibles en la base de 
datos.3 En este apartado presentamos los resultados de este análisis.

Características de los municipios cocaleros
El mapa 1 presenta los municipios del país clasificados en cinco categorías 
de acuerdo con el nivel promedio de presencia o densidad de cultivos de 
coca que han tenido en los últimos doce años. Los municipios con muy 
alta o alta densidad de cultivos se han concentrado históricamente en cin-
co regiones: el Catatumbo, la zona montañosa del Cauca y buena parte 
de la zona sur y occidental de Nariño, el bajo Putumayo y el sur del Ca-
quetá, el norte de Antioquia y el sur de Bolívar, y la zona fronteriza entre 
los departamentos de Meta y el Guaviare. Según el reporte del Sistema 
Integrado de Monitoreo de Cultivos Ilícitos (Simci), para 2015 el 64 % de 
los cultivos se ubicaba en tres departamentos: Nariño, Putumayo y Norte 
de Santander; al agregar a Caquetá, Cauca y Guaviare se completa 81 % 
de toda la coca sembrada en el país. Los cultivos de coca detectados en 
el censo de 2015 ocuparon el 0,04 % del total de la tierra cultivable en 
Colombia. El área afectada con coca se estima que ascendió a 127.000 
hectáreas y el territorio afectado por cultivos de coca fue de 242.725 km2, 
cifra inferior a la de los años anteriores.4 Esto quiere decir que si bien los 

	 2	 Ver anexo 2 para información sobre la construcción de esta clasificación.
	 3	 Ver anexo 1 para consultar la información detallada sobre la base de da-

tos utilizada.
	 4	 El Simci distingue entre los siguientes conceptos: 1) área con coca: hectá-

reas de coca sembradas en el país; 2) área afectada: suma geográfica de 
los reportes sobre presencia de cultivos ilícitos derivados de la aspersión 
aérea, la erradicación manual y el censo anual. Unodc produce los datos 
de los dos últimos, el reporte de aspersión es realizado por la Dirección 
de Antinarcóticos (Diran); 3) área de influencia: área derivada al realizar 
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MAPA 1 
Densidad promedio de cultivos de coca por municipio 
(hectáreas por km2), 2001-2013

FUENTE: elaboración propia con base en datos del Simci de 2001-2013.

Sin coca

Muy baja < 65,8

Baja > 65,8 y < 133,5

Media > 133,5 y < 268,8

Alta > 268,8 y < 404,1

Muy alta > 404,1
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cultivos aumentaron, se tienden a concentrar en lugares más específicos 
del territorio. Entre el territorio históricamente afectado, en el 20 % se han 
sembrado cultivos de forma permanente en los últimos 10 años –que 
coinciden principalmente con las cinco zonas señaladas–, en el 39 % se 
han sembrado de forma intermitente (regiones Central y Pacífico), el 36 % 
representa territorio abandonado (ubicados en las regiones de la Amazo-
nia, Sierra Nevada, Orinoquia y en departamentos del Magdalena Medio, 
como Boyacá y Santander), y el 5 % es territorio afectado recientemente 
–ubicado principalmente en las sabanas del Yarí entre el Meta y Caque-
tá, al nororiente del Cauca, en el Chocó en la frontera con Panamá, en la 
periferia del núcleo de Norte de Santander y en el Cesar– (UNODC y 
Gobierno de Colombia, 2016, p. 23).

Según el Simci, la geografía de la coca en el territorio está asociada 
con procesos recurrentes de ocupación de la tierra en el entorno periféri-
co de la Zona Andina de Colombia, los cuales se pueden resumir en cua-
tro: 1) la ruralización como proceso avanzado de transformaciones efec-
tuadas por los seres humanos de los espacios naturales que promueve el 
abandono de los cultivos de coca y la incorporación de tierras a procesos 
de producción; 2) el frente de colonización, donde se combina defores-
tación, praderización y cultivos de subsistencia, con la siembra de culti-
vos ilícitos; 3) las puntas de colonización, que constituyen el avance de 
los cultivos ilícitos a través de la hidrografía vulnerable, y 4) la selva o los 
bosques de tierra firme, que constituyen la fuente de nuevas áreas para el 
establecimiento de cultivos ilícitos (UNODC y Gobierno de Colombia, 
2015, p. 21).

Las gráficas 3 a, b, c y d muestran que los municipios con muy alta 
densidad de cultivos tienen en promedio un peor desempeño de la justi-
cia local, menor capacidad tributaria, índices de desarrollo humano más 
bajos y más altas tasas de homicidio, pobreza –tanto a nivel urbano como 
rural y medida por distintas metodologías–, concentración de la tierra, 
mortalidad infantil y población privada de afiliación a salud o de servi-
cios básicos como el acueducto. Sin embargo, estos municipios tienen un 
mayor índice de desempeño institucional, de desempeño fiscal y unos in-
gresos municipales per cápita más altos que aquellos donde la densidad 

un buffer de 1 km a cada uno de los centroides de los lotes de coca; 4) 
territorio afectado: se refiere a grillas de 5 km2 que en algún momento de 
los últimos 10 años han sido reportadas con presencia de cultivos de coca 
(UNODC y Gobierno de Colombia, 2015, p. 19).
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GRÁFICAS 3 (a, b, c y d) 
Densidad promedio de cultivos de coca (2001-2013)  
e indicadores municipales en Colombia

GRÁFICA 3 (a) 
Indicadores de desempeño fiscal y de la justicia

FUENTE: elaboración propia con datos del DNP, Dejusticia y Simci (ver anexo 1).

de cultivos es menor, aunque su desempeño en estos indicadores es peor 
frente a aquellos que no tienen cultivos ilícitos. Esto sugiere que, si bien 
los municipios con mayor densidad de cultivos no parecen ser los más 
pobres –por cuanto su ingreso municipal per cápita y su desempeño fiscal 
no es el peor–, sí son aquellos donde hay más pobreza, desigualdad y vio-
lencia (pues los índices de pobreza, de desarrollo humano, de privaciones 
de servicios básicos y la tasa de homicidios son mucho peores que otras 
categorías de municipios).

Dado que los municipios con presencia de cultivos suelen ser rurales5 
podría pensarse que el pobre desempeño de aquellos con alta densidad 

	 5	 Esto se desprende del análisis cruzado entre la densidad de cultivos de 
coca y las categorías de ruralidad construidas por la Misión para la Trans-
formación del Campo, basadas en tres criterios: 1) la ruralidad dentro del 
sistema de ciudades; 2) la densidad poblacional; 3) la relación de pobla-
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GRÁFICA 3 (b) 
Indicadores de ingreso, pobreza y bienestar

FUENTE: elaboración propia con datos del Dane y Simci (ver anexo 1).

de cultivos se debe a que se trata de municipios poco urbanizados antes 
que a la presencia de cultivos ilícitos. Sin embargo, en municipios con un 
mismo nivel de ruralidad, aquellos que tienen mayor presencia de cultivos 
ilícitos presentan desempeños peores en la mayoría de estos indicadores 
(ver anexo 3). Esto sugiere que la población que vive en municipios con 
cultivos ilícitos sufre una doble discriminación: por vivir en municipios 
rurales y por la marginación derivada de vivir en aquellos con alta presen-
cia de cultivos ilícitos.

ción urbano-rural. Conforme a estos tres criterios se clasifica a los munici-
pios en cuatro categorías: ciudades y aglomeraciones, intermedios, rurales 
y rurales dispersos. De los 49 municipios con densidad alta o muy alta de 
cultivos de coca, el 83 % eran rurales o rurales dispersos. Para los munici-
pios sin coca, en cambio, solo el 52 % son rurales o rurales dispersos. 
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GRÁFICA 3 (d) 
Indicadores de desempeño fiscal e institucional

GRÁFICA 3 (c) 
Indicador GINI

FUENTE: elaboración propia con datos del DNP y Simci (ver anexo 1).

FUENTE: elaboración propia con datos del IGAC y Simci (ver anexo 1).
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GRÁFICA 4 
Relación entre el cambio del índice de calidad de vida (1993-2005)  
y el índice de ruralidad en los municipios de Colombia

FUENTE: PNUD (2012, p. 62).

Las gráficas 4 y 5 muestran dos patrones que confirman esta con-
clusión pero analizando las trayectorias en el tiempo. Si los municipios 
rurales presentan peores indicadores de desempeño y, dentro de estos, 
los municipios con mayor densidad de cultivos muestran resultados aún 
peores, entonces, para aspirar a cerrar estas brechas, debería ocurrir que 
el país posibilitara trayectorias de desarrollo municipal en las que los mu-
nicipios rurales progresaran más rápido, y los que tienen mayor presencia 
de cultivos, todavía más. Sin embargo, el patrón de desarrollo territorial es 
exactamente el contrario. Un análisis de correlaciones muestra que entre 
más rural sea un municipio, más lento progresa en el índice de condicio-
nes de vida (gráfica 4). Y dentro de los municipios rurales, entre mayor 
densidad de cultivos de coca han tenido históricamente, más lento pare-
cen progresar, o incluso varios de ellos retroceden, en la reducción de la po-
breza medida por el índice de necesidades básicas insatisfechas (gráfica 5).
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GRÁFICA 5 
Relación entre la variación de la población en pobreza medida 
por necesidades básicas insatisfechas (1993-2005) frente  
a densidad de cultivos de coca en municipios de Colombia

FUENTE: elaboración propia con base en datos del DANE y Simci (ver anexo 1).

Estas tendencias son precisamente las que deben ser modificadas –
en el sentido en que se dibuja con la línea punteada– por medio de una 
ambiciosa política pública de intervención y acompañamiento a los mu-
nicipios, si de lo que se trata es de superar la doble discriminación que 
padece la población que vive en la periferia cocalera del país.

¿Qué pasa en los municipios en donde crecen  
o desaparecen los cultivos de coca?
Para complementar el análisis anterior y observar lo que sucede con el des-
empeño de varios de estos indicadores de acuerdo con la variación de los 
cultivos de coca en los últimos años, hemos clasificado a los municipios 
en seis categorías teniendo en cuenta la variación porcentual de hectáreas 
cultivadas entre el primer año en que se reportó presencia de cultivos y 
el 2013. Conforme a esta clasificación, dividimos a los municipios entre:
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MAPA 2 
Variación municipal de hectáreas cultivadas entre el primer 
año en que se reportó presencia de cultivos y el 2013

FUENTE: elaboración propia con base en datos del Simci de 2001-2013.

Sin coca	 Sin coca

Desapareció	 Reducción mayor a 80%

Disminuyó moderadamente	Reducción entre 25 y 80%

No varió	 Variación inferior a 25%

Aumentó moderadamente	 Aumento entre 25% y 100%

Aumentó más del doble	 Aumento de más del 100%
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a.	 Municipios en los que los cultivos de coca han crecido más del 
doble.

b.	 Aquellos en los que crecieron moderadamente (crecimiento por-
centual entre 25 y 100 %).

c.	 Aquellos en los que no hubo variaciones significativas (aumentos 
o reducción porcentuales de menos de 25 %).

d.	Aquellos en los que hubo reducciones moderadas (de entre el 25 
y el 80 %).

e.	 Municipios en los que estos cultivos desaparecieron (reducciones 
de más del 80 %).6

La tabla 1 muestra la variación de indicadores de violencia, desem-
peño institucional e igualdad, y cambio en área cultivada con coca de al-
gunos municipios –aquellos de los cuales se contaba con series de tiempo 
largas–. Aunque la comparación no muestra una tendencia concluyente, 
un hecho salta a la vista. Una política exitosa e integral de sustitución de 
cultivos ilícitos sería aquella en la que en los municipios donde los culti-
vos de coca desaparecen, o al menos disminuyen mucho, se presenten va-
riaciones positivas en indicadores de desempeño mayores a las que tienen 
los municipios en los que los cultivos aumentan. Sin embargo, este no es 
el caso en Colombia, pues los municipios donde los cultivos desapare-
cieron tienen aumentos superiores en tasas de homicidios y concentra-
ción de la tierra, y resultados más pobres en fortalecimiento institucional 
y reducción de las tasas de mortalidad infantil que en aquellos donde los 
cultivos de coca aumentaron más del doble. La reducción de la pobreza en 
los municipios donde la coca desapareció es solo ligeramente superior a la 
de aquellos en los que la coca aumentó más del doble, y el aumento de los 
ingresos municipales en los primeros está por debajo de aquellos en los que 
los cultivos de coca aumentaron moderadamente.

Si bien estas tendencias no reflejan una relación de causalidad entre 
la variación de los cultivos y el desempeño en estos indicadores munici-
pales, sí muestran un hecho preocupante: por razones que es necesario 

	 6	 Para evitar que municipios que han tenido una presencia histórica de cul-
tivos muy baja distorsionaran el aumento porcentual de hectáreas culti-
vadas (por ejemplo, un municipio donde había 1 ha cultivada que al cabo 
de unos años aumentó a 50 ha, lo cual equivaldría a un crecimiento del 
5.000 %), optamos por incluir a los municipios que históricamente han 
tenido un promedio de hectáreas cultivadas inferior a 50 en la categoría 
de municipios sin coca. 
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TABLA 1 
Variación de indicadores de desempeño municipal y cambio en 
área cultivada con coca entre el primer año de presencia y el 2013

Cambio en el área cultivada

% Variación de indicadores de desempeño municipal 
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Aumentó más del doble -0,34 35,17 18,35 0,24 291,71 -11,06

Aumentó moderadamente 2,09 -16,95 31,42 0,96 428,62 -9,77

No cambió 0,03 58,1 28,51 -2 267,41 -9,16

Disminuyó -0,14 274,36 18,61 3,97 270,42 -9,53

Desapareció -1,12 95,37 18,08 5,67 329,94 -10,54

Sin coca 0,48 -25,84 12,39 1,63 295,69 -12,01

FUENTE: elaboración propia con base en múltiples fuentes (ver anexo 1).

profundizar, los municipios en los que los cultivos de coca desaparecen 
no progresan más rápido que aquellos en los que estos cultivos aumentan.

Uno de los factores que puede explicar este hecho es el de la inefica-
cia y los impactos adversos de las políticas que se han implementado para 
reducir los cultivos ilícitos en el país. Sandra Rozo ha mostrado cómo, por 
ejemplo, la estrategia de aspersión aérea con glifosato para erradicar esta 
clase de cultivos, no solo ha sido ineficaz, sino que además, aislando la 
influencia de otros factores, está asociada con un deterioro en varios indi-
cadores de desempeño municipal. Según Rozo:

[…] si la proporción de área fumigada en un determinado mu-
nicipio aumenta en 1 %, las tasas de pobreza aumentan en 4 
puntos porcentuales, la deserción escolar aumenta en 0,82 pun-
tos porcentuales, la tasa de mortalidad infantil aumenta 1,26 
puntos porcentuales y las tasas de homicidio aumentan en 4,23 
puntos porcentuales. Aunque algunos de estos efectos revier-
ten 3 años después de la aplicación del tratamiento, los efectos 
sobre las tasas de pobreza y la mortalidad infantil permanecen 
(2014, p. 1). 

La reducción de cultivos de coca no parece responder a la mayor in-
tensidad de las distintas políticas de erradicación. En efecto, la gráfica 6 se 
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GRÁFICA 6 
Comparación del cultivo de coca y las áreas asperjadas  
y erradicadas manualmente acumuladas, 2001-2014

FUENTE: UNODC y Gobierno de Colombia (2015, p. 96).

muestra cómo los mayores esfuerzos en materia de aspersión aérea y de 
erradicación manual forzosa no implicaron una reducción de los cultivos 
ilícitos y, por el contrario, la reducción de cultivos coincidió justamente 
con un periodo en que la erradicación forzosa disminuyó en intensidad. 
De hecho, las áreas en las que hubo un mayor incremento de hectáreas 
cultivadas entre 2013 y 2014, fueron precisamente aquellas en las que 
más esfuerzos de erradicación forzosa se realizaron: cerca de la mitad del 
esfuerzo de aspersión en 2014 se concentró en Nariño y Putumayo; sin 
embargo, estos departamentos mostraron los incrementos más fuertes en 
el área sembrada con coca (UNODC y Gobierno de Colombia, 2015, p. 
17). En cuanto a la erradicación manual forzosa, según los datos del Simci, 
en las áreas con información disponible se observó que el 37 % del área 
erradicada presentaba evidencia de resiembra, lo que representó 21 pun-
tos porcentuales más que en 2013 (p. 99).

Esta desconexión entre políticas de erradicación y reducción de cul-
tivos ilícitos ha llevado a algunos investigadores a sugerir que en los perio-
dos en que esta reducción ha ocurrido, estaría jalonada más bien por un 
efecto sustitución entre economías ilegales de la producción de cocaína 
hacia la extracción de oro en función de una mayor rentabilidad derivada 
del aumento del precio internacional de este último (McDermott, 2015). 
Según el Simci, una de las conclusiones del monitoreo de las regiones 
afectadas por cultivos ilícitos en Colombia es que el área sembrada se ha 
reducido en algunas regiones, pero los territorios no logran liberarse de los 
fenómenos de ilegalidad, “pues el fenómeno de la minería ilegal se viene 
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manifestando cada vez con más fuerza como una nueva forma de crimi-
nalidad y los sobrevuelos en las zonas afectadas por cultivos de coca han 
permitido comprobar una relación, como mínimo al nivel geográfico, entre 
cultivos de coca y actividades mineras recientes” (UNODC y Gobierno de 
Colombia, 2015, p. 101). De hecho, para el año 2014, mientras la defores-
tación por cultivos de coca significó la pérdida de alrededor de 5.810 ha, 
para el caso del oro implicó pérdidas de 16.784 ha, es decir, 2,88 veces más. 
Este fenómeno fue particularmente grave en la región Pacífico (p. 102).

Bien sea que la disminución de cultivos se explique por un posible 
efecto de sustitución de la economía de la coca por la del oro en algunas 
zonas, o de otros factores en algunas otras, la discusión sobre las posibles 
causas y los datos de lo sucedido en los municipios en los que los culti-
vos de coca se han reducido considerablemente sugieren que es necesario 
revisar a fondo los objetivos de las políticas de drogas, pues considerar 
la simple reducción de cultivos como un éxito puede estar escondiendo 
grandes fracasos en términos de fortalecimiento del Estado de derecho, re-
ducción de la violencia o de desarrollo humano a nivel local, objetivos que 
deberían ser considerados como los fines últimos de toda intervención.

Aunque el enfoque de desarrollo alternativo resulta una opción su-
perior, que ha mostrado mejores resultados (UNODC y Gobierno de 
Colombia, 2015, pp. 77-88), los datos aquí analizados muestran que es 
necesario evaluar de manera más integral lo sucedido en los municipios 
en los que se logra una reducción de la dependencia de cultivos de uso 
ilícito. En particular, es necesario estudiar más a profundidad los procesos 
demográficos, sociales, políticos, económicos e institucionales de los mu-
nicipios productores de coca cuando experimentan estos cambios.

Tres historias sobre las consecuencias territoriales 
de la coca y de las políticas para erradicarla
Para observar desde un punto de vista cualitativo los impactos y las conse-
cuencias de la llegada de la economía ilícita del narcotráfico a las regiones 
productoras de hoja de coca, pasta base de coca y clorhidrato de cocaína, 
así como de las estrategias para erradicarla, hemos seleccionado tres mu-
nicipios estratégicos para el desarrollo de este mercado. A través de una 
pequeña historia de los municipios de Puerto Asís, San Vicente del Ca-
guán y Tarazá, centrada en los acuerdos de poder que han logrado diferen-
tes actores, legales e ilegales, hemos observado cuál ha sido la dinámica de 
poblamiento en el territorio a partir de economías ilegales, las formas en 

VOLVER A TABLA DE CONTENIDO
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las que se ha marginado a estas regiones y la dependencia económica del 
monocultivo de la coca.

Queremos enfocar nuestras narraciones sobre estos complejos te-
rritorios en la migración cocalera, la economía asociada a la minería in-
formal y a la criminal, así como la generación de órdenes sociales, institu-
cionales y estatales en los territorios a raíz del fenómeno del narcotráfico. 
Es necesario entender que las economías ilegales, y en especial la asociada 
al tráfico de estupefacientes, generan órdenes sociales, y acuerdos de po-
der político y económico entre las élites regionales y los grupos narcotra-
ficantes. En Colombia, como se dijo en el primer capítulo, los grupos nar-
cotraficantes no solo fueron capaces de configurar una serie de ejércitos 
privados para la protección del negocio o la lucha antisubversiva, sino que 
también fueron capaces de crear redes de negociación con los políticos 
de distinto nivel para la defensa institucional de sus intereses. Finalmente, 
esta historia da cuenta de lo que trajo la presencia de la coca y el efecto 
de aislamiento y estigmatización que ha recaído sobre estos municipios 
producto de las políticas que el Estado central ha adoptado frente a ellos, 
y que han terminado por configurar múltiples trabas a su desarrollo eco-
nómico, humano e institucional.

Puerto Asís
A lo largo de su historia, Puerto Asís ha sido un municipio importante 
para el Estado central por distintas razones: en la época de su fundación, 
en 1912, cuando era territorio de colonización religiosa y poblado por el 
boom del caucho (Zarate, 2001), el Estado lo concibió como un punto 
estratégico para controlar su frontera amazónica y luego como el centro 
poblado más importante en la confrontación con el Perú en los años trein-
ta (Academia Putumayense de Historia, 2012).7 Desde los años sesenta, y 
tras una segunda ola de inmigración de personas que huían de La Violen-
cia encontrando oportunidades inicialmente en la explotación maderera 
y el comercio de pieles, Puerto Asís adquirió importancia por el descu-
brimiento de su potencial petrolero con la llegada de la Texas Petroleum 
Company (González, 1998). Y a partir de los ochenta, cuando empezó 
una tercera ola de inmigración, el municipio se convirtió en uno de los 

	 7	 Cabe resaltar, sin embargo, que el Estado central ha concebido la Ama-
zonia más como reserva territorial y como recurso de solución de los 
conflictos agrarios originados en el centro del país, que como un espacio 
geopolíticamente estratégico para la construcción del Estado y la sobera-
nía nacional (González, 1998, p. 55).
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centros de producción de coca y de comercio de distintos bienes, legales e 
ilegales, en el que se han librado, con mayor intensidad, tres guerras simul-
táneas desde los años noventa: la guerra contrainsurgente, la guerra contra 
las drogas y la guerra por el control del mercado de drogas y otras rentas 
ilegales, además de la guerra de las industrias extractivas.

Si bien Puerto Asís se había caracterizado por ser una economía di-
námica impulsada por los booms de economías extractivas y por su condi-
ción de zona de frontera y punto de conexión fluvial y terrestre, la llegada 
de la coca impulsó considerablemente su crecimiento y las disputas por 
asegurar su control territorial. Se ha señalado que la coca llegó al Putuma-
yo a finales de los años setenta de la mano de Gonzalo Rodríguez Gacha, 
alias El Mexicano (CNMH, 2012, p. 32).

En esa época la gente tenía su huertica –nos dijo una campesina 
de la región– hasta que llegaron unos paisas y le dijeron a unos 
campesinos véndame dos o 3 hectáreas, y la cultivaron toda en 
coca. Cuando llegó la coca la gente no quería cultivar en prin-
cipio. Pero entonces empezaron a pagarla bien y así empezó a 
extenderse […] Luego llegaban a diario en botes, por monto-
nes, con sus corotos, primero unos y luego detrás las familias 
enteras. Y la gente empezó a dejar de cultivar la yuca, el plátano, 
el maíz. 

Putumayo era, para ese entonces, una de las regiones de coloniza-
ción más activas del país (Legrand, 1998). Los excedentes generados por 
la economía de la coca llevaron a la consolidación de un comercio urbano 
en el que se conseguían toda clase de bienes: “la primera vez que yo culti-
vé, yo la vendí en ese almacén. Y yo veo ese fajo y pregunto cuánto vale esa 
máquina de coser, y me alcanzaba; cuánto vale esa licuadora, y me alcan-
zaba; y le compré botas a los niños y buena remesa”.

Si bien algunas personas recuerdan la existencia de guerrillas antes 
de la llegada de la coca, la presencia armada y los órdenes de regulación 
impuestos por estos grupos se intensificaron a partir de entonces: el M-19 
y el EPL llegaron en la primera mitad de los años ochenta, pero sería el 
Frente 32 de la FARC el que lograría asentarse finalmente en el territorio 
(CNMH, 2012, p. 5). A la división inicial de roles y del control del mer-
cado entre las FARC y los carteles que operaban en la región, en los que 
las primeras cobraban un impuesto, prestaban seguridad y regulaban las 
interacciones entre narcotraficantes y campesinos, le siguió el inicio de la 
confrontación a finales de los años ochenta, cuando los narcotraficantes 
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habían consolidado una presencia autónoma a partir de la conformación 
de ejércitos privados como los denominados Masetos. Según algunas in-
vestigaciones, la guerra que se inició entre Rodríguez Gacha y las FARC 
ocurrió por dos factores: por un lado, el ataque a Tranquilandia, uno de 
los complejos cocaleros más grandes del país, en los llanos del Yarí por 
parte de la guerrilla, y por el alineamiento contrainsurgente de narco-
traficantes como el Mexicano, como un intento de posicionarse como 
aliados en la lucha antisubversiva que libraban Estados Unidos y el Go-
bierno colombiano (Ronderos, 2014). Otras investigaciones señalan que 
Rodríguez Gacha decidió romper la alianza porque las FARC le habrían 
robado en 1988 un cargamento en el Magdalena Medio (CNMH, 2012, 
p. 35). Otras en cambio, explican lo ocurrido como resultado de la acción 
predatoria de las FARC sobre el negocio del narcotráfico, lo cual llevó 
a los paramilitares a intentar socavar el control territorial que ejercía la 
guerrilla y minar su influjo sobre la sociedad civil ( Jansson, 2006). Gacha 
movilizó a los Masetos a su base de entrenamiento de El Azul, a orillas 
del río San Miguel en Puerto Asís, donde asesinó a dos integrantes de las 
FARC que cuidaban una pista clandestina. Las FARC respondieron con 
un ataque en 1990 a esa base, sitio donde se habrían dado algunos de 
los primeros entrenamientos paramilitares a cargo del mercenario israelí 
Yahir Klein (Comisión Andina de Juristas - Seccional colombiana, 1993). 
Eso dio origen a una guerra en la zona urbana del municipio, donde ca-
yeron varios líderes políticos de izquierda, producto de una alianza entre 
esta primera ola de paramilitarismo y miembros de la fuerza pública, y 
en la que la sociedad civil terminó siendo víctima. La disputa fue ganada 
por las FARC, quienes lograron expulsar a los grupos paramilitares en 
1991, lo cual, sumado a la desmovilización del M-19 y el EPL, consolidó 
su dominio territorial en los años noventa, con la creación del Frente 48 
(CNMH, 2011, p. 27).

La coca sustentó el despegue del municipio y provocó la ampliación 
de la frontera agrícola, la alteración del ritmo de poblamiento, la reacti-
vación de los asentamientos humanos surgidos durante el boom petrole-
ro, así como la formación de incipientes centros urbanos (Torres, 2011, 
p. 28). La población aumentó de manera sostenida entre 1973 y 2005, 
pasando de 70.982 habitantes en 1975 a 310.132 en 2005. Durante ese 
periodo, la tasa de crecimiento poblacional en Putumayo fue del orden 
de 337 %, y la del Bajo Putumayo del 725 %, superando ampliamente la 
tasa nacional, que fue del 87 % (pp. 42-43). Sin embargo, este patrón de 
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crecimiento basado en una economía ilegal tiene sus limitaciones. Como 
lo expresa María Clara Torres:

Indudablemente, los ingresos de la coca daban a los colonos 
algún margen de maniobra para satisfacer individual y colecti-
vamente ciertas necesidades. Organizados en juntas de acción 
comunal, inicialmente los colonos pagaban maestros y cons-
truían caminos veredales, puentes y escuelas. Las familias ins-
talaban aljibes y compraban plantas eléctricas en sus casas a fin 
de compensar la ausencia de servicios públicos domiciliarios. 
No obstante, cabe advertir que los alcances de tales iniciativas 
individuales y comunitarias eran limitados, toda vez que los 
pobladores no tenían la capacidad logística para garantizar el 
suministro de servicios como acueductos, carreteras pavimen-
tadas e interconexión eléctrica. De ahí la importancia de la mo-
vilización campesina y de la participación electoral a la hora de 
demandar infraestructura y servicios públicos al Estado central 
(Torres, 2011, p. 64). 

Estas paradojas se reflejan en lo sucedido durante la década de los noventa 
en la región, cuando ocurrió una movilización social sin precedentes en la 
historia del departamento y, en general, en la región amazónica por parte de 
los campesinos cocaleros. En 1994 fue promovido un paro cívico en las prin-
cipales ciudades de la Amazonia que desembocó en una gran movilización 
en 1996. Puerto Asís fue el eje de la movilización social en el sur, según El 
Espectador, en 1996 “se movilizaron más de 200.000 campesinos, pequeños 
cultivadores de coca […] Después de decenas de manifestantes muertos, las 
negociaciones con el Ejecutivo terminaron en los ‘pactos de Orito’, que apun-
taron a crear un plan de desarrollo alternativo en esas zonas del sur del país” 
(El Espectador, 2015). Una líder de una zona rural del municipio describe lo 
ocurrido en los siguientes términos:

…antes del 96 era muy duro ver a un niño de 12 años que ya 
tenía su hectárea o su cuarto de coca y salía con un fajo de bi-
lletes y un gallo a apostar, y se emborrachaba con aguardiente. 
Y esa era la aspiración de muchos, cuál estudiar ni qué nada. 
Eso hizo perder mucho la identidad campesina. Por eso en el 
96 le planteamos al Gobierno que ya no queríamos la coca […] 
Desde 1996 nosotros planteábamos que la sustitución se diera 
con los campesinos, de forma gradual, voluntaria y concertada. 
Con nosotros, porque los que venían de afuera, que eran los que 
sembraban mucho, nunca iban a hacerlo. Lo que pedíamos era 
más y no menos Estado. Pero desde ese paro, después de tantos 
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muertos, de compañeros a los que los brazos y piernas se les veía 
colgando de los helicópteros del Ejército, desde este tiempo, lo 
que ha quedado son promesas incumplidas.8

Lo que ocurrió después de este proceso de movilización campesina 
fue la intensificación del conflicto y de la estrategia antinarcóticos con la 
inyección de los recursos del Plan Colombia, con un altísimo costo para la 
población civil que quedó en medio del fuego cruzado, entre las presiones 
armadas y la imposición de un orden paralelo por parte de la guerrilla, 
el asedio y el terror de una nueva ola paramilitar y la estigmatización y 
criminalización por parte del Estado (Ramírez, 2001). En 1996, alerta-
dos por los paros cocaleros, las Autodefensas Campesinas de Córdoba y 
Urabá crearon el bloque Sur Putumayo, con el objetivo de disputarle el 
control territorial y del narcotráfico a la guerrilla, bajo la idea de que allí 
la subversión había creado un gobierno paralelo. La hacienda Villa Sandra 
fue su principal base de operación, donde se investiga la existencia de una 
fosa común de más de 800 personas (Verdad Abierta, 2009). Entre 1998 y 
2001, en la subregión petrolera del Putumayo ocurrieron, como mínimo, 
cuatro masacres, entre ellas las de El Tigre y El Placer, sobre las cuales 
recaen serias dudas de la complicidad de las fuerzas armadas (CNMH, 
2011, p. 83). La guerrilla intentó contrarrestar la entrada de los paramili-
tares con asesinatos selectivos, carros bomba y un paro armado en el año 
2000. Esta disputa culminaría con una división marcada hasta el día de 
hoy del control territorial de los grupos armados: los paramilitares –y las 
bandas criminales que heredaron su poder después de 2006– consolida-
ron su dominio en lo urbano, coexistiendo con las Fuerzas Armadas que 
intensificaron su accionar contrainsurgente con la ruptura de los diálo-
gos del Caguán y la política de “seguridad democrática”. La guerrilla, por 
su parte, se replegó al sector rural, afianzando su dominio hacia las zonas 
fronterizas en el borde opuesto al casco urbano del río.

En concepto de varias de las personas entrevistadas, la escasa pre-
sencia de las Fuerzas Armadas en la zona rural se reduce, además de com-
batir a la guerrilla, al propósito de cuidar la infraestructura petrolera. La 
lógica institucional aquí, como en otros aspectos, está subordinada a los 
intereses del mercado legal del petróleo y el mercado ilegal de la droga, y 
no tanto al interés público ciudadano. El problema del Estado en Puerto 

	 8	 Entrevista tomada en trabajo de campo. 
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Asís, como lo expresó un exfuncionario que trabaja ahora en proyectos de 
cooperación internacional,

...no es tanto de ineficacia como de selectividad, tanto por las 
instituciones que llegan como por los lugares en los que hacen 
presencia. En zonas como el corredor Puerto Vega Teteyé, ade-
más de la fuerza pública para cuidar a las petroleras, la presencia 
institucional se reduce a un colegio. Esta es la hora que, pese a 
todos los batallones que tiene, el Putumayo no tiene una univer-
sidad pública ni un hospital de tercer nivel.

El Plan Colombia concentró sus esfuerzos en buena medida en el 
Putumayo, teniendo en cuenta que el departamento llegó a concentrar 
el 40 % de la producción de coca, y Puerto Asís era el municipio con la 
segunda mayor producción del país en el año 2000 (Vargas, 2003). Para 
debilitar el narcotráfico –y sobre todo a la guerrilla a partir de la política 
de seguridad democrática– el Plan Colombia le apostó a la creación de 
batallones antinarcóticos, la fumigación masiva de cultivos de uso ilícito 
y la experimentación con distintos programas de desarrollo alternativo y 
fortalecimiento institucional. Se trató de un verdadero laboratorio de po-
líticas definido por tres características comunes entre las percepciones 
de las personas entrevistadas. En primer lugar, por su ineficacia. Tanto 
funcionarios públicos como líderes de organizaciones sociales manifesta-
ron que la enorme cantidad de recursos ejecutados en el marco del Plan 
se quedó en operadores que desconocían las realidades de los territorios y 
que, por ende, no eran eficaces. En lugar de construir capacidades institu-
cionales, el Gobierno delegó la administración de programas sociales en 
estas organizaciones, cuando no en las empresas petroleras, que carecían 
de arraigo en la región (p. 77). Con este precedente en mente, y con la 
expectativa de que el posacuerdo traerá nuevos recursos, algunos líderes 
defienden la necesidad de que estos se ejecuten directamente por las or-
ganizaciones comunitarias; otros, como es el caso de varios funcionarios 
y personas que han trabajado en estos programas, que se canalicen a través 
de los presupuestos municipales para que tengan mayor impacto.

Una segunda característica es la enorme dispersión de los progra-
mas implementados con el Plan Colombia. En el Putumayo se intentaron 
implementar, en el marco de Pactos Sociales o de Programas de Iniciati-
vas Locales para la Erradicación Temprana de Cultivos Ilícitos, toda cla-
se de programas que le apostaban a una actividad que pudiera sustituir 
a la coca: palmito, pimienta, plantas de beneficios, proyectos piscícolas, 
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de transformación de carnes, de porcicultura, caña, confecciones, culti-
vos de pan coger y frutales. Entre las causas que determinaron el fracaso 
de los proyectos las personas identificaron la imposibilidad de identificar 
proyectos sostenibles que generaran agroindustria, la falta de competiti-
vidad frente a otros departamentos, las dificultades para el manejo de los 
excedentes por las unidades productivas, los problemas de liquidez, las 
fallas en la asociatividad, los problemas en la fase de comercialización y el 
abandono rápido por las dificultades que implicaban estas opciones fren-
te a las facilidades en todos estos aspectos que representa el cultivo de la 
coca. “La coca perturba los incentivos de la gente para trabajar, incluso 
aunque no sea tan rentable como antes”, nos expresó uno de los expertos 
en estos proyectos, quien también señaló que la falla de estos enfoques 
es que la gente reclama “una varita mágica para resolver el problema, una 
única solución, cuando lo que ha faltado es pensar en serio, de forma par-
ticipativa y concertada, alternativas de desarrollo en la región de acuerdo 
a sus potencialidades”.

Y una tercera característica común es la identificación de distintas 
consecuencias adversas generadas por esta intervención. Para algunos, se 
fortaleció el clientelismo por la capacidad de las élites políticas para admi-
nistrar y direccionar estos recursos. Para otros, la abundancia de recursos 
generó actitudes oportunistas y división entre las comunidades: “el tema 
de la plata es la manzana de la discordia. Tanto para las autoridades como 
para las comunidades. Todo el mundo quiere manejar la plata. Yo tengo 
dudas de que hayamos aprendido las lecciones y estemos preparados para 
hacerlo porque no es fácil”, nos dijo una persona que ha seguido de cerca 
el proceso de implementación.

Por otra parte, un funcionario judicial señaló cómo el encarcela-
miento por delitos de drogas, por actividades que son vistas como una 
opción laboral frecuente para la gente ante la ausencia de otras oportuni-
dades, ha generado la destrucción de familias y otras consecuencias con-
traproducentes:

...la ley es drástica. Antes procedía la detención domiciliaria para 
estos delitos. Pero ahora, con la Ley 1709 de 2014, quedaron 
excluidos de los subrogados penales. La gente, que no son los 
grandes capos, pide detención domiciliaria y uno no la puede 
conceder por prohibición expresa. La respuesta penal en apa-
riencia resuelve el problema, pero en realidad genera otros.
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Las organizaciones campesinas, por su parte, recuerdan el legado de 
violaciones de los derechos humanos de esta época de disputa por el con-
trol territorial. Como señaló una líder campesina:

...la presencia militar y paramilitar se intensificó con las petrole-
ras y con el Plan Colombia. Fue un tiempo horrible. Los hom-
bres no podían salir con botas, no podían tener una marca de 
la fumigación con bomba, porque los mataban. En esa época si 
usted salía del campo, aquí en el pueblo le decían que era cola-
borador de la guerrilla. Pero si salía varias veces la guerrilla decía 
que era un colaborador de los otros.

Este contexto de incertidumbre y miedo ha sembrado una enorme 
desconfianza entre la sociedad civil en Puerto Asís.

El escenario actual es el resultado de un reacomodo del paramilita-
rismo tras la desmovilización del bloque Sur Putumayo. A partir de allí 
han incursionado a la cabecera municipal bandas criminales como Los 
Rastrojos o surgido otras nuevas como La Constru, con las que la gue-
rrilla hizo acuerdos en función del control de economías ilegales (El Es-
pectador, 2010). Pese a que la situación de orden público ha mejorado, se 
sigue ejerciendo una violencia selectiva que las personas asocian a cobros 
de cuentas entre organizaciones y persisten amenazas a líderes sociales o 
anuncios sobre campañas de “limpieza social”. De forma reciente se han 
destapado presuntos vínculos entre políticos tradicionales y estos grupos. 
Jorge Coral, político conservador, fue elegido en 2011 alcalde del munici-
pio de Puerto Asís por tercera vez. Coral renunció a la Alcaldía para poder 
aspirar a la Gobernación del Putumayo en octubre de 2015. Pero diez días 
antes de las elecciones la Fiscalía le dictó medida de aseguramiento por 
la divulgación de un video en el que se mencionaban presuntos apoyos 
financieros a su campaña por parte de alias Gárgola, uno de los integrantes 
de La Constru (El Espectador, 2015). Como su nombre quedó en el tarje-
tón, en Puerto Asís sacó la mayor votación. Los vínculos entre el narcotrá-
fico y la política son parte del voz a voz en el pueblo, al punto que algunos 
afirman que, dados los altos costos de las campañas, “es imposible ganar 
sin el apoyo financiero de estos grupos”.

El escenario del posacuerdo ha generado enormes expectativas entre 
la población, pero también prevenciones y temores. Varias organizaciones 
sociales han confluido en un proceso organizativo conocido como la Mesa 
Regional de Organizaciones Sociales del Putumayo, Baja Bota Caucana y 
Cofanía-Jardines de Sucumbíos, la cual ha propuesto la formulación de un 
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Plan de Desarrollo Integral Andino-Amazónico (Pladia 2035), que preten-
de recuperar la vocación agropecuaria del departamento e integrarlo a un 
proceso de ordenamiento territorial de la región amazónica en contraposi-
ción con la apuesta por el desarrollo petrolero que se plantea desde el Go-
bierno nacional. La Mesa se encuentra en un proceso de negociación con el 
Gobierno que se inició como consecuencia del paro agrario de 2014 (Mesa 
Regional de Organizaciones Sociales del Putumayo, Baja Bota Caucana y 
Cofanía, 2015). En relación con el Pladia y la existencia de cultivos ilícitos 
un líder campesino nos dijo, con una dosis de esperanza y realismo: “ni el 
Gobierno, ni la guerrilla puede acabar con los cultivos de coca. Esos culti-
vos solo los acabamos nosotros mismos si podemos implementar el Pladia”.

San Vicente del Caguán9

San Vicente del Caguán es un municipio ubicado en Caquetá, cuya enorme 
extensión territorial contrasta con los escasos esfuerzos desplegados por el 
Estado para integrar a los habitantes de sus zonas rurales en un proyecto de 
desarrollo nacional. Esto, pese a su privilegiada ubicación estratégica para 
conectar el centro, el occidente y el sur del país, por vía terrestre y por río. 
La colonización de San Vicente inició a finales del siglo XIX, por personas 
provenientes de los departamentos vecinos del occidente del país, princi-
palmente Tolima y Huila, bajo el impulso del boom de la quina y el caucho, 
que utilizó los excedentes de estas actividades para perfilar una economía 
ganadera como el renglón productivo legal más importante hasta el día de 
hoy. A mediados de siglo llegaron varios campesinos huyendo de la vio-
lencia política en el país, lo cual influyó en su trayectoria futura como una 
de las zonas de retaguardia y amplia influencia de las guerrillas liberales, 
relativamente autónoma del Estado, que dio origen a las FARC (Molano, 
2016; Vásquez, 2014). Desde ese entonces, las generaciones de sanvicen-
tunos han tenido que convivir con una fuerte presencia de la guerrilla.

La coca llegó a San Vicente en los años ochenta. Inicialmente la 
guerrilla cobraba impuestos a la producción de hoja como mecanismo 
de financiamiento y control territorial, pero luego pasó a controlar la 
comercialización de la pasta base (López, 2007). Las décadas posterio-
res se caracterizaron por esfuerzos de colonización dirigida impulsados 
por el Incora (Martínez, 2015) que, sin embargo, no pudieron evitar la 
concentración de la tierra y las expansión caótica de la frontera agrícola 

	 9	 Esta breve historia municipal de San Vicente del Caguán se basa en los 
elementos planteados por García Villegas et al. (2017).
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selva adentro sustentada en cultivos de coca que fueron la base para la 
fundación de municipios en el sur del departamento ( Jaramillo, Mora y 
Cubides, 1989). Un hito para el municipio fue la presencia de la empresa 
Nestlé, que impulsó el desarrollo de la ganadería (Marsh, 1983).

La presencia de la guerrilla en el municipio ha sido continua, lo cual 
permitió resistir un primer intento de incursión paramilitar en 1998, mo-
vilizando incluso sus bases sociales. Su acción hasta antes de que se in-
cluyera a San Vicente del Caguán entre los municipios despejados para el 
desarrollo de los diálogos de paz con el Gobierno Pastrana, se orientó a 
presionar la negociación a través del hostigamiento a elecciones y a políti-
cos locales (El Tiempo, 1998).

Un punto de quiebre lo marcó sin duda el inicio de los diálogos de 
paz entre las FARC y el Gobierno Pastrana, que tuvo como sede principal 
a San Vicente del Caguán. El Gobierno aceptó como condición para el 
inicio de la mesa inicialmente la salida de la fuerza pública y de los funcio-
narios judiciales, e incluso retiró luego la Notaría. El Consejo Municipal, 
la Alcaldía y otras oficinas del Ejecutivo permanecieron en el municipio y 
continuaron funcionando. Este hecho marcó una frontera artificial entre 
dos Estados: el controlado por la guerrilla dentro de la zona de distensión 
y el resto de Colombia, al punto que hoy el nombre del pueblo se ha in-
mortalizado en la memoria de los colombianos por este hecho.

Con el despeje, la guerrilla pasó a ser autoridad no solo en el campo 
sino también en el casco urbano. La población que circulaba por el mu-
nicipio creció rápidamente, en parte porque la guerrilla concentró buena 
cantidad de sus tropas allí, lo cual dinamizó la economía y encareció los 
precios. San Vicente se volvió, además, el centro de la política en Colombia 
y por allí desfilaron personalidades de todo el mundo. El orden guerrillero 
se basaba en una “policía cívica”, creada por acuerdo entre el Gobierno y 
la guerrilla, conformada por sesenta hombres, de los cuales treinta fueron 
elegidos por la guerrilla y treinta por la Alcaldía. La guerrilla abrió una 
oficina de quejas que servía de segunda instancia cuando los conflictos 
no podían ser resueltos por las juntas de acción comunal, o había alguna 
inconformidad. Las sanciones más comunes eran las multas y el trabajo 
en carreteras (Carrillo, 2009, p. 91; Perdomo, 2004, p. 120) , con lo cual 
se imponían castigos ejemplares y se obtenía mano de obra gratuita para 
los proyectos de infraestructura que estaban adelantando, replicando los 
mecanismos aplicados en zonas rurales. Buena parte de la infraestructura 
del municipio se ha construido bajo este sistema.
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En las entrevistas realizadas, la gente coincidía en la eficacia del or-
den político impuesto por la guerrilla, lo cual le confirió cierta legitimi-
dad en su momento. Algunas personas manifestaron su nostalgia frente 
a aquella época porque “no se robaban nada, uno podía dejar la puerta 
abierta de la casa y nada iba a pasar”. La eficacia de dicho orden, sin embar-
go, se aseguraba a través de métodos ilegales, pues se basaba en la pena de 
muerte, el destierro y el trabajo forzado, penas prohibidas por el ordena-
miento colombiano. La posibilidad del disenso frente a las nuevas reglas, 
por supuesto, era algo tácitamente prohibido. Para algunas de las personas 
entrevistadas la sociedad sanvicentuna ha heredado un temor frente a la 
autoridad guerrillera, y una aceptación de su autoridad desde esa época.

Con el fin de la zona de distensión las instituciones del Estado inten-
taron recuperar el control del casco urbano. Si bien la guerrilla se replegó 
a la zona rural, el lugar donde siempre han sido autoridad, su presencia 
en el municipio es un hecho conocido que se manifiesta en el cobro de 
extorsiones y en la existencia de una red de información de lo que ocurre, 
con la que sus habitantes han aprendido a convivir.

Hoy en día, San Vicente es un municipio controlado por la guerri-
lla en las zonas rurales y con órdenes mixtos en el casco urbano, donde 
las instituciones del Estado hacen presencia y pueden operar. Aunque la 
densidad de cultivos ilícitos en comparación con el departamento es muy 
inferior, sigue siendo el centro de un departamento en el cual la economía 
de la coca alimenta el comercio del municipio.

Tarazá
La paradoja demográfica de la región del Bajo Cauca antioqueño, donde se 
encuentra ubicado el municipio de Tarazá, consiste en ser una de las zonas 
coloniales más antiguas, pero con un proceso bastante reciente de coloni-
zación (Sierra, 2011, p. 29). Como los demás frentes de colonización del 
país, Tarazá fue de los principales receptores de los colonos expulsados de 
tierras en la Costa Atlántica (García, 1993, p. 50), lo que provocó que su 
poblamiento fuera caótico, sin dirección ni planeación por parte del Esta-
do o las comunidades. Los flujos migratorios generaron una economía que 
se basó en el cultivo de productos agrícolas como maíz, yuca, caucho y ca-
cao, así como en la ganadería, la madera, la pesca y un incipiente comercio. 
El talón de Aquiles de este proceso fue la informalidad de la posesión de 
la tierra y los rezagos de la política de reforma agraria que se presentaron a 
lo largo de la década de los setenta, ya que las personas que migraban a la 
región no encontraban un sitio libre de conflictos para asentarse.
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Al final de la década de los setenta pasaron cuatro cosas que cam-
biaron la vida de los taraceños en lo político, lo social y lo económico. Al 
inicio de la década, Tarazá era un corregimiento del municipio de Cáce-
res, pero debido al crecimiento que experimentó, en 1979 la Asamblea 
Departamental lo elevó a la categoría de municipio. Esto puso al pueblo 
en la mira de los partidos políticos y le dio cierta importancia a la partici-
pación política de sus habitantes. En segundo lugar, comenzó la presencia 
de narcotraficantes relacionados con el cartel de Medellín, orígenes del 
paramilitarismo en Córdoba y Antioquia, quienes de manera masiva com-
praron tierras en Caucasia y Tarazá, aprovechando la informalidad de la 
tierra para acapararla (Verdad Abierta, 2014). Tercero, fue en esta época 
cuando el Ejército de Liberación Nacional (ELN) reactivó sus acciones 
bélicas en la zona con el objetivo de impedir la continuación del saqueo 
de los recursos naturales o cambiar las condiciones que ponía el Estado 
para negociar la explotación minera (Fundación Ideas para la Paz, 2014, 
p. 14).10 Y finalmente, de la mano de los grupos paramilitares empezó la 
bonanza cocalera y su efecto directo en el surgimiento de la riqueza súbita 
en las zonas rurales, especialmente en La Caucana, donde hubo dinero 
hasta para “tirar pa’ arriba” (Verdad Abierta, 2014).

Cuando el ELN sufrió derrotas por parte del ejército, las FARC11 
fueron ocupando los vacíos dejados por esa guerrilla en su repliegue. Has-
ta que ya para el inicio de la década de los ochenta, los grupos guerri-
lleros –incluyendo el Ejército Popular de Liberación (EPL)– aparecieron 
con fuerza en la disputa de Tarazá, Valdivia y Caucasia (Observatorio del 
Programa Presidencial de DD.HH. y DIH, 2006, p. 8). Esa debilidad de 

	 10	 El ELN había llegado a la región en los últimos años de la década de los 
sesenta, y había tenido un relativo éxito no solo controlando las activi-
dades extractivas de oro, donde había propuesto a las comunidades la 
adopción de un reglamento para la explotación aurífera y la distribución 
de tierras (Observatorio del Programa Presidencial de DD.HH. y DIH, 2006, 
p. 7); además, tenía una presencia militar muy activa en la zona a través 
del saboteo de la operación de las empresas mineras. De acuerdo con la 
Fundación Ideas para la Paz, en el marco de la Operación Anorí el Ejército 
Nacional propinó duros golpes al ELN que diezmaron su dirigencia durante 
1973 y 1974. De allí que se resalte la reactivación de las operaciones de 
esa guerrilla hacia 1979, ejecutadas por los frentes José Antonio Galán, 
María Cano, Compañero Tomás y la Compañía Anorí (Posada, Insuasty, 
Vega y Balbín, 2009, p. 120). 

	 11	 En Tarazá operaron los frentes 5, 18 y 36 de las FARC, quienes disputaron 
el control del municipio al Estado y a los nacientes grupos de autodefensa. 
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las guerrillas frente a los grupos paramilitares y el Estado durante toda la 
década de los setenta permitió el despegue definitivo de la economía co-
calera en la región. La importancia adquirida por la coca acentuó las carac-
terísticas extractivas de la economía de Tarazá, aumentando los problemas 
asociados al incremento de la dependencia del mercado local del ingreso 
derivado de actividades ilegales, el acaparamiento de tierras, la conforma-
ción de grupos de narcotraficantes y el agravamiento del conflicto armado.

Una de las personas que entrevistamos durante la visita a Tarazá 
contó que los grupos de narcotráfico habían incentivado el cultivo en la 
región comprando las plantas y dando auxilios para su cultivo, aunque 
también dijo que “la gente que empezó a cultivar no era de Tarazá, la ma-
yor cantidad de cultivadores fueron forasteros porque los de acá eran muy 
temerosos”. Además, desde ese momento el negocio del cultivo de la coca 
y la vinculación a estos grupos armados desplazó progresivamente las acti-
vidades económicas tradicionales hasta convertirse en la principal fuente 
de empleo para la población joven12 (Grupo de investigación región Bajo 
Cauca, 2003, p. 84).

La expansión de la riqueza y el poder territorial del narcotráfico en el 
Bajo Cauca significó la capacidad logística para mover canales y redes in-
ternacionales del negocio de las armas y el tráfico de drogas, elemento sin 
el cual esta región no podría ser considerada como un centro de atracción 
para los diferentes actores del conflicto (Grupo de investigación región 
Bajo Cauca, 2003, p. 59). Mientras que la creciente disputa entre los gru-
pos guerrilleros, narcotraficantes y paramilitares se mantuvo durante la 
década los ochenta, en el inicio de los noventa los paramilitares asestaron 
duros golpes tras obtener valiosas victorias militares que convirtieron a la 
región en su fortín (p. 58). Tarazá se convirtió en el centro de operacio-
nes del paramilitarismo, ya que logró consolidarse y constituirse como un 
orden social que reguló la vida cotidiana, controló las dinámicas electora-
les, políticas y una red de actividades económicas que vinculaban a varias 
capas de la población al proyecto paramilitar bajo el uso sistemático de 

	 12	 Por ejemplo, en La Caucana los jóvenes dejaron la escuela y se dedicaron 
a raspar coca, mientras que los adultos solo pensaban en cómo aumentar 
las hectáreas cultivadas, pues los paramilitares compraban toda la pro-
ducción (Verdad Abierta, 2014). De acuerdo con un sacerdote, aún hoy 
“no hay otra fuente de empleo” diferente a pertenecer a la Bacrim o dedi-
carse a las actividades relacionadas con la coca.



84 Coca, instituciones y desarrollo

la violencia (Romero, 2003, p. 123). Todo lo anterior bajo un sistema de 
“populismo mafioso”13 que otorgó legitimidad a los grupos de autodefensa.

Como lo mencionamos, la economía ilegal de la coca y sus productos 
derivados promueven cierta dinamización del mercado municipal, ya que 
conectan a los cultivadores y trabajadores rurales de una zona periférica con 
los mercados internacionales, incrementando los ingresos familiares que 
ningún otro producto legal puede generar, debido a la alta rentabilidad de la 
pasta base y la cocaína alimentada por la política de drogas. La organización 
de Cuco Vanoy subsidiaba el cultivo de coca y controlaba el monopolio de 
comercialización de la hoja, por lo que las ganancias de los cocaleros eran de 
más o menos 2 millones de pesos, mientras que otros productos apenas 
garantizaban un ingreso de un salario mínimo para los agricultores.

La población, en poco tiempo, tuvo oportunidad de comprar sus 
cosas, construir sus casas de mejor material, incluso, de acuerdo con un 
candidato al concejo municipal, en la época de la coca más o menos el 
50 % del pueblo era “rico”. Sin embargo, la gente recuerda que en esa época 
los arriendos de las casas subieron, la comida se encareció, Tarazá dejó de 
cultivar los productos necesarios para autoabastecerse y todo lo que se 
consumía era traído de Cáceres u otras regiones de Antioquia, al tiempo 
que aumentaba la prostitución. Cuando terminó la bonanza no solo vol-
vió la pobreza, sino que las personas se vieron afectadas económicamente 
por las políticas de reducción de drogas ilícitas emprendidas desde las ins-
tancias nacionales y departamentales.

La figura de Ramiro “Cuco” Vanoy Murillo y el bloque Mineros de 
las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC)14 aglutinaba los pasos más 

	 13	 Esta clase de populismo es una expresión política de las estrategias que 
desarrollan los grupos armados que ejercen dominio sobre poblaciones 
sometidas, no solo a su accionar, sino a condiciones de pobreza y margi-
nalidad, a través de la inversión de recursos ilegales en obras, servicios 
públicos o la satisfacción de algunos derechos y necesidades básicas no 
suplidas por el Estado. Este comportamiento es una forma indirecta que 
pueden tener las comunidades para acceder a los beneficios de la econo-
mía ilegal de la coca.

	 14	 A mediados de la década de los noventa, junto con un grupo de 80 hom-
bres, Cuco Vanoy creó el bloque Mineros, que luego fue declarado en 
1998 como estructura permanente de las AUC (Caicedo, 2008, p. 2008). 
Además de consolidar como epicentro de operaciones al municipio de Ta-
razá, el bloque Mineros influenció militarmente los municipios de Ituango, 
Cáceres, Caucasia, Valdivia, Briceño, Yarumal, Campamento, Anorí, Angos-
tura, Carolina y Gómez Plata (Ávila, 2008, p. 18). En enero de 2006, al 
momento de la desmovilización el bloque contaba con 2.789 personas, 
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importantes del paramilitarismo en el país. Este líder paramilitar –nacido 
en Yacopí, Cundinamarca– empezó su camino criminal en el negocio de 
las esmeraldas de Muzo, hasta que en la década de los ochenta se unió al 
Cartel de Medellín de Pablo Escobar (Verdad Abierta, 2008); no obstan-
te, se enemistó con ese cartel y terminó reclutado por los Pepes –Persegui-
dos por Pablo Escobar–. Luego de la muerte de Pablo Escobar, Cuco Vanoy 
se asentó en la hacienda La Ranchería, ubicada en el corregimiento taraceño 
de La Caucana, y se asoció con un narcotraficante mexicano para exportar 
cocaína.

El líder del bloque Mineros de las Autodefensas, de acuerdo con cier-
to populismo mafioso, construyó clínicas, parques infantiles, comedores 
comunitarios, pavimentó vías, mejoró el techo de las casas de las personas 
más pobres del pueblo y remodeló el asilo para ancianos (Verdad Abierta, 
2007). Incluso, financió programas con fuerte contenido social para lograr 
una “Tarazá Sin Hambre”, o un programa voluntario de ligadura de trom-
pas para más de 270 mujeres. No hay duda que la mayoría de beneficiarios 
de este tipo de políticas, por más que estuvieran financiadas con dineros 
ilegales y llevadas a cabo por una organización que cometió múltiples vio-
laciones de los derechos humanos, se convirtieron en un apoyo social para 
la dominación de este bloque. El asentamiento del bloque Mineros de las 
AUC en el municipio de Tarazá es el ejemplo de cómo un comandante 
paramilitar gestionó la aceptación que puedan otorgar las personas al do-
minio territorial de una organización armada.

Hubo una política de limpieza social en contra de supuestos subver-
sivos o ayudantes de las guerrillas, además, desaparecieron y asesinaron 
a usuarios y expendedores de drogas, así como a delincuentes menores. 
Un funcionario de la Alcaldía nos contó que durante la época de Cuco 
solían llevarse a la gente en carros blancos, con vidrios blindados, razón 
por la cual la gente comenzó a llamarlas camionetas de “la última lágrima”, 
pues esa persona nunca volvía a verse en el pueblo. Entre 1999 hasta 2001 
hubo un aumento considerable de las cifras de homicidios, debido a la 
ofensiva paramilitar desatada en la región del Bajo Cauca que lideró Cuco 
Vanoy (Ávila, 2008, p. 10). Las estrategias de seguridad y combate que 
utilizaron los miembros de este grupo paramilitar iban desde las amenazas 
a la vida hasta la desaparición forzada (Verdad Abierta, 2013), pasando 

aunque no todas eran combatientes, pues había muchas que se encarga-
ban del trabajo político y la movilización política (Sierra, 2011, p. 37). 
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por la violencia sexual (Verdad Abierta, 2014b), incluso, algunas personas 
contaron que la desaparición en el río era utilizada como castigo, pues nos 
dijeron que “al que cogían robando, lo tiraban al río”.

El bloque Mineros estuvo relacionado en términos logísticos, políticos 
y económicos con sectores de la institucionalidad y la legalidad en el Bajo 
Cauca. Sin ahondar en el concepto de oligopolios de coerción –ya descrito– 
rescatamos la necesidad estratégica que desarrollaron los grupos criminales 
que se financian del narcotráfico y los políticos locales o regionales, para 
lograr acuerdos de poder que les permitieran la negociación de intereses, 
marcando el inicio de una red clientelista que mantiene cierto orden social 
y seguridad pública, mientras explota los recursos del erario municipal.15 En 
las acciones militares en contra de la población civil, la omisión de algunas 
unidades de la policía y el apoyo de sectores del Ejército Nacional facilitaron 
la devastación que dejó a su pasó la campaña paramilitar en el Bajo Cauca y 
la región del norte de Antioquia (Verdad Abierta, 2011).

Al inicio de la década de los noventa, en la región del Bajo Cauca había 
un movimiento social, agrario y campesino que confrontaba a las autorida-
des locales y regionales sobre las necesidades de los campesinos (García, 
1993, p. 76). Un habitante que entrevistamos destacó la importancia de las 
asociaciones campesinas para gestionar los recursos de cooperación inter-
nacional y la exigencia de la construcción de puentes, caminos y centros de 
acopio para los productos agrícolas. Con el fortalecimiento de los grupos 
paramilitares y el recrudecimiento del conflicto armado, los movimientos 
sociales y políticos de Tarazá estuvieron en la lista de objetivos militares de 
los hombres del bloque Mineros. No es por azar que el exalcalde Miguel 
Gómez esté señalado de sugerir a Cuco Vanoy la persecución que hubo 
en contra del sindicato de Trabajadores Oficiales de Tarazá (Sintraofan), 

	 15	 De acuerdo con la Fiscalía General de la Nación, Miguel Gómez podría 
tener vínculos directos con el bloque Mineros, pues facilitó la captura del 
erario y de las instituciones locales por ese grupo armado, además por 
la posible comisión del delito de constreñimiento al elector y concierto 
para delinquir (Caicedo, 2008, p. 96). Este personaje fue reelegido como 
alcalde durante el periodo de 2008 al 2011, pero fue capturado el 13 de 
noviembre de 2008 en Medellín, debido a algunas declaraciones realiza-
das por Cuco Vanoy dentro de las versiones libres de Justicia y Paz, donde 
sostuvo que había tenido una conversación con Miguel Gómez en la que el 
exalcalde “le pidió ayuda […] para acabar con el Sindicato de Trabajadores 
Oficiales de Tarazá (Sintraofan)” (Verdad Abierta, 2008b). De acuerdo con 
Caicedo, el jefe paramilitar también había mencionado a Miguel Gómez 
como “uno de sus más cercanos colaboradores” (p. 96). 
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más bien, ese grupo de acciones eran parte de la agenda contrainsurgente 
paramilitar de debilitamiento de las “bases sociales” de la guerrilla.

A pesar de esta persecución, el Grupo de Investigación del Bajo Cau-
ca identificó dos tendencias en los procesos de movilización y organiza-
ción social de la región (2003, p. 60). La primera consiste en el altísimo 
nivel de participación en diferentes instancias, desde la movilización ca-
llejera hasta las mesas de negociación con los gobiernos departamentales 
y nacionales, para presionar la implementación de proyectos de bienestar 
social a través de paros cívicos y tomas campesinas de los cascos urbanos. 
La segunda tendencia es la institucionalización creciente de las organiza-
ciones sociales y comunitarias. Tal como lo dijo una candidata al concejo 
de Tarazá y varios miembros de la Cumbre Agraria de la región del Bajo 
Cauca, “hay un interés de ser reconocidos como interlocutores legítimos 
para la gestión de los recursos y el planteamiento de programas”, de allí 
que surja la necesidad no solo de que cada movimiento y agremiación ten-
gan personería jurídica, sino de aspirar a los puestos de elección popular. 
De igual manera, a partir de la década de los noventa, el “Estado local em-
pieza a exigir la personería jurídica a las organizaciones comunitarias para 
poder negociar” (p. 60).

La desmovilización del bloque Mineros, que se produjo el 20 de 
enero de 2006, no significó el desmonte total de las actividades que ha-
bían predominado durante el mandato de Cuco Vanoy. Por el contrario, 
muchas cosas que se formaron o consolidaron durante ese periodo con-
tinuaron vigentes, no solo en la institucionalidad, sino en la gente y las 
estructuras que heredaron los negocios ilegales. El surgimiento de otros 
grupos de narcotraficantes conocidos como bandas criminales o Bacrim, 
el reciclaje criminal de los reinsertados de las autodefensas y la disputa 
por el próspero negocio que Cuco Vanoy controló hasta su extradición 
en mayo de 2008, dan inicio al complejo periodo por medio del cual las 
Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC) –también denominadas 
como los Urabeños, el Clan Úsuga– establecieron un dominio relativo en 
el corredor que desde Segovia y Zaragoza conduce al Urabá.

El surgimiento de las AGC no está únicamente relacionado con los 
hombres del bloque de Cuco Vanoy; Daniel Rendón Herrera, alias Don 
Mario, y su hermano Freddy, alias El Alemán, que controlaban el Urabá 
chocoano con el bloque Elmer Cárdenas de las AUC, fueron el origen 
de esta estructura criminal (Restrepo, 2015, p. 10). Luego de la desmo-
vilización del bloque Mineros, el entorno de ilegalidad se mantuvo en el 
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Bajo Cauca debido a la existencia del rentable negocio de la producción 
de cocaína, lo que provocó un choque entre la banda conformada por los 
hermanos Rendón Herrera y el grupo de Diego Fernando Murillo, alias 
Don Berna, también conocido como Los Paisas. De acuerdo con InSight 
Crime (2015), durante el año 2008, las AGC y Los Paisas se enfrentaron 
por los territorios de Córdoba y el Bajo Cauca.

Para los habitantes de Tarazá, la guerra entre estas dos organizacio-
nes fue inevitable, y la violencia superó a la de los tiempos del dominio 
del bloque Mineros en las zonas rurales de El Guáimaro y La Caucana 
(Verdad Abierta, 2014). Las victorias de las AGC vinieron de la mano de 
estrategias como una férrea disciplina militar liderada por Dairo Úsuga 
David, alias Otoniel, quien asumió la jefatura, además de la eliminación 
sistemática de sus oponentes cometiendo masacres, homicidios selectivos 
y ataques con explosivos (Restrepo, 2015, p. 14).

Ya para el 2012, las AGC comenzaron a consolidar su dominio en 
las zonas que habían disputado con Los Paisas, debido a las importantes 
bajas sufridas por esta organización debido a las acciones del Estado y las 
mismas AGC. Para Gustavo Duncan y Juan Velasco (2014), su expansión 
territorial está relacionada con la organización de disciplina militar capaz 
de reclutar a grades cantidades de nuevos integrantes, además porque su 
modelo organizativo refleja un largo aprendizaje que se remonta al EPL, a 
los paramilitares y narcotraficantes de la década de los noventa. Las AGC 
saben controlar territorios y poblaciones, realizan paros armados, obtie-
nen favores de la clase política regional y tienen una capacidad inmensa 
de cooptar a las autoridades públicas.

La incapacidad del Estado, no solo para controlar el orden público, 
sino para identificar cuál es el problema que generó la violencia durante 
el segundo lustro de la década del 2000, lo llevó a iniciar una campaña 
sin precedentes de fumigaciones con glifosato sobre las poblaciones rura-
les de Tarazá. De forma apresurada, las autoridades militares entendieron 
que la existencia de los cultivos atraía la atención de las Bacrim y que si 
se atacaba a los cultivos, estas se verían debilitadas. La vieja costumbre 
estatal de tomar decisiones sobre la región del Bajo Cauca, motivadas por 
intereses nacionales (García, 1993, p. 75), provocó un error de cálculo 
que despertó una serie de movilizaciones de campesinos cocaleros que 
se agruparon en la Asociación de Campesinos del Bajo Cauca (Asocbac), 
para denunciar los daños causados por las políticas de erradicación aérea y 
manual de los cultivos de coca (Verdad Abierta, 2011). Cuando hablamos 
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con uno de los miembros de la Asocbac, nos comentó que las marchas 
cocaleras del 2008, 2011 y 2013, junto al Paro Nacional Agrario, habían 
sido ejercicios de reivindicación política de sus derechos.16

En la actualidad persisten diversas formas de violencia que impactan 
la vida cotidiana, no solo por el fenómeno de la violencia, sino también 
por la dependencia que sigue teniendo la economía taraceña del cultivo 
y procesamiento de la hoja de coca. Las estrategias actuales del Estado 
mantienen incentivos perversos para la población, que termina vinculada 
de una u otra forma con el narcotráfico (Sierra, 2011, p. 44). El clima del 
Bajo Cauca es de una profunda tensión de poderes locales: la Policía es un 
órgano de seguridad y vigilancia de solo 14 integrantes, para más de 42 
mil habitantes del municipio; las AGC se han consolidado en el control 
de las zonas urbanas y ejercen vigilancia en la misma plaza del pueblo se-
gún informan sus habitantes; la guerrilla de las FARC amenazó una nueva 
toma al corregimiento de La Caucana, días antes del inicio de la tregua 
unilateral del 20 de julio de 2015; y de acuerdo con la Fundación Paz y Re-
conciliación (2015), la actual alcaldesa del municipio tiene una relación 
cercana con el exalcalde Miguel Ángel Gómez, quien se benefició de las 
acciones del bloque Mineros de las AUC.

Dos variables para una tipología que diferencie 
las políticas por implementar en los municipios 
productores de coca
Como se desprende del análisis de estos tres casos, no todos los munici-
pios productores son iguales. La historia de cada municipio –path depen-
dency– importa, y hay diferencias tan relevantes que ameritarían imple-
mentar estrategias diferenciadas de construcción de Estado y desarrollo 
territorial con la participación de las comunidades. Teniendo en cuenta 
que nos concentramos en lo sucedido en los municipios con economías 

	 16	 Otro campesino nos comentó que los cocaleros entienden que “la susti-
tución puede ser una solución para el problema del narcotráfico, pero las 
autoridades no pueden extorsionar a los campesinos para erradicar sus 
cultivos por programas de los que no se sabe si son rentables o no para el 
campesino”. Los programas de desarrollo alternativo se basan en la erradi-
cación previa de los cultivos por parte de quien va a ser beneficiario, y para 
este campesino el problema no es la coca en sí, “sino la poca rentabilidad 
de los otros cultivos”. Es que la coca es el “ministro de trabajo, desarrollo, 
salud y educación de muchas comunidades”, por lo que han propuesto no 
la sustitución de la planta, sino de los usos para los que se destina. 

VOLVER A TABLA DE CONTENIDO
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ilegales, proponemos dos variables para distinguir las estrategias por im-
plementar en ellos: la relación de los actores armados con esas economías 
–si hay disputa por su control, hegemonía o un orden paralelo– y el grado 
de organización de la sociedad civil –si existen organizaciones comunita-
rias fuertes o el tejido social ha sido desestructurado–.

Si partimos de la consideración de que no es solo el silenciamiento 
de los fúsiles lo que construye paz, sino el cumplimiento de las obliga-
ciones estatales en relación con las comunidades y la superación de los 
factores que han generado su exclusión socioeconómica, se debería acep-
tar que el proceso de construcción de paz en los territorios más afectados 
tanto por la economía de la coca como por el conflicto armado involucra, 
entre otras cosas, la promoción de las condiciones necesarias para que 
las comunidades y las personas puedan llevar a cabo la vida que valoran. 
La expectativa del acuerdo del fin del conflicto ha generado la puesta en 
marcha de una serie de iniciativas locales por parte de las organizaciones 
para recoger sus visiones de desarrollo territorial. La propuesta del Plan 
de Desarrollo Integral Andino-Amazónico (Pladia 2035), de la Mesa Re-
gional de Organizaciones Sociales del Putumayo, Baja Bota Caucana y 
Cofanía-Jardines de Sucumbíos, es tan solo uno de esos ejemplos de las 
aspiraciones comunitarias (Mesa Regional de Organizaciones Sociales 
del Putumayo, Baja Bota Caucana y Cofanía, 2015). Otro ejemplo es el 
caso del corregimiento de Pacelli en el municipio de Tibú, Norte de San-
tander, donde la comunidad elaboró un Plan de Desarrollo en atención 
a la promesa formulada por el presidente Juan Manuel Santos de apoyar 
dicha iniciativa cuando visitó el corregimiento después de que resultara 
afectado por la ola invernal de 2012 (Páramo, 2014).

La primera variable consiste en identificar la relación que tiene la 
presencia de actores armados ilegales con negocios que se encuentran en 
el margen de la legalidad o por fuera de ella. Para esto hay que entender 
no solo el rol que desempeñan esos grupos en los territorios, sino los me-
canismos que utilizan para financiar su presencia y las actividades de con-
trol social, económico y político que ejercen. Podemos pensar que donde 
hay disputa de actores, o donde hay bandas criminales, la implementación 
del acuerdo tendrá un desafío mayor en términos de eficacia del Estado, 
mientras que en las zonas donde sean hegemónicas las FARC las institu-
ciones pueden establecer relaciones de cooperación en el proceso.

La segunda variable es la constatación del reto que tienen las ins-
tituciones de lograr una mayor legitimación a través de los espacios de 
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participación ciudadana. El grado de organización de la sociedad civil pue-
de indicar que donde hay un movimiento social más sólido hay una mayor 
necesidad de que el proceso de construcción del Estado local sea parti-
cipativo para ser legítimo, y tenga en cuenta los proyectos comunitarios 
de desarrollo territorial que las organizaciones han planteado. En cambio, 
en las zonas donde no existe un movimiento social fuerte, o ha sido muy 
golpeado, puede haber una mayor necesidad de generar propuestas de de-
sarrollo desde el centro del país que impulsen la inversión y generen opor-
tunidades de empleo, al tiempo que se brindan garantías y apoyo para el 
fortalecimiento del tejido social –conformación de gremios, asociaciones, 
sindicatos, entre otros–. Se puede pensar que allí donde haya movimien-
tos más sólidos y procesos preexistentes de participación comunitaria hay 
mejores oportunidades de construcción de Estado, a pesar de la trayecto-
ria de desconfianza. En un mismo sentido, se puede pensar que donde no 
exista tal cohesión social y comunitaria, el reto es distinto en tanto no hay 
interlocutores de las poblaciones para la construcción de Estado. 

Es necesario ampliar esta reflexión sobre las vías alternativas y di-
ferenciadas de construcción de eficacia del Estado en los territorios con 
presencia de cultivos de coca, desde una perspectiva de desarrollo huma-
no, donde se valore la participación. Esto implica la formación de espacios 
de concertación y toma de decisiones deliberadas, donde se reconozca 
la legitimidad de la movilización social y las organizaciones comunitarias 
como un factor que atraviesa todo el acuerdo de paz y su implementa-
ción. De lo contrario, no solo se corre el riesgo de construir un Estado a 
espaldas de las comunidades, sino de poner a las mismas poblaciones en 
tensión con la institucionalidad y sus planes de desarrollo. 
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EL FUTURO DE LOS MUNICIPIOS PRODUCTORES: 
AVANCES, DESAFÍOS Y RECOMENDACIONES

El acuerdo sobre drogas ilícitas de La Habana
El 5 de mayo de 2014, en el marco de las conversaciones de paz entre el 
Gobierno y las Farc se logró el acuerdo denominado “Solución al proble-
ma de las drogas ilícitas”. En él se reconoce que el conflicto en Colombia 
tiene causas ajenas a la aparición de los cultivos de uso ilícito de gran es-
cala (Gobierno de la República de Colombia y FARC-EP, 2016). Ade-
más, se admite que la persistencia de las plantaciones declaradas ilícitas 
está ligada a la existencia de condiciones de pobreza, marginalidad, dé-
bil presencia institucional y la existencia de organizaciones dedicadas 
al narcotráfico. El acuerdo plantea que las políticas de drogas deberán 
construirse con un enfoque general de derechos humanos y salud públi-
ca, diferenciado y de género, y deben ajustarse en el tiempo con base en 
la evidencia, las lecciones de buenas prácticas y las recomendaciones de 
expertos y organizaciones nacionales e internacionales especializadas. Así 
mismo, la política deberá tener un enfoque territorial basado en la parti-
cipación ciudadana, y en la presencia y el fortalecimiento de las institu-
ciones. Según el acuerdo, para lograr estos propósitos se debe contar con 
la flexibilidad que permita incorporar nuevos conocimientos que hagan la 
política de drogas más efectiva en detectar costos y daños no deseados.

El principal mecanismo que planteó el texto del acuerdo fue el Pro-
grama Nacional Integral de Sustitución (PNIS) de plantaciones de uso ilí-
cito, que a su vez es un componente de la reforma rural integral.1 También 

	 1	 El programa principal del primer punto de negociación sobre desarrollo 
rural. 
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se contempla realizar planes integrales comunitarios y municipales de 
sustitución y desarrollo alternativo (Pisda), que estarán articulados con 
el PNIS. El programa se activa con el acuerdo entre las comunidades y 
el Estado, donde las poblaciones cocaleras se comprometen a la sustitu-
ción y obligación de no resiembra, y las Instituciones a llevar a cabo la 
construcción de vías, la generación de mercados para los productos de las 
comunidades y la asistencia técnica para la producción.

En varias partes del texto se señala que para que la solución sea defi-
nitiva, el carácter voluntario y concertado de estas iniciativas es un punto 
clave. El contenido de este tipo de programas todavía no ha sido desarro-
llado, y falta conocer cuáles son las regulaciones específicas que los regla-
mentarán. Cabe señalar que el acuerdo plantea que la política debe mante-
ner el reconocimiento de los usos ancestrales y tradicionales de la hoja de 
coca, como parte de la identidad cultural de las comunidades indígenas y 
la posibilidad de la utilización de cultivos de uso ilícito para fines médicos 
y científicos, y otros usos lícitos que se establezcan.

El segundo componente del acuerdo consiste en la judicialización 
efectiva de los grupos armados, funcionarios y personas que se lucran del 
negocio ilícito del narcotráfico –se incluyeron los delitos de testaferra-
to y lavado de activos, y las medidas de extinción de dominio de bienes 
producto de la actividad criminal–. Para ello, el Estado se comprometió 
a investigar la relación que tiene el narcotráfico con el conflicto armado 
y el papel que han desempeñado los políticos y empresarios locales y re-
gionales. Con este fin se creará un grupo de expertos nacionales e inter-
nacionales que elabore un informe en el que realicen recomendaciones 
para sancionar y prevenir eficazmente las conductas relacionadas con el 
narcotráfico y el lavado de activos.

Los demás componentes de este acuerdo están encaminados a fo-
mentar un debate sobre la necesidad de reformar la actual política de dro-
gas, flexibilizar la aplicación del uso del derecho penal para los eslabones 
débiles de la cadena del narcotráfico –particularmente para pequeños culti-
vadores y mujeres relacionadas con el tráfico de estupefacientes–, prevenir 
el consumo de sustancias a través de campañas educativas y mejorar el con-
trol de los insumos para la fabricación de sustancias ilícitas. Finalmente, el 
Gobierno se comprometió a promover el debate sobre la política de drogas 
alrededor de las experiencias colombianas y las alternativas de política que 
se han ensayado en otros países, como la regulación de los mercados para 
usos recreativos de la marihuana en Uruguay y Estados Unidos.



95 Documentos Dejusticia 38

Debido al proceso de renegociación del acuerdo, posterior a la nega-
tiva popular del 2 de octubre frente al acuerdo final firmado en Cartagena, 
se incluyeron algunos cambios en el punto sobre la “Solución al problema 
de las drogas ilícitas”. Si bien este punto no fue parte de la discusión de la 
campaña en el plebiscito, con excepción de los temas relacionados con 
la conexidad del tráfico de estupefacientes al delito político o la entrega 
de los bienes y dineros recaudados por las FARC en el narcotráfico, en la 
renegociación se hicieron cambios importantes (Pereira, 2016). El nuevo 
acuerdo tuvo dos modificaciones sensatas: amplió el compromiso de las 
FARC para entregar información sobre las conductas relacionadas con el 
narcotráfico, y reconoció que no todos los habitantes de una zona están 
relacionados con el narcotráfico, por lo que se extendió el espectro de per-
sonas que pueden participar en la implementación del acuerdo. De otro 
lado, restringió las condiciones de los programas de desarrollo alternativo 
y, a su vez, no excluyó la posibilidad de aspersión con glifosato al definirla 
como el último recurso. También se realizaron modificaciones al trata-
miento penal diferenciado para productores, ya que lo definieron como 
una medida transitoria de un año –antes era de dos–, con posibilidad de 
ser revocado por reincidencia. Por último, el nuevo acuerdo involucra a las 
iglesias como actores en el tratamiento del consumo de drogas.

En la preparación para la implementación de este PNIS, y en línea 
con las recomendaciones formuladas por la Misión para la Transforma-
ción del Campo (2015), el Gobierno realizó una reestructuración de las 
instituciones del sector rural. La reforma incluyó la liquidación del Insti-
tuto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder) y la creación de tres enti-
dades: la Agencia Nacional de Tierras, la Agencia Nacional de Desarrollo 
Rural y la Agencia para la Renovación del Territorio. Para el diseño de 
política sectorial, además, se crearon el Consejo Nacional para el Uso del 
Suelo y el Consejo Superior de Restitución de Tierras. También se creó la 
Dirección de Mujer Rural en el Ministerio de Agricultura, y se ampliaron 
las fuentes para el Fondo de Microfinanzas y el Fortalecimiento de la Co-
misión Nacional de Crédito Agropecuario. En materia de política de dro-
gas se creó la Agencia para el Desarrollo Alternativo en Zonas de Cultivos 
Ilícitos, que tendrá la función de implementar el PNIS.

A la fecha, el Gobierno y las FARC han iniciado un programa pilo-
to de sustitución diez veredas del municipio de Briceño, Antioquia, con 
el acompañamiento de UNODC. Allí el Gobierno acordó la ejecución 
de un plan de atención inmediata y la puesta en marcha del proceso de 
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construcción conjunta, participativa y concertada del proyecto; mientras 
las FARC se comprometieron a colaborar en la erradicación voluntaria 
de los cultivos (Semana, 2016). Según artículos de prensa, entre los cam-
pesinos de la región existe expectativa y escepticismo por el alcance del 
programa, lo cual augura los restos que tendrá la puesta en marcha de estas 
iniciativas en el resto del país: “los campesinos están esperando que les 
digan qué es lo que les van a ofrecer, porque el Estado ha incumplido mu-
chas veces y, por ejemplo, con el proyecto de Hidroituango sacaron del río 
a los pequeños mineros artesanales que, sin otras opciones, tuvieron que 
sembrar coca”, aseguró José Orlando González, presidente de la Asocia-
ción de Víctimas de Megaproyectos (Avendaño, 2016a). “Si no mejoran 
las vías será un fracaso total la sustitución de cultivos”, advirtió el alcalde 
de Briceño, José Daniel Agudelo.

Desenfoques, ausencias  
y retos del acuerdo sobre drogas ilícitas
El objetivo que se planteó el acuerdo entre el Gobierno y las FARC es 
muy ambicioso: resolver el problema de las drogas ilícitas. Si bien el acuer-
do es un paso en la dirección correcta en varios aspectos, resulta insufi-
ciente para lograr este objetivo. Se trata, entonces, de una audacia limitada 
(Uprimny y Parra, 2014).2 La concepción que el acuerdo tiene sobre lo que 
significa el “problema de las drogas ilícitas” parece reproducir, en algunos 
puntos, el desenfoque de la fallida estrategia de la prohibición. El acuerdo 
plantea, por ejemplo, el objetivo de una Colombia libre de cultivos de uso 
ilícito,3 lo cual recuerda la consigna poco realista de las Naciones Unidas 
de lograr “un mundo libre de drogas”, que ha sido modificada en el do-
cumento aprobado en la UNGASS de 2016 (Comisión de Estupefacien-
tes, 2016). Si bien las drogas en sí mismas, o la existencia de cultivos para 
producirlas, pueden causar problemas de salud o daños ambientales, el 

	 2	 Para contrastar distintas posiciones en relación con el acuerdo de drogas 
ilícitas de La Habana puede consultarse la relatoría de un debate orga-
nizado por Dejusticia y la Fundación Konrad Adenauer en noviembre de 
2014 (Dejusticia, Konrad Adenauer Stiftung, 2014). 

	 3	 En el borrador del Acuerdo, Gobierno y FARC coinciden en este punto con un 
matiz. El Gobierno plantea como objetivo: “Lograr que el territorio nacional 
esté libre de cultivos de uso ilícito”; mientras que las FARC plantean: “Lo-
grar que evitando el deterioro del medio ambiente el territorio esté libre de 
cultivos de uso ilícito” (Gobierno de la República de Colombia y FARC-EP, 
2016,). 
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“problema de las drogas” en la actualidad es en buena medida el producto 
de una política equivocada: la prohibición. Esta política crea un mercado 
ilegal muy lucrativo, controlado por las mafias del narcotráfico, con lo cual 
las drogas se convierten no solo en un problema de salud, sino también de 
seguridad y de erosión del Estado de derecho.

Prolongar la prohibición enfrentará al país a un escenario en el que 
la economía de la droga seguirá financiando la corrupción, la violencia, 
la captura institucional y el control territorial por parte de organizacio-
nes ilegales –estos efectos podrán mitigarse diseñando una política más 
inteligente de lucha contra el narcotráfico, pero no eliminarse del todo– 
(Comisión Asesora de Política de Drogas, 2016, p. 13). El mercado ilegal 
de la droga seguirá creando unos poderosos incentivos para que la pobla-
ción no sustituya los cultivos de uso ilícito por otras opciones. Bajo este 
escenario, el Estado se verá enfrentado a buscar programas exitosos en un 
contexto totalmente adverso: construir Estado de derecho, desarrollo al-
ternativo y paz en los territorios afectados por la economía de la droga 
bajo la prohibición es como nadar contra la corriente pudiendo ponerla a 
favor. En la medida en que no se replantee el tema de las drogas, los culti-
vos ilícitos seguirán siendo un problema más grave de lo que debería ser.

Ahora, si bien el acuerdo de paz avanza en la dirección correcta al 
plantearse la puesta en marcha de programas ambiciosos de desarrollo 
territorial participativo y concertado con las comunidades para sustituir 
la dependencia de la economía de la droga, lo cierto es que la demanda 
mundial de cocaína y otras drogas producidas en Colombia no tiene nada 
que ver con el acuerdo de paz. El mundo, e incluso el mercado nacional, 
seguirán demandando estas drogas bajo un contexto de prohibición, lo 
cual reproducirá los incentivos para producirlas en el país. Ni las FARC, ni 
el Gobierno, por más que cooperen en la implementación de estos progra-
mas, podrán cambiar este hecho –a lo sumo podrán trasladar parcialmen-
te el fenómeno hacia otras latitudes–.

De allí que el país deba jugar un papel activo en promover en el deba-
te internacional, o incluso adoptar bajo una experimentación controlada, 
la opción de la regulación de la cadena de producción y el mercado de 
distribución de la marihuana, la cocaína y sustancias derivadas de la ama-
pola, como una forma más eficaz de debilitar al crimen organizado vincu-
lado con el narcotráfico, en la medida en que se combine con una política 
criminal más inteligente, enfocada en el desmonte de esas estructuras y 
en cortar sus vínculos con la política y la economía legal. En últimas, el 
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Estado deberá abandonar los esfuerzos penales contra la población pro-
ductora de hoja de coca hacia una política integral de desarrollo territorial 
que le permita desvincularse de las economías ilícitas. Solo así será posible 
contar con una política de drogas que sea coherente con los esfuerzos de 
paz, y no un obstáculo permanente para construirla.

Entretanto, lo que sí puede lograr una ambiciosa estrategia institu-
cional, política y de desarrollo territorial en los municipios productores es 
trasformar los factores que conducen a que las poblaciones de la periferia 
del país terminen vinculadas a la economía ilícita de la droga. Este debe-
ría ser el objetivo fundamental del acuerdo de paz en el tema de drogas, 
y no la reducción de la oferta –medida a través de indicadores como la 
disminución de cultivos o las toneladas incautadas–. Esto no quiere decir 
que este último objetivo no sea importante, pero más que ser la prioridad 
fundamental, a la cual se subordinen las otras, debería ser el resultado de 
superar los factores de vulnerabilidad socioeconómica e institucional en 
los territorios – lo cual implica descartar las estrategias de reducción de la 
oferta que puedan causar más daños y entorpecer este objetivo, o aquellas 
que no estén basadas en evidencia sobre su eficacia, como el caso de la 
erradicación forzosa (aérea o manual)–.4 

Las principales preocupaciones para el posacuerdo en las zonas 
cocaleras consisten en las lecciones no aprendidas de las estrategias de 

	 4	 El estudio de Reuter, Pollack y Pardo (2016) muestra que no solo el en-
carcelamiento, sino otras medidas como la erradicación forzada, la inter-
dicción y otras medidas tradicionales de law enforcement, tanto frente al 
tráfico a gran escala como al microtráfico, han sido poco efectivas para 
reducir la disponibilidad de drogas ilícitas, aumentar los precios y, por esta 
vía, reducir el consumo. Por el contrario, muchas de estas medidas han 
generado consecuencias secundarias contraproducentes, tales como el 
aumento de otros crímenes –por el efecto de concentrar esfuerzos en la 
persecución de conductas relacionadas con drogas–; un incremento en 
la violencia por el intento de organizaciones criminales de llenar el vacío 
de aquellas que son derrotadas; desconfianza en las instituciones por los 
sesgos raciales o contra poblaciones como los campesinos; daños a la 
salud porque los usuarios deben acudir al mercado ilegal, entre otras. En 
vez de concentrarse en la reducción de la oferta y los precios, los autores 
proponen avanzar hacia políticas de prevención, tanto de la criminalidad 
asociada a drogas como del consumo, así como a un enfoque de reduc-
ción de distintos tipos de daño –reducción del abuso; del daño por unidad 
de consumo; de los daños que usuarios pueden ocasionar a terceros; y 
reducción del daño que pueden causar ciertas formas de producción, trá-
fico y distribución, más que de la reducción de estas actividades en sí 
mismas–.
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erradicación, los planes de sustitución y el desarrollo alternativo. A pesar 
de que la sociedad civil y el movimiento cocalero se han movilizado en 
torno a las consecuencias de la actual política de drogas –especialmente 
de la erradicación forzada sobre la soberanía alimentaria de las poblacio-
nes, su derecho a la salud y la confianza depositada en las instituciones del 
Estado–,5 las aspersiones con glifosato no solo se han concentrado en las 
mismas zonas desde hace veinte años, sino que generaron desplazamien-
tos de los cultivos y cultivadores a otras zonas, extendiendo el espectro de 
la economía ilegal de la droga por una vasta zona del territorio nacional 
(Vargas, 2014).

Todo lo anterior fue discutido en julio de 2015, cuando en el munici-
pio de Mocoa, Putumayo, se reunieron más de 700 delegados de 17 depar-
tamentos del país donde existen cultivos de amapola, coca y marihuana 
con el objetivo de conformar la Constituyente Nacional de Campesinos 
Cultivadores de esas plantas, y emitir un Mandato Nacional que contenía 
cuatro ejes principales: la sustitución del ingreso derivado del uso de los 
cultivos declarados ilícitos y la legalización de sus usos tradicionales y al-
ternativos; la regulación del consumo de plantas y drogas declaradas ilíci-
tas; medidas para superar el narcotráfico y medidas de reparación para las 
víctimas de la política de drogas (Constituyente Nacional de Campesinos 
cultivadores de coca, amapola y marihuana, 2015). El punto que resalta-
mos tiene que ver con el hecho de declarar que la sustitución aceptable es 
aquella que permite a la familia campesina dejar de depender del ingreso 

	 5	 Además, existe un vacío de información sobre los impactos sociales, po-
líticos y medioambientales que han generado las fumigaciones con glifo-
sato. Luego de la suspensión del Pecig en 2015, el Consejo Nacional de 
Estupefacientes (CNE) autorizó la ejecución del Programa de Erradicación 
de Cultivos Ilícitos mediante Aspersión Terrestre (Pecat), a través de la 
Resolución 009 del 29 de junio de 2016. Allí se aprobó un Plan Piloto en 
zonas focalizadas por la Dirección Antinarcóticos de la Policía Nacional 
(Diran) en 10 municipios del departamento del Chocó (Novita, San José 
del Palmar, Medio Baudó, Bajo Baudó, Alto Baudó, Istmina, Sipi, Río Iró, 
Medio San Juan y Condoto) y Tumaco en Nariño. Dicha resolución también 
autoriza la fumigación terrestre en todo el país, bajo la condición de que 
se obtenga previamente una modificación al Plan de Manejo Ambiental en 
las zonas que sean focalizadas por la Diran. De acuerdo con informacio-
nes de prensa, el 13 de diciembre de 2016 el CNE, luego de analizar los 
informes generados en el Plan Piloto, dispuso la implementación del Pecat 
en todo el territorio nacional. A su vez, la Policía Antinarcóticos dijo que 
la fumigación terrestre iba a comenzar en seis meses en las zonas más 
afectadas por los cultivos como Nariño, el Catatumbo y Guaviare.
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producido por los cultivos ilícitos, y no la sustitución de los cultivos en 
sí mismos. Para este movimiento, como primera medida, pueden existir 
usos alternativos a la producción de estupefacientes de dichas plantas, y 
segundo, el problema de la producción para el narcotráfico se origina en 
fallas estructurales que requieren medidas graduales, voluntarias y con-
certadas entre las comunidades.

Este reclamo realizado es consecuencia de la criminalización que 
recayó sobre los pequeños cultivadores, y que en muchos casos solo pu-
dieron evitar ser perseguidos a través del sometimiento velado a la justi-
cia por la inclusión forzosa en programas de erradicación “voluntaria” de 
cultivos (Vargas, 2014). La gran pregunta del momento es si el Estado va 
a cumplir con la Reforma Rural Integral en sus territorios, así como tam-
poco está claro cuál es la consecuencia en caso de que el Estado incumpla. 
Para algunas personas entrevistadas, “el Gobierno no se caracteriza por 
cumplir lo que firma, pero las consecuencias de la resiembra las vamos a 
sufrir nosotros”.

Tomarse en serio el enfoque de desarrollo humano en la política de 
drogas implica reconocer que su éxito debe empezar a ser medido por la 
forma como efectivamente contribuye a superar la vinculación de las fa-
milias a la economía de la droga como una opción de supervivencia –por 
ejemplo, a través de indicadores sobre el éxito de programas de desarrollo 
alternativo en generación de ingresos para familias campesinas–,6 o por el 

	 6	 Evaluar el éxito o fracaso de las políticas a través de indicadores como el 
número de capturas o las incautaciones ha sido un enfoque equivocado. 
Estos indicadores dicen muy poco sobre el impacto que las políticas de 
drogas están teniendo en la vida y en los derechos de la gente. Además, 
como lo ha señalado el Programa de las Naciones Unidas para el Desa-
rrollo (PNUD), “medir el éxito por detenciones y decomisos crea incentivos 
perversos para hacer cumplir la ley, y puede alentar a la policía [y otras 
agencias de seguridad] a cometer actos de violencia u otros abusos para 
lograr estos objetivos” (PNUD, 2015, p. 14). Desde esta perspectiva, si-
guiendo lo señalado por la Comisión Global de Política de Drogas, “[estos] 
indicadores de procesos pueden dar la impresión de éxito, cuando la rea-
lidad para la gente común y corriente es generalmente lo opuesto” (Comi-
sión Global de Política de Drogas, 2014, p. 38). Los indicadores elegidos 
deben evitar dar lugar a la validación de políticas de drogas que puedan 
impactar negativamente y entrar en conflicto con objetivos de desarrollo 
tales como la reducción de la pobreza, la seguridad alimentaria, el acceso 
a bienes sociales básicos, el acceso a la tierra y el fortalecimiento institu-
cional en los territorios más afectados. De hecho, el Informe Mundial sobre 
Drogas de UNODC de 2016 ha empezado a evaluar las políticas de drogas 
por su contribución a los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Nacio-
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debilitamiento de la influencia del narcotráfico sobre las instituciones y 
la economía legal –a través de indicadores que den cuenta del éxito de las 
políticas de extinción de domino o de persecución al lavado de activos–.

Por plantearse objetivos de reducción de la oferta y la demanda, o de 
disminución del tráfico interno e internacional, las políticas de drogas no 
pueden entorpecer objetivos más ambiciosos de desarrollo, paz y cons-
trucción de Estado en la periferia del país. Más aún, las políticas de drogas 
deben guardar una estricta coherencia con estos objetivos y evaluarse en 
función de su impacto sobre ellos. Los instrumentos concretos de la polí-
tica de drogas –dentro de los cuales la sustitución es solo uno de ellos– no 
deberían apuntar a resolver solo la existencia de conductas por fuera de la 
ley,7 sino a corregir otras fuentes de injusticias –distributivas, ambienta-
les, de reconocimiento–, a empoderar actores excluidos (las poblaciones 
dedicadas al cultivo), a afianzar un Estado local fuerte y autónomo, y a 
resolver los conflictos de uso del suelo y los problemas de ordenamiento 
territorial. Teniendo en cuenta este nuevo marco para la formulación de 
las políticas, la implementación del acuerdo en materia de drogas ilícitas 
en los municipios productores debe tener en cuenta los siguientes retos:

1.	 El punto 1 del acuerdo de paz y el informe de la Misión para la 
Transformación del Campo (2015) contienen una ambiciosa 
hoja de ruta para transformar las desventajas estructurales que 
enfrentan los municipios más rurales del país. Sin embargo, esas 
desventajas son todavía mayores para el caso de los municipios 
con mayor densidad de cultivos de coca, por lo que es necesario 
una estrategia sin precedentes para movilizar cuantiosos recursos 

nes Unidas (UNODC, 2016), práctica que debería replicarse en el país.  
	 7	 La concepción de un problema social como un asunto que se corrige a 

través de herramientas represivas presupone que los individuos o las co-
munidades han optado por una conducta reprochable en ejercicio de un 
uso desviado de su libertad, es decir, pudiendo actuar de otro modo. Sin 
embargo, como ha señalado Amartya Sen, “existe una profunda comple-
mentariedad entre la agencia individual y las circunstancias sociales. Es 
importante reconocer simultáneamente la centralidad de la agencia indi-
vidual y la fuerza de las circunstancias sociales en el alcance de la liber-
tad individual” (2000, p. 12). Muchos “problemas sociales” o “conductas 
individuales”, que hoy se pretenden resolver por medio de herramientas 
represivas, como el uso del derecho penal o la cárcel, deben empezar a 
ser vistos como fenómenos a los que hay que responder bajo un enfoque 
más amplio de desarrollo humano. El tema de las drogas y la presencia de 
cultivos ilícitos es, sin duda, uno de ellos (PNUD, 2015).
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públicos y privados, y transferir insumos y conocimiento de otros 
sectores de la sociedad. De manera que en el mediano plazo se 
supere la exclusión social y productiva en la que vive la población 
de estos municipios.

2.	 La superación de estas desventajas estructurales tomará tiempo, 
por lo que es necesario diseñar estrategias de transición en el cor-
to plazo a fin de garantizar ingresos suficientes para los producto-
res de cultivos ilícitos, y para mitigar el impacto sobre la dinámi-
ca municipal de la dependencia de la economía de la droga, que 
complementen y acompañen la estrategia progresiva de sustitu-
ción (bien sea de los cultivos o de sus usos). Es necesario mitigar 
la afectación del flujo de caja de los hogares vinculados a la pro-
ducción de coca o pasta base para evitar la reincidencia.

3.	 Las políticas que se implementan deben tener en cuenta la hete-
rogeneidad de la población de estas zonas y aplicar enfoques dife-
renciales: por ejemplo, al tiempo que se implementan proyectos 
para los campesinos cocaleros con vocación campesina y arraigo 
en el territorio, hay que brindar oportunidades de empleo asala-
riado o educación para colonos itinerantes que hasta ahora han 
estado en búsqueda de oportunidades económicas que dan los 
cultivos de coca, con el fin de evitar que se continúe expandiendo 
la frontera agrícola. Estas políticas deben guardar coherencia con 
otros objetivos como el ordenamiento ambiental y productivo del 
territorio: la sustitución no puede exacerbar los conflictos de uso 
del suelo o los problemas ambientales.

4.	 Los municipios de zonas productoras se caracterizan por proble-
mas críticos de capacidad institucional. Teniendo en cuenta que 
serán claves en la implementación del acuerdo de paz, es nece-
sario apuntar a su fortalecimiento fiscal, administrativo y en ca-
pacidades como la planeación, la ejecución, la recolección y el 
mantenimiento de información, el monitoreo y evaluación de sus 
políticas, entre otras. A nivel sectorial, el fortalecimiento de las 
instituciones agropecuarias, ambientales y de justicia es priorita-
rio –mejorando su capacidad de extender su cobertura efectiva 
a los territorios rurales más apartados–. Esta es una tarea funda-
mental si se tiene en cuenta que probablemente las administra-
ciones locales recibirán recursos nuevos bien sea de cooperación 
internacional o por transferencias de la nación, sobre los cuales es 
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preciso diseñar estrategias de rendición de cuentas con participa-
ción de las comunidades. Un régimen transitorio de supervisión 
de su desempeño por organismos de control del orden nacional 
puede ser necesario en la primera fase del posacuerdo.

5.	 En los territorios donde las FARC ejercen control territorial y tie-
nen la capacidad de imponer sus propios sistemas de regulación 
a la población, su cooperación con el desmonte de los cultivos 
puede significar una reducción de la demanda –por la vía de la 
salida de los comisionistas de las FARC que compraban la hoja o 
la pasta base a los campesinos, o de aquellos a los que la guerrilla 
les cobraba el derecho a comprar–. No obstante, el que esta po-
sible contracción de la demanda reduzca a su vez la rentabilidad 
de los cultivos depende de que se implemente una estrategia para 
evitar la entrada de nuevos compradores al mercado.8 Pero con la 
entrega de armas el poder regulatorio del mercado que tenían las 
FARC se reduce drásticamente, por lo cual es necesario plantear 
el traslado de la regulación sobre las decisiones de producción 
a instancias comunitarias –como las juntas de acción comunal 
( JAC)–. Estas medidas deben ser complementadas con políticas 
que reduzcan todavía más la rentabilidad de los usos ilícitos de 
estos cultivos y aumenten la de las alternativas productivas que se 
promoverán.

6.	 En las zonas de disputa o con hegemonía de las Bacrim, es necesa-
rio redoblar esfuerzos de inteligencia y de persecución penal que 
apunten al desmonte de sus estructuras, sus vínculos con la polí-
tica y la economía legal, y a la persecución de sus capitales ilíci-
tos. Las FARC podrían cooperar en estas tareas pues conocen las 
redes a través de las cuales se ha reproducido el negocio, y tienen 
un aparato de inteligencia con el cual han podido estar al tanto de 
sus dinámicas. Es tarea urgente una política de choque de segu-
ridad e inteligencia, con la cooperación de Gobierno y guerrilla, 

	 8	 “De acuerdo con entrevistas directas a cultivadores en Putumayo, Caquetá 
y Catatumbo, los grupos armados ilegales que ejercen el control del mer-
cado de coca en estos territorios han dado libertad a los cultivadores para 
vender su producción a otros actores en la zona; esta situación podría dar 
lugar a un dinamismo en los mercados locales donde el precio se configura 
como un incentivo que estimularía el acopio de la producción en un com-
prador determinado” (UNODC y Gobierno de Colombia, 2016, p. 55). 
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para evitar el reacomodo y la toma de control en los espacios que 
queden vacíos.

7.	 Es necesario construir confianza con las comunidades para pro-
mover su vinculación al PNIS. Para ello deben brindarse garantías 
jurídicas de que no habrá persecución penal o represalias en su 
contra. A nivel nacional deben promoverse alternativas al encar-
celamiento para delitos menores de drogas, que pueden vincular-
se a programas comunitarios de construcción de paz y reparación 
en el marco del posacuerdo.

8.	 Es crucial emprender iniciativas para blindar la dinámica electoral 
de la influencia del narcotráfico y fortalecer la autonomía de la po-
lítica. En estas iniciativas deben cooperar las organizaciones que 
puedan informar de vínculos entre políticos o funcionarios pú-
blicos con grupos ilegales o los ciudadanos que ejercen veeduría 
–cuyos esquemas de protección deben ser reforzados–, así como 
también los partidos políticos y los organismos de control –es-
tableciendo las sanciones correspondientes, los primeros incluso 
de forma preventiva con la exclusión de listas a candidatos con 
presuntos vínculos con el narcotráfico, entre otras medidas–. Un 
régimen electoral especial en algunas zonas críticas –que incluya 
la financiación pública de campañas y mecanismos de vigilancia 
reforzados– puede ser necesario.

9.	 Para reducir la influencia de redes clientelistas por parte de polí-
ticos locales que capturan el presupuesto municipal y lo ponen 
al servicio de garantizar su hegemonía política o de sus intereses 
privados, es necesario reducir al máximo la discrecionalidad en 
la asignación de bienes y servicios públicos que las comunidades 
valoran. De esta manera, en la gestión pública se debe promover 
una cultura de los derechos y no de los favores.

10.	El posacuerdo se ha concebido como una reactivación de la de-
mocracia con garantías. Ese impulso al ejercicio de la ciudadanía 
puede generar unos círculos virtuosos en los que se robustece la 
rendición de cuentas y la transparencia en la gestión pública, y, 
a su vez, la ciudadanía sale fortalecida por efecto de una mejor 
gestión pública en función de la competencia electoral. La princi-
pal garantía que las instituciones deben asegurar es la posibilidad 
de hacer política y ejercer las libertades ciudadanas cívicas sin re-
presalias. Por ello, además de reforzar los esquemas de protección 
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a líderes e implementar una política de seguridad que proteja la 
vida, la prioridad es construir un sistema integrado de justicia te-
rritorial que sancione eficazmente, en primera medida, los delitos 
contra la vida. Esto puede lograrse con un fortalecimiento de la 
gestión pública en algunos campos, y un buen balance entre jus-
ticia formal y justicia comunitaria, así como con alternativas a la 
respuesta penal para los delitos menores de drogas.

Recomendaciones de política
Para abordar varios de los retos aquí mencionados ponemos a considera-
ción las siguientes propuestas para el debate:

■■ Diseñar, desde la fase de alistamiento para el posacuerdo, un sis-
tema nacional de fortalecimiento de capacidades institucionales 
y apoyo a la gestión de los municipios con los peores indicadores 
de desempeño institucional, con participación de los distintos 
ministerios y agencias del Estado. En el marco de este sistema se 
podrían explorar alianzas con universidades, gremios, empresas, 
medios de comunicación, organizaciones sociales, para canalizar 
esfuerzos al fortalecimiento institucional, la transferencia tecno-
lógica, el acompañamiento técnico y la construcción de paz en 
dichos municipios.

■■ Promover un paquete de reformas constitucionales y legales, que 
pueden realizarse aprovechando el procedimiento legislativo espe-
cial, para que en el marco del Sistema General de Participaciones y 
del Sistema Nacional de Regalías se fortalezcan las transferencias 
a municipios con baja densidad poblacional, mayor grado de afec-
tación por el conflicto y necesidades sociales insatisfechas (que en 
buena parte coinciden con los municipios con presencia de cultivos 
ilícitos). Esto por un periodo transitorio y previa suscripción de un 
pacto de fortalecimiento progresivo de las finanzas municipales con 
recursos propios –en particular a través del robustecimiento de la 
autoridad tributaria municipal, el aumento del recaudo y la crea-
ción de un catastro multipropósito cofinanciado con la nación–.

■■ Con el fin de asegurar una distribución de recursos que promue-
va la equidad, podrían definirse unos pisos de asignación de los 
presupuestos municipales y departamentales que se destinen a 
la inversión en el sector rural y, dentro de ella, a financiar ciertos 
derechos con un mayor potencial redistributivo –como la educa-
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ción en primera infancia–. Estos pisos mínimos, que puedan irse 
desmontando progresivamente condicionados a la superación del 
déficit en infraestructura en los territorios más apartados del país, 
también podrían establecerse en el presupuesto de inversión de 
los programas de infraestructura vial del orden nacional y depar-
tamental para priorizar la construcción de vías terciarias, de riego 
y drenaje, de ciencia y tecnología, entre otros.

■■ En el marco del PNIS, contemplar un régimen de transición para 
la sustitución en el que se pongan en marcha estrategias como: la 
promoción de los usos industriales y medicinales de la coca,  
la amapola y la marihuana (para lo cual es necesario incluir a los 
pequeños productores en el reciente mercado de marihuana para 
uso medicinal); la compra directa por parte del Estado de la hoja 
de coca para utilizarla con fines industriales o medicinales –al-
gunos productos podrían dirigirse a los programas nutricionales 
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) u otros– 
(Garzón y Wilches, 2016; Arenas, 2016b).

■■ Los Pisda y otros acuerdos de sustitución con las comunidades 
que se realicen en el marco del PNIS, o en la implementación de 
los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), 
deben partir de la una adecuada provisión de información técnica 
por parte de las instituciones del sector agropecuario, ambiental, 
de planeación y de hacienda. Esta información debe estar orien-
tada a que exista una coherencia entre la sustitución, los objetivos 
de la política agropecuaria, ambiental y de ordenamiento territo-
rial. Además, debe existir una coordinación entre sustitución y 
las estrategias de comercialización y reinversión de excedentes. 
En zonas de vocación agrícola o conservación, la sustitución no 
puede terminar en una expansión de la ganadería extensiva o de 
proyectos mineros. Teniendo en cuenta la superación de las con-
diciones de desventaja estructurales que enfrentan los municipios 
productores de coca, producto de décadas de exclusión y abando-
no, los programas de sustitución podrían, en un primer momento, 
orientarse al fortalecimiento de la economía local, más que a ge-
nerar economías de exportación. Debe explorarse una sustitución 
con industrialización, para que las unidades productivas campesi-
nas añadan más valor a la producción y generen más excedentes, 
respetando sus propias lógicas y dinámicas.
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■■ Tramitar las reformas legales necesarias para garantizar el trata-
miento penal diferenciado en los términos del acuerdo para la im-
plementación del PNIS –tanto cultivadores, procesadores como 
personas que transportaban drogas– sujeta a la suscripción y el 
cumplimiento de los requisitos establecidos dentro del programa. 
Esta extinción no debería requerir un trámite judicial, a diferencia 
de la aplicación de alternativas como el principio de oportunidad.

■■ Establecer regímenes especiales electorales e institucionales tran-
sitorios en las zonas de disputa entre actores armados y fuerte 
presencia del narcotráfico, en los que se contemple la financiación 
pública de campañas, el control nacional del recaudo y la destina-
ción de ciertas rentas, y la vigilancia de organismos de control del 
orden nacional a la gestión pública.

■■ En el marco de la política de priorización de la Fiscalía se deben 
realizar los ajustes necesarios para fortalecer y concentrar la per-
secución penal en delitos como el lavado de activos o el tráfico 
internacional de drogas. “La prioridad debe estar en aquellos es-
labones que más violencia y daños colaterales generan con el fin 
de desincentivar el uso de la violencia como estrategia para operar 
en mercados ilegales, y de esta manera, contener el poder deses-
tabilizador del narcotráfico en la sociedad. Si bien un control más 
inteligente de los mercados ilícitos de drogas no va a eliminar el 
problema, sí puede reducir sus costos colaterales más importan-
tes, como la violencia y la corrupción” (Comisión Asesora de Po-
lítica de Drogas, 2016, p. 13).

■■ Continuar avanzado en una apertura en el debate internacional 
en materia de política de drogas, con el fin de que se reconozca la 
viabilidad de alternativas a la prohibición –tales como la regula-
ción de toda la cadena de ciertas drogas– y realizar experimentos 
controlados de estos nuevos enfoques en el país. La búsqueda de 
una política de drogas que sea coherente con los esfuerzos de paz 
debe continuar. Retroceder con medidas como la reactivación de 
programas de erradicación forzosa de cultivos ilícitos en comuni-
dades campesinas, indígenas o afrocolombianas, o la persecución 
penal a eslabones débiles, no solo sería una falta de coherencia 
con el giro promovido por el Estado colombiano, sino un enorme 
obstáculo a los esfuerzos de paz.
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ANEXO 1 
Listado de variables de desempeño municipal
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ANEXO 2 
Grupos de municipios

En este anexo se explica cómo se construyeron los grupos de municipios 
de acuerdo con las variables de densidad de cultivos de coca y la varia-
ción en dichos cultivos entre el primer año donde registraron presencia 
y el 2013. El primer grupo fue construido con la siguiente metodología: 
sumamos y restamos una fracción de desviación estándar al promedio 
partiendo del promedio como límite inferior de la categoría “Medio”, y, 
desde estos extremos, sumamos y restamos una fracción de desviación 
para construir las demás categorías. Para la segunda variable optamos por 
definir unas categorías con base en cambios porcentuales relativamente 
arbitrarios.

Densidad de cultivos (hectáreas por cien km2)

Valor Rango + Rango -

Muy alta 2.373,96 404,15

Alta 404,15 268,84

Media 268,84 133,55

Baja 133,55 65,89

Muy baja 65,89 0

Promedio 133,55

Desviación estándar 270,6069

Variación porcentual de los cultivos de coca

Valor
Rango +

(%)
Rango –

(%)

Aumentó más del doble 5,035  100 

Aumentó menos del doble 100  25 

No varió 25  -25 

Disminuyó moderadamente -25  -85,70 

Disminuyó mucho o desapareció -85,70  -100 

Promedio 256 

VOLVER A TABLA DE CONTENIDO
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ANEXO 3 
Desempeño en indicadores municipales por 
densidad de cultivos de coca y nivel de ruralidad

Promedio de Índice de desempeño de la justicia local

Densidad cultivos Rural disperso Rural Intermedio Ciudades

01 - Muy alta 0,87 1,52 1,44 1,25

02 - Alta 2,36 1,92 1,13

03 - Media 2,11 2,12 1,49 4,89

04 - Baja 3,46 4,32 4,21 3,39

05 - Muy baja 4,37 4,92 5,89 3,40

06 - Sin coca 7,64 7,45 7,48 5,89

Total general 5,92 6,29 7,19 5,52

Promedio de Índice de tributación 

Densidad cultivos Rural disperso Rural Intermedio Ciudades

01 - Muy alta 8,00 15,04 19,67 12,14

02 – Alta 12,27 14,25 13,10  

03 – Media 18,49 15,65 25,41  

04 – Baja 19,96 21,24 20,98 47,35

05 - Muy baja 14,03 18,91 23,91 28,58

06 - Sin coca 21,63 20,69 26,16 31,72

Total general 18,68 19,80 25,79 30,93

Promedio de Índice de desempeño integral 2013

Densidad cultivos Rural disperso Rural Intermedio Ciudades

01 - Muy alta 71,69 65,24 51,01 59,89

02 - Alta 67,79 70,22 57,72  

03 - Media 60,17 66,16 56,23 83,25

04 - Baja 62,75 61,96 65,72 67,97

05 - Muy baja 63,39 67,54 64,86 68,06

06 - Sin coca 68,15 67,31 69,02 75,98

Total general 66,36 67,10 68,39 74,89

Promedio de Índice de desempeño fiscal 2012

Densidad cultivos Rural disperso Rural Intermedio Ciudades

01 - Muy alta 62,23 64,67 65,07 71,21

02 - Alta 63,10 61,66 67,87  

03 - Media 62,15 62,95 67,11 68,04

04 - Baja 62,67 60,98 67,53 80,78

05 - Muy baja 52,50 64,02 67,17 71,99

06 - Sin coca 61,77 65,54 67,47 74,86

Total general 59,31 64,84 67,44 74,50

VOLVER A TABLA DE CONTENIDO
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Promedio de Índice de pobreza multidimensional

Densidad cultivos Rural disperso Rural Intermedio Ciudades

01 - Muy alta 89,98 85,76 88,42 79,17

02 - Alta 88,30 79,41 78,03  

03 - Media 87,81 80,66 76,79 60,69

04 - Baja 85,14 77,91 66,97 48,56

05 - Muy baja 77,91 73,48 67,84 58,60

06 - Sin coca 74,35 69,88 64,53 44,78

Total general 77,35 72,10 65,15 46,96

Promedio de tasa de homicidios 2013

Densidad cultivos Rural disperso Rural Intermedio Ciudades

01 - Muy alta 52,14 62,29 76,24 116,83

02 - Alta 53,05 58,94 45,88  

03 - Media 44,33 48,68 98,86 22,65

04 - Baja 53,50 54,05 54,24 41,36

05 - Muy baja 22,90 35,20 26,12 47,71

06 - Sin coca 19,99 21,33 25,06 27,56

Total general 25,42 28,62 26,72 31,23

Promedio de necesidades básicas insatisfechas 2011

Densidad cultivos Rural disperso Rural Intermedio Ciudades

01 - Muy alta 81,94 56,87 50,57 39,70

02 - Alta 68,77 52,65 53,93  

03 - Media 65,21 65,54 57,56 30,66

04 - Baja 65,65 54,52 37,03 29,03

05 - Muy baja 65,78 49,62 42,37 38,79

06 - Sin coca 50,21 44,17 37,59 23,24

Total general 57,40 47,25 38,29 25,23

Promedio de GINI de propietarios 2012

Densidad cultivos Rural disperso Rural Intermedio Ciudades

01 - Muy alta 0,610 0,676 0,356 0,786

02 - Alta 0,576 0,364 0,426  

03 - Media 0,552 0,556 0,537 0,782

04 - Baja 0,480 0,488 0,677 0,748

05 - Muy baja 0,450 0,502 0,433 0,484

06 - Sin coca 0,651 0,686 0,634 0,693

Total general 0,579 0,631 0,619 0,675



128 Coca, instituciones y desarrollo

Promedio de Tasa de mortalidad infantil 2011

Densidad cultivos Rural disperso Rural Intermedio Ciudades

01 - Muy alta 33,16 25,22 25,98 23,98

02 - Alta 29,29 22,04 20,49  

03 - Media 29,73 26,45 20,64 15,23

04 - Baja 27,94 23,80 16,71 14,29

05 - Muy baja 33,72 21,81 17,90 18,47

06 - Sin coca 23,41 20,75 18,02 14,68

Total general 27,24 21,52 18,10 15,23

Promedio de Porcentaje de población privada de agua

Densidad cultivos Rural disperso Rural Intermedio Ciudades

01 - Muy alta 67,44 59,53 59,15 73,04

02 - Alta 66,60 49,05 32,03  

03 - Media 57,60 51,90 41,06 19,30

04 - Baja 57,38 40,95 17,65 23,23

05 - Muy baja 55,72 41,17 28,92 26,04

06 - Sin coca 47,84 35,93 28,16 13,94

Total general 51,99 38,92 28,43 16,32

Promedio de Índice desarrollo humano ajustado

Etiquetas de fila Rural disperso Rural Intermedio Ciudades

01 - Muy alta 0,599 0,610 0,611 0,620

02 - Alta 0,590 0,637 0,623  

03 - Media 0,608 0,617 0,612 0,651

04 - Baja 0,599 0,614 0,638 0,669

05 - Muy baja 0,517 0,620 0,637 0,655

06 - Sin coca 0,612 0,631 0,638 0,676

Total general 0,584 0,627 0,637 0,673
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Publicación digital e impresa

Mauricio García Villegas, Nicolás Torres Echeverry,  
Javier Revelo Rebolledo, Jose R. Espinosa Restrepo,  
Natalia Duarte Mayorga
2016C
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• DOCUMENTOS 29  

NEGOCIANDO DESDE LOS MÁRGENES:  
la participación política de las mujeres en los procesos de 
paz en Colombia (1982-2016)

Publicación digital e impresa

Nina Chaparro González, Margarita Martínez Osorio
2016

• DOCUMENTOS 30  
LA PAZ AMBIENTAL: 
retos y propuestas para el posacuerdo

Publicación digital e impresa

César Rodríguez Garavito, Diana Rodríguez Franco,  
Helena Durán Crane
2016

• DOCUMENTOS 31  
ACCESO A LOS ARCHIVOS DE INTELIGENCIA  
Y CONTRAINTELIGENCIA EN EL MARCO DEL POSACUERDO

Publicación digital e impresa

Ana María Ramírez Mourraille, María Paula Ángel Arango,  
Mauricio Albarracín Caballero, Rodrigo Uprimny Yepes,  
Vivian Newman Pont
2017

• DOCUMENTOS 32 
JUSTICIA TRANSICIONAL Y ACCIÓN SIN DAÑO 
Una reflexión desde el proceso de restitución de tierras

Publicación digital e impresa

Aura Patricia Bolivar Jaime, Olga del Pilar Vásquez Cruz
2017

• DOCUMENTOS 33  
SIN REGLAS NI CONTROLES 
Regulación de la publicidad de alimentos y bebidas  
dirigida a menores de edad

Publicación digital e impresa

Diana Guarnizo Peralta
2017

• DOCUMENTOS 34  
ACADEMIA Y CIUDADANÍA  
Profesores universitarios cumpliendo y violando normas

Publicación digital e impresa

Mauricio García Villegas, Nicolás Torres Echeverry,  
Andrea Ramírez Pisco, Juan Camilo Cárdenas Campo
2017
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• DOCUMENTOS 35
ESTRATEGIAS PARA UNA REFORMA RURAL TRANSICIONAL 

Publicación digital e impresa

Nelson Camilo Sánchez León
2017

• DOCUMENTOS 36
SISTEMA DE JUSTICIA TERRITORIAL PARA LA PAZ

Publicación digital e impresa

Carolina Villadiego Burbano, Sebastián Lalinde Ordóñez
2017

• DOCUMENTOS 37
DELITOS DE DROGAS Y SOBREDOSIS CARCELARIA  
EN COLOMBIA

Publicación digital e impresa

Rodrigo Uprimny Yepes, Sergio Chaparro Hernández,  
Luis Felipe Cruz Olivera
2017
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